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P R O L O G O 

Al realizar el presente estudio a efecto de elaborar 

la Tesis Profesional y de ésta forma obtener el anhelado 

Titulo de Licenciado en Derecho, nació la inquietud de­

éste controvertido tema como lo es la Policía Judicial. 

Con el objeto de proporcionar una información comple­

ta y a la vez sencilla para el lector en cuanto a 1a­

organización y funcionamiento de dicho cuerpo policial 

dentro del proceso penal llevado a cabo en el Estado de 

México, procuramos explicaciones claras y concisas en 

cuanto a términos jurídicos y sirva como base o guia al­

personal de dicha institución, asi como a tas personas-­

interesadas en dicho tema, pero sin perder de vista la -

persecución de sus fines como lo es la justicia y la se­

guridad jurídica. 

No podemos desconocer la conducta ilimitada de la Po­

licía Judicial en cuanto a las normas jurídicas que 

regulan su actuación, por lo tanto quedo sometido a un -

análisis riguroso, apegado a la realidad de nuestros --­

días asi como a los lineamientos penales y tener en con­

secuencia resultados positivos y evitar que se erosione­

el sistema penal mexicano. 



Teniendo el deseo y la obligación de realizar el --­

presente trabajo a efecto de impulsar la ética y con--­

ciencia moral de los estudiosos del Derecho asi como de­

todas y cada una de las personas que de una u otra for--

man procuran la administracción de justicia, con el fin-

de poner en relieve que tenemos la conciencia social de­

luchar en cada momento a efecto de superar a la sociedad 

actual logrando la ambicionada Justicia Social. 

Ya que todo egresado de la Universidad Nacional Auto­

nóma de México, tiene el deber moral de recompensar en -

cada uno de nuestros actos la formación que nos dio la -

máxima casa de estudios, y forjar una patria mejor, con­

cientes de nuestra responsabilidad tanto egresados como­

ciudadanos de seguir dando frutos corno nos lo han legado 

generaciones anteriores y al mismo tiempo poder hacerlo­

con nuestras futuras generaciones. 
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CAPlTULO L 

GENERALiDllDEs'·ni;; LA ACClON' PENAL'' 

l. l. CONCEPTO. 

El fin fundamental de la acción pernil es la aplica 

ción del llC!rt·!cho Objot.jvo a un caso concreto; por ello pu 

rn su estudio debamos partir de lu concepción que se tiene 

de lu misma cu este momcnLo histórico. La acción penal ha 

sido considerada desde diversos puntos de vista, por parto 

de los muchos tratadist.ns que se han dedicado a su an6Li 

sis. f':n esas condiciones, tenemos la intención de que en 

el presente estudio se evite en lo posible una confusión 

de ideas, por lo que nos proponemos abordar el concepto 

llegando a una unidad de pensamientos, do caracturisticas 

y formas propias, para facilitar y dar al lector una cotn 

prensión di rigiblc del t..cma, estableciendo premisas CSC!:l 

ciülcs y objetivas a partir de determinadas convicciones 

y compromisos. 

i'~n su acepción gramatical, acción significa todn oc 

Lividad o movimiento que se encamina n un determjnado f ln; 

en el aspecLo jur1dico, a~ción os la manera Jo poner en 

mnrcha el ejercicio de un derecho. 
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~s sabido que l!l Estado, como representante de la 

sociedad organizada, vela por la armonia social, por lo 

tanto, resulta lógico concederle <1utoridad para reprimir 

toda conducLa que intente o quebrante la ley. 

Para el egregio maestro Eugenio Florian, la acción 

penal es: "El poder jurídico de excitar y promover la de 

sición del órgano jurisdiccional sobre la determinada re 

lación de derecho pena], paralelamente la acción penal 

consiste en lil actividad quo dá encrgla y anima todo el 

proceso, lo inicia y lo hace nvunzar hasta su meta, la 

sentencia, siendo el objeto de la sentencia conseguir la 

imposición de una pena al reo." (1) 

Acorde con las enscf\anzas Je Viconzo Manzani la ac 

ción penal: ''Es el poder-deber juridico que compete al 

Ministerio Público de actuar lns condiciones para obto 

ncr dol Juez la desición sobre Id rcalizubilidad du la 

pretensión punitiva del Estado derivada de un hecho que 

la ley prevee como delito. Es ol medio con ol que el 

órgano ejecutivo, constrenido a abstenerse de la coerción 

direcla en las relaciones ponales, determina la ínter 

(1) ["LOHl/\N~ Eugenio. Elementos de Derecho Procesal Puna! 
Editorial Uosc. Barcelona 1934, pág. 172. 
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vcnclón de la garantia jurisdiccional en orden a su 

pretensión punitiV3." (2}~ concibiendo asi u' la 'acti 

vidad de ejercitar la acción penal como un poder po 

testatlvo del Estado, _a través de su órgano, el Miriis 

torio Público a fin de activar al órgano jurisdiccio 

nal. 

Por su parte el tratadista Fernando Arilla Bas, 

scnala que la acción penal es: "El poder jurldico del 

Propio Estado de provocar la actividad jurisdiccional 

con objeto de obtener del órgano de ésta una desici6n 

que actualice la. punibilidad formulada en la norma res 

pecto de un sujeto ejecutor de conducta descrita en 

ella." (3) 

La acción pennl es en términos generales, de con 

dena, pero al mismo tiempo declarativa, puesto que se 

endereza a obtenor la declaración de ["esponsabilidad 

penal. 

En base a todo lo anterior, se puede afirmar quu 

la acción penal es un poder potestativo del Estado, 

(2) M/\NZlNI, Vi.cenzo. Tratado de Derecho Procesal Pe 
nal. Editorial Ejeu. Tomo IV. pág. 143. 

(3) ARILLA, Bas Fernando. El proccdlmionto Penal en Mé 
xico. Editorial Kratos. México 19BB. pág. 20. 
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que atribuye una actividad públ ion al 6rqano del Ml 

nist.erlo l-;úbllco, un poder-deber, para excitar al 6r 

gano jurisdiccional competent.:e tendiente a pronunciar una 

rcsOlución que decluru: 

n) Si dotcrminndos hechos son constitutivoS' ·de un deli 

to (s).. previst:.o y snncionado por 1~· ley. 

b) Si el delito es tmputnblc al acusndo y por tanto es 

responsable del mi.!->mo. 

G) i,;n su caso, que se imponga al autor do Ln conducta 

lo penn corrcspundientc. 

Oc csLu manera el Estado cumple su obligación pri 

mordial: mnnt.cnor la paz ~ocial. 

Por lo tnnt.o La acción penal es el motor que sir 

ve para insLnurar un proceso con el fin de obLonor el 

respeto a ln tutela du1 derecho subjet.ivo y por lo tan 

to la actuación del dorucho objetivo. 

1 • 2. l\N'l'ECllDllNTllS llI STOR 1 GUS. 

!\ trnvés de t.odos los l.iempos, nos damos cuenta que 

siempre hil existido la tendencia. ya individual, ya so 
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cial de castigar a los ·responsables··de delit.os,. --Por tan 

t;o es impo'rtante menciórlar el or1gen de_ ld acción pe 

nnl en sus etapas más rudimentarias de nuestro tiempo. 

- Consideraciones generales. 

Acción y pretensión son cosas sustancialmente dis 

tintas; lu confusión que de ellas se tenia, posiblcmen 

te, se debió a no meditar su nacimiento y cvolución.­

CUcntan los nnlrop6logos quo haca mi les do nnos ex is 

tió una o~pocie animal proveniente de algunos simas 

cuyos integrantes por necesidad, convlrtiéronse en car 

nivoros y, a 1 .:i fuerza, on cazadores; que éstas circuns 

tancias les desarrolló su inleligcncia, no sól:> pcir,1 lo 

grar el sustento, sino para salvagunrdilrlo y salvnquar 

se; que tnl fue el origen del hombre y del Derecho 

también. 

Los estudiosos del Derecho, estiman que éste nnce 

y se desarrolla simult.flneamente, con ese-' ser racional; 

en aquéllo~ inicios afloró c.:omo insLinto o sentimiento 

innato de ese rudimentario ind.i vi duo de repeler agre 

siones provenientes de sus conqóncrcs, o bien, Londien 

les a impedir de éstos, ataques a olcmcntalcs biones 
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de lo vida. 

Cuando la losi6n se produjo, no obstante ese pre 

ven lr, nació la querro.; la acción de contestar el atd 

que, Y cuando hubiese sido factible reconqu.istar Jo per 

dido como dijera Carnolutti: 11 Solament:.c par-a combatir 

la qucrra el Derecho se forma. Si su blasón necesita 

se de una leyenda, ésta podria rezar: guerra a l n gue 

l ra .. El prlmtldo histórico es nnLurulmento el refle 

jo dol primado lbqico.• (4) 

En C!S08 principios, pues, del Oc:recho, o ~u sen 

tjr nada habla que se pareciese nl moderno concepto de 

la acción. Los hombres se las arreglaban seqún su fuer 

za para agredir. repeler o vengar Ja afrenta en forma 

directa y en lo personal. Esas reclamaciones del ofen 

dido al aqresor variaron sus formas, según ln nat.urale 

za del requerimiento o intensidad de la lesión sufrlda. 

l\ medida que las cosl.umbrcs evolucionaron, desurro 

llúronse también dichas formas de pretender y solucio 

nar lo~ conflictos. Seguramente un aquél las épocas en 

que surgieron los primeros núcleos humano8 lu protección 

(4) Cf\RNT~;LUTTI.. Francesco. Cuestiones sobre e 1 Proce$o 
Penal. Edit.orinl Ejea. pilq llfl. 
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del derecho no dejó de sor mera actlvldud individual o 

privada, ch la que, lógicamente. ln fuerza constituia 

su prlncipnl y único fun<lamonto. 

como so ve claramente, la solución a los primeros 

conflictos, era olrugada n los dircctamento involucra 

dos en los mismos, val16ndose los afectados del siste 

ma hoy conocido como aulodcfensa, y más tarde por el 

r1utoc:omposici6n; asi pues, el hombre evolucionó no so 

Jo fisicn y monl.almenLc, sino, Lambién en torno a sus 

costumbres; igual su consolidó la familia y asi en lo 

quo a resolver conflictos se refiero, ya no sólo intcr 

veninn sus protnqonistas, sirio también la familia de és 

tos. Con esto se propició, más adelante una solución 

má8 pacifica de Las pendencias, rencl 1 las o pleitos, me 

d1unte la conciliación. 

l\ estas alturas, ln unión de los humilnos iba más 

allá de las simples familias; formát·onse Los primeros 

grupos s0cialcs, logrando que ese jucqo de conflictos y 

sus soluciones. se modificaran y al repetirse con mó..s 

o con me-mas frccucnci;:1, hicieron que ¿1pnrecicran y se 

rcspctan.Jn verdaderas reglas de conducta. 

A medida que las costumbres evolucionaron, fue me 

nestur un cambio en las formas de pretender y solucio 
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nar los conflictos. Es asi como nace la figUru-de la 

venganza privada, como etapa evolutiva de la acción y 

preLensión de un derecho. 

La Venganza Privada. 

Esta primera mnni festación fue la de defender 1 o que 

instintivamente considerabél el individuo como propio. l.n 

segunda. etapa evolutiva consisLiú en qun, ht1bi6ndose 

producido la lesión, uf.taró en P-sos hombres un senti 

miento especial, consistente en lüvar la afrenta sufri 

da, o bien, si era posible recuperar lo perdido. 

Nació así la venganza, institnto en que no solo 

se quedó con el particular ofendido, sino que tambión 

pasó a sus familiares y después al grupo. Al interve 

nir la familia, tal sentir se hizo colectivo, cmcrgien 

do la llamada "venganza de sangre", que amalgama el 

carácter de deber y de derecho por el quo intervienen 

los miembros del clan ofendido para castigar al trans 

gresor. 

Así se dá inicio a la supuc8ta impartición de jus 

ticia en los tiempos primitivos. 
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- El Tabú. 

La rel8ción que existe entre lo penado y lo prohJ 

bido ho llevado a anulizar la naturaleza de las prohibi 

cienos mantenidas en los pueblos primitivos,. las que re 

ciben el nombre de 'fnbú, y se sustentan en principios magi 

cos. 

Como lo senala el macstero Carlos Fontan Unlestra : 

nExiston vestiglos del sistema practicado por el hombre an 

tiguo, no sólo en el aspecto mat.erin 1 o LondlenLe a ln ob 

tención de satisfactores que le permitieran subsistir .. si 

no,. en todo aquéllo que le produjera bienestar o lo evita 

ra algún peligro como lo ora el tratar de frcnür o contra 

lar las actividades delictivas de sus congéneres; dndo el 

carácter religioso que imprimian en esa 6poca .:i la casi t.o 

talidad de sus actividades. ast. como la explicación de to 

dos los fenómenos naturales, se ingeniaron para establecer 

ciertos prohibiciones o tabús a la comunidad de cometor ac 

tos considerados como da!linos o peligrosos a ellos." ' ) 

La penalidad por la desobediencia de los mandatos. 

es el retiro del poder prot.cctor de la divinidnd, para 

(5) FONTAN, Bulest;ra Carlos. Tratados de Derecho Penal. 
Editorial Buenos Aires. Tomo I. pñg. 93. 
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ccrdotes. De tal 
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eJercldo por lo~ 

manera el Tabú se 

reyes, jefes y sa 

traduco, fundamen 

talmente, en una serio do prohibic::ionos o restriccio 

nes. 

- lll Talión. 

Las ideas del 'l'nbú en sus prácticas resultaron insu 

flc1cntcs parn frenar ln actividad delictiva o antiso 

cial de los hombres; denota sólo uno de los tantos es 

fuerzas que piJri1 trntar de evl tnrln se han real iza 

do. 

La descrita venganza que imperaba, más que aliviar 

el problema lo empeoraba. El dilema consistla, en que 

como quiera que on esos casos y desorden social que lm 

pernba la única formil de justicia encontrábase represen 

ta da por la fuerza, succd ia que en muchas ocas iones la 

supuesta "justicia" de propia muno cobrnda resultaba 

más injusta que la faltd, al imponers!? unn ronccló ma 

yor d l.:i causa. 

Nuevamentu trat.nn de ingen iurso n modo de ovi lar 

t.nles perjuicios dando origen n lo llamada Ley dcJ 'fa 
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lión, acerca de la cual asevera nl maqno jurista Luis 

Jimóncz de ' Ascúa: "La Ley del Talión no es otra cosa 

que las de inflingir al infractor un castigo igual a la 

falta cometida; en esencia, ello pretendla regular los 

alcances de la venganza que no debian ir más allá de la 

lesión inferida por el transgresor; de tal figura se de 

rivan reglas conocidas como "ojo por ojo, diente por 

diente"; lo qua naturalmente registró un progreso pal 

pabl(~ respecto de las épocas que le procedieron, revc 

landa un sentido de proporcionalidad del castiqo, limi 

tanda sus efectos y extensión a la venganza que debl<i 

llegar, Lan sólo hasta el dano originado. (6) 

De lo anterior se deduce que de esa etapa primiti 

va son escasos los vestigios que se pudieran calificar 

de procesales, si bien es cierto que existian algunas 

formas desde el momento en que aparecieron algunas ro. 

glas para la aplicación de lo que pudiera considerarso 

como antecedente de las normas sus~nntivas, también lo 

es que éstas se hicieron efectivas como fruto del Lns 

(6¡ .JIMENEZ Dll, Ascúa Luis. Tratado de Derecho Penal 
Editorial Porrúa. Tomo l. pág. 241. 
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tinto de defensa, más por la idea de venganza, que de 

justicia. de manera directa y sin juicio que mediara. 

Ld innovación de que un tercero se interpusiera pa 

ra la desición del conflicto cnLre los sujetos en disputa 

signlflcó el primer dVnnce calificado denotablc en el 

Derecho Procesal. 

De aqui en 

potestad pasó al 

ndelante, 

principe 

dol jefe de 

y al scnor 

la tribu, esa 

feudal, quienes 

llegaron a considerarla como una calidad o atributo en 

sus personas; en ese sentido algunas veces llegaron il 

delegarla en algunos de sus súbditos, quienes lmpartian 

just1cia a nombre del rey o del sef'\or feudal. 

La qénesis del Derecho y su ejercicio por la auto 

ridad nos llevil a considerar el moderno Estado, donde 

ciertamente sus manifestaciones son más claras desde al 

momento en que prohibiéndose, con ciertas cKccpcioncs, 

la aulocomposición se hicieron obligatorias al proceso 

como medio de actuación de esa parte de sisLema. 

De lo mismo se desprende que paralelamente a los 

conceptos que se fuero.n acui\ando.. se hizo ncccsar i o 

crear otros que se refirieran, ya no al problema o si 

tuación de hecho que prctendion n~qular. sino, a Jas 
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formns de componerlos. c'l la manera do cómo se deberla 

ejercitar 'nnt.c lu autoridad ._'Htcnrqada de la pública 

t·unción de administrñr just.icia. 

Por lo que de los i.ndlcios del insipiente Estado 

y do rcafirmnr ésta autoridad, la realización y dofen 

su de los lnt.crescs. pr-imcro privados y después colee 

tivos, pasó a ser func16n pública, rcst.ringióndose al 

máximo, pnra lo mismo el uso de Ja autodefensa o aut.o 

composición. Como lo scnaln J iméncz de /\scúc.1.: "De c•s 

ta ina.neru el Ocrec.:ho do norma emplr ica o costumbre, 

se trans f armó en norma l cqa 1, l i mi Lándosc la ac L i vi dnd 

del gobernado, en lo que a hacer justicia s<: rcferia, 

monopolizando el gobierno social la administración de 

su ejercicio. El Estado para el lo t.uvo que crear l'?l 

instrumento normat.ivo id6neo de quo los individuoH sir 

vieran pura hacer valer sus derechos nt.rilvós de un sis 

t.cma de debate previamente establecido, con idénticas 

posibilidades 

tos, y a lo 

de defensa y 

que se llamó 

('/) Op. cit.., p. ~4'1. 

prueba parn los cont.cndion 

proceso. 10 
( ·¡) 
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fué ~ dot8.do ,:· · du_0_un derü 
... 

cho o d.lcho 

Estado y pé-dir.~ sU:·:1~t;_;-~~~;~~j¡·~-¡i >. ~Ur0a-'.-·1'.a~,:- ;,·aLfst'úCCI6n-de 

la prelensi-6n. 

De lo que antecede se puede- cOnclufr que tales me 

d idas do eVll \ ,1c i 6r1 y deHnrro l \o t<.Jmadas por el hombre 

pan1 Lr~Lar de ~utls facc-r ~us nccosidades do cnsl.igo, 

se Cl1nvicLicron. al pa~-;o dt:l t.1c111po <'m normat-> jurldí 

c:as. 

- Oorocho Romano. 

"~n el proceso penal rotnnno, el C:stado podrio pro 

sent.drsc c:n dos ac\:.i Ludes: como úrbi tro cnt..re los l iti 

gautl:S pl· 1v~1dos o como ti lular de la pot.ost.ad de casti 

gar un interés social." (13) 

1\ estos dos modos do int..crvenc16n. correspundian 

dos formas prinuipales y caracteristiccts del proceso pe 

nal públ ic:o. 

En el proceso uen.al pr i Vüdo. el 6rrtano del Esta 

oo, (en ese Li cmpo 1 lamado juez mag is Lrndo o pop u 

(8) MAN~l\NL Vinccn~:;o. Tral:.udu de üorcL'ho l'nJ<.:l.?Snl Pr. 
nnl. Tomo 1. EdlLor·ial ¡-.;jea., pñq. 3. 
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lar); se pon1a como árbitro entre lJs partes canten 

dientes y· juzgaba atendiéndose a lo expuesto por las 

partes involucradas y conocia de los delitos privados, 

que eran los que afectaban intereses particulares. 

81 proceso penal privado, pronLo fue abandonado 

por no poder adaptarse ;1 la naturaleza de los princi 

pios del Derecho que tenia como fin la tutelit do los 

intereses colecLivos. 

En el proceso penal público romano, el órgano del 

Estado, en lugar de atenerse únicamente al resultado 

del confliclo entre las partes, hacia por si tni!;mo 

las invcst:lgaciones necesarias para los pronunciamientos 

del caso; dcb1a.. como más adecuado a 1 fin .. prevalecer 

sobre el proceso privado. 

En el proceso poncll público, no era ol particular 

ofendido quien hacia valer una pretensión jurídica, si 

no que era el Estado quien afectaba lil. propia función 

de defensa social. V su cntcnd1an como delitos públi 

cos los que causaban una perturbación o atuqucs a la 

sociedild, los cuales se cusLigaban o r.cprim1an con pe 

nas corporalc:~ 

En este orden de ideas. se pude decir que en el 
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Uurecho Romano 1'l.n acción pcnnl en un principio ern 

ejercido dir-ccLament.e por los -parllculares ofendidos, 

como consecuencia do la al'!ci6n dolosa en el. proceso 

penal privado; y on ul Derecho Procesal l'úbl ico, la 

func lón de al:usar pcrt.cnecia a las funciones procesc-i 

les concedidas al magiBtrndo, quien disponia do dmpllos 

poderes <liscrcciondlcs para su mi.nistc 

rio." vn 
1\l { inal pruvalcció «.?l proceso penal público, ol 

cual se fuo perfrn..:ci.onando a modida qutl evolucionaba 

el si.sLcmu de enjuiciamiento a fines de ln República 

Ronmana. 

- lle rucho Cermano. 

Durante esta ct<ipa un mismo Lipo de proceso si.r 

ve entre los qormanos para asuntos e iv i les y penales; 

el derecho de acción corresponde a los particulares, 

quienes ln cjerc i tan con obj~t.o de obtcnor el paqo de 

(9) PF.'fl'L Euqcnc. TraLado Elemental de Derecho H.omn 
no. l•:dltorial pág. 454. 
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una sanción pocuniuria del culpable, cvil.ar 18. reac 

ción del lesionado del lesionado o de·su -tribu. 

''Desdo ol punto do vista jurisdiccional en esto· 

sistema se diferenciaban tres elementos,. primero. La 

asamblcu de los hombres 1 ibt'es, titular do la jurisdic 

ción; ol l lnmudo juez (jefe, rey o representante, con 

do segun los pueblos y la época), que era por decir 

lo <IS1 el director de los debates y los encargados de 

formular la propuesLa del fallo por un juo?. pcrmanon 

te." ( lOJ 

El proceso era público. se iniciaba mediante la 

ci t..aclón del demandado por el demandante, y una vez 

constituido el Tribunal, el autor formulaba su dcman 

da e invi t;aba al demandado a que la contestase, si 

el demandado se allanaba, rcca1a cnscgui<lu una cando 

na; en cuso contrario la senLcncia condcnabn o absol 

via y de ella se dcsprendia quien dcbia probar~ y se 

proccdia a la prueba que se refería al derecho do la 

( 10) llLCl\J,1\-Z/\MORI\, Nic<:to y l.E\IJ.(NE, Ricardo. Derecho 
J>roccs.il t•ena1. EdiLorial G.K. Buenos /\iros. p{\q. 62 
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parto afectada de acreditar su posición. 

Entrt~ l~s germanos no existia una jcrarqula de 

Tribunales que JJtJrmi t..losc; el funcionamiento de una via 

impugnativa o de ltccurso,. sin embargo antes de que re 

cayese :::ontcncia, es decir, de que se pronunc1. so 

brc a! proyecto o propuesto por la a.utoridad,. ósta 

podta ser impuqnadu por cunlquicrd de las partes, me 

diante demanda contra quien la propuso y acerca de olla 

se decidiera un duelo hastil llcqar a la cJccución de 

la sentenciil. 

Talus son los caracteres mñs sobresalientes del pro 

ceso penal germano, que a través del tiempo, nl far 

talccersc el poder real, fue evolucionando hacia un 

sistema de enjuiciamiento, en el que la autoridad ju 

dicial dispone de mayores poderes en las distintas fa 

ses . y n ld vez se esboza una Jerarquia de Tribuna 

les. se rcqlamcnta Ja prueba y se instaura un procc 

dimicnto judicial para la ejecución. 

El dcsarrol Lo del proceso penal. durante Ja edad 

media se efectúa con base en las normas de enjuicia 

miento lcqo.1 y consuetudinario de romanos y germanos. 
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- AnLocedcntcs en México. 

Antes de su indcpendencio, en México el proceso 

p~na~ era regido por el slstema inquisitorio, es decir 

ln acusación (acción); podia ser escrita o verbal, 

oficial o privada, y óst.1 última ya sea firmada o en 

forma anónima. Dustácase el hecho de qun el acusndor 

no <!SLabu obl iqndo a probar ni a proseguir con la .:icu 

sneión en el proceso, su actuación no orn tomada ni 

siquiera a titulo do tcst:iqo, sino que ora examinado 

como mero informador de la causa; lns siete purt.idas 

estructuraban tnl tipo de enjuiciamiento. cuyas dispo 

siclones se encontraban confundidas las de carácter ecle 

siiístico, profano y real. 

Los jueces penales estaban investidos por la Ley, 

de un poder omnímodo que les permi tia instruir causas 

de oficio uún sin declaración, c:::¡Lu siLuación se pro 

longa incluso despuós de lil Independencia. Toda esta 

actuación estaba supeditada a las leyes ospanolos,. las 

cuulos no se ajustaban ni respondliln a las necesidades 

de vida que prevalecían en México. 

Fue usi como tratando de adoptar y evolucionar 
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en una Codificnción nplicoblo que impulsaru el proco 

so pond L mcx i<.:ano,. nún sobresn 11 an penas bárbaras y 

principios rctróqrndos, por lo que tuvo quo pasar tlcm 

po para llegar a una modalidad de enjuiciamiento en 

eJ cual so dolcctarn progreso en oste ámbito. 

Ji'ue h<Jst.a f!l m'\o de 1869, que por primera vt::z se 

meneiunó al Ministerio Público; üSi mismo hnstn ul ano 

de 1880, en el qut-~ se promu J gn el Cód j qo de Procod i 

mtcntos Pcnc"'lles, mismo que ndoµtn el sist.ema mixto do 

f-mJuiciamicnto francós, scqún el cual. si biun el Jue;,i;; 

e·rn considurado eomo miembro dl! Lil pol lela judicial, 

lo os también que la institucJón del Ministerio Públi 

co fue fortalecida atribuy6ndolo facul tadcs de ncusa 

dar·. en los Jt1icios ponnles. 

Estn función de lu Representación Sociül, so de 

l lne6 en formo mñ.s preciso. con ln promulyilción del 

Código de 1694. A la Policla Judiciul 

como f..icultnd, lu investigación de los 

se le dctE:rmina 

delitos y pro 

curar pruobas, ratificándose al Ministerio Público Lu 

nct.ividad de pcrscgufr y ucusnr nntc los Tribunales n 

Los presuntos rcsµonsablos de los delitos. 

A part.ir de esa épocu, se ha seguido encomendcldo 
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al Ministerio Público ol ejercitar la ncción penal. 

Es nsl como el derecho de castigar fue despla41;a 

do qru.dualmcnte. dol individuo a la comunidad. Como 

se observa en esas etapas do evolución social suporio 

res. es el Estado quien absorbe el dorecho de cast.i 

gar, en la mayoría de los casos por un órgano del pro 

pio Esntdo. quien está facultado par u ! levar la ncu 

sación 

bles 

dido, 

nnt.c los Tribunales, a los 

de los delitos, y un ulros. 

o bien cualquier ciudndano, 

presuntos responsa 

üS el propio ofen 

dependiendo esto, de 

la legislación correspondiente; uhora bien ln fnculLad, 

atribución o poder que concede la ley a cualquiera de 

los sujetos antes mencionados para poner en movimien 

Lo los órganos jurisdiccionales, es a lo que so ha de 

nominado "acción penal". 

1.3. FUNClON PERSECUTORIA. 

La institución del Ministerio Público, como figu 

ra jurídica con personalidad propia, nl que se nnco 

mienda el ejercicio do la acción penal y que nbre l,'JS 
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puertas i1 la jurisdicclón, tlenc el deber do r-ual izar 

una serle' de actlvidades investigatorius. dirigidos n 

jusLificar el correcto de la acción penal. 

Para poder J.dentrilrnos al estudio de la función 

persecutorio, hemos de seguir un urden de ideas, as.i 

como un r.-1zonamiento lógico, por lo q·:o es de qran re 

levanc:iil hm.::cr notnr que al promulqarst! la Constit.u 

ción General úc lil República el ~de febrero de 1917, 

se modificó en su eso ne la el procedimiento pena L to 

da vez que se dcjd claramente establecido el monopo 

Jiu del Ministerio Púb 1 leo, esto es, queda plcnamcmt.e 

plasmado en el articulo 21 de la Constitución Fedcr<ll,. 

que a lt.1 lctrn dice: "r.a persecución de los delitos 

incumbe al Ministerio Público y a la PolicL:J JudiciuL 

la cual estará bajo lfl autoridad y mando inmediato de 

aqtJél .. (11) 

Canee ido el poder por el cual el r..:stado perse 

quirá a los que con sus actos y omisiones alteren ol 

( 11) Universidad Nacional Autónoma de México. l!onst1 tu 
ción Pol iticñ do los Estados Unido::.: Mexicanos. 
pág. 51. 
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orden soc1~}, so jdcntifica nl 6rgario dE:l rise poder que 

:>o oncarqará dO ojercer dicha mt'sJÓn Y que es el Mi 

nis ter lo- Público con ol auxi 1 io de lo Pol icia Judi 

cial. 

Alqunos aut..ores, hacen una división on cuanto a 

las atribuciones conccdidus por el articulo /.1 de la 

Constitución General do la República ill Ministerio Pú 

blico refiriéndose n dos momentos procedimentales; el 

preprocesa 1 y el procesal. 

"l!:l periodo pr·eprocesal, abarca precisamente la 

avcriquución previa, constituida por ln nctividnd invos 

tiqadora del Ministerio Público, lerttlicndo a decidir 

sobre el ejercicio o abstención de la acción penal; 

función invesLigadora que se inicia a partir del mo 

mento en que el Minislerio Público Llene conocimiento 

de un hecho posiblenmnte del ictuoso y el cunl se en 

conLraril auxiliado por la policio judiciAI, debe nl Mi 

nisLerio Plibl ico iniciar su función invesLigadora par 

tiendo de un hecho que !"azonablcmento puede prosumi r 

se del ict.ivo ;-i travós de una dcnun<.:ia, una acusación 

o una querellil sustentando la avnri<Juución previa en 
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una sólida base Júridlca." 

Se en.tiende asl a la función persccutoriu, como la 

realización de todas lns diligencias que tienden a La 

proparacl6n del ejercicio de la deción penal y su de 

snrrollo en el proceso, y como anota el macsLro RIVERA 

SLLVI\. "la func lón persecutoria, entraf"la unn i1Ut6ntica 

lubor de avcritJuación. de búsqueda constunLe de las 

pruübas que ucrcdiLen la cxist.encin do los elementos 

mutorialcs del del lt.o y la rcsponsabi 1 idad de quienes 

en ellos participan." (12) 

Es entonces necesario que ln conducta del lndivl 

duo se m..tnifiest.e y adopte diferentes caractcristicas 

que transgredan las normas jurldicas y reúnan los ca 

lificativos neccsnrios para la int.oqraci6ri del delito, 

Y de tul manera provoque el int.orés del Derecho Pennl: 

dicha conducta va il ser valon1du rle acuerdo eon l;is 

reglos cstablecida8 por el siBtema de enjuici.amlcnlo; 

de t..al manera se establece ln relación <mtrc el derc 

(12) HlVEHA, Silva Manuel. 1':1 ProcedimienLo Penol. Bdi 
torial l'orrúa. Edición 1988. páq. 42. 
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cho dul F:stndo_ para La persecución ponnl vinculada al 

individuo .. ,' uucor de dicha conducta. 

;L~os_-~:Pr'_in~ipios, que rigen ln acLividad investiga 

dora· son: 

a) Principio de Iniciación de la invcstiqac;ión. 

Pnra Uur comienzo .:s dicha función, se nt?ccsi t.a la 

reunión de requisitos fijudos por lil ley, ol conoci 

miento de la autoridild inVf:stiqadora do un hecho dctcr 

minado quo rcviHL.1 las c;1racterisLicas del delito, me 

diant.c denuncia, ;1cusación o qucr·clla, Lus cunles de 

ben cslilr .1poyadns en dccl.1ración de pcrsonn digna de 

fé, toda vez que no se deja la iniciativa nl orga 

nc1 investigador. 

b) Principio de Of ic i ocldad. 

Para ln búsqueda de pruebas, hecha por el órqano 

encnrqado do la invcsliqación. no se ncccsitn la so 

licitud de parle. inclusive en los delitos que se por 

siguen por qucrcl la necesaria. Inicladu la investigo. 

ción1 el órqano persecutorio. oficiosamanto 1 leva n ca 

bo 1.1 búsqueda de Lodos 1 os da Los o el emnn Los de prue 
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ba para constituir Lá fnse indn.q·atorln. 

C) 

investigador de 

oficio practica su avcriguaclón, t..c1mbién lo es .que no 

quecia u su arbit;rio Ja forma de llevar a cnbo la 

mJsma avori<JUación, In cuAl deber[1 estar sujeta a la 

forma y términos establecidos por la ley. 

IJn lu funf!ión pursccut.oriü., se puede prcdicnr la 

calidad de pública., en vir·tud de que todas sus ne 

Lividadcs se orientan a la satisfacción de una nm;osi 

dad de carl1ctcr social. 

Es as1 eomo se ent.iende il la función perseculo 

ria, y siquicndo el cr i torio de MllNUI'L RIVER/\ SILV/\. 

se apunta que ln ncLividad persecutoria: "Es la acli 

vidad dcsarrollndti por el Ministerio PúblJco, en 1nvcs 

tiqnr los del i los. buscando y reuniendo los clcmcn 

Los noccsurios y ho1cQr las tJcst.iones pnrtincntcs, pn 

ra procurnr que i1 los .1ut.orns se l<?S ;1pl iquor1 l.is 
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consecuencidS establecidas por la ley; una vez ncredi 

tada ln r.esponsaUilidad punaJ de los inculpados, so 

licitar la apl icacltln do las penas correspondientes." ( 13) 

El Estado .mo reprEc!sentante de ta sociedad or 

gunizoda, vela por la nrmonla sociaL y al Ministe 

rio Público se le concede esa autoridad,. et efecto de 

repri.mlr todo lo que intento alentar dicha armonlil. 

El Estado tiene en abstracto lü función perse 

cutoria, la cual es permanente e indccl inablo, y por 

onde en ningún momento puede extinguirse; cu<:Jndo so 

mat.eriali:.-;a la comisión dn un del ilo, ni derecho abs 

trncto del l:!:stado se concreta, surqicndo la obliga 

ción de actuar o lo que es lo mismo aparece la ne 

ción penal, constituida asi, por cJ derecho concreto 

de acudir al órgilllO jurisdiccional para quo apl iquo 

la ley, para 1 o c.uo.l el órgano cncif,rgado del dere 

cho persecutorio es necesario que se ccrsiore de la 

existencia del delito y de los dutoros del mismo, a 

(13¡ Op. cit., p. 41. 
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través de una investigación que jus~ifique el ejer 

(!icio de la acción penal (la r.onsignación) y poder 

cst.ar en 

dir la 

Las 

apt..itud de 

..lplicac.:ión de 

diligencias 

excitar a 

la ley. 

practicadas 

los tribunales y pe 

por el Ministcrlo Pú 

cm este pertodo 

las diliqencins 

da vez que el 

t..ienc 

que se 

tiLular 

la misma fucza 

practiquen ante 

de in. acción, 

probntoria que 

el Juez, to 

debe obrar siem 

pre de buena fó. 

1.4. PIUNC!l'IOS QUE RIGEN EL JERClCIO DE LA 

ACCION l'llNAL. 

La acción penal posee perfiles 

nidos. 

propfos y defi 

Tiene su origen en el delito mismo, 

que se sostenqn que no nocc dul delito, 

<l pesar de 

sino de la 

sospecha; lo fundamcntul Pil!'il su ejercicio es examinar 

si el hecho que se supone ocurrido, contiene los ca 

racteres de Lipicidad .. Es, en efecto, la noción pe 

nal un poder deber do obrar, sustancinlmcntc distinto 
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del derecho subjetivo de castigar y que no siempre 

tiende a la imposición de una pena. 

Sl la acción penal no es un derecho y su ejer 

ciclo constituye un deber para los órganos del Esta 

do, cunndo se cncuuntran satis.fochas los roquisitos 

Lcgnlos paro que sea promovida, luego entonces, es ne 

cc:.:;nrlo realizilr un estudio de cuáles son sus princi 

pi os. 

a) Primer principio. La acción penal es pública. 

t~a acción 

aplicación de 

se la itnputa. 

ponal os pública, 

La ley penal frente 

porque persigue la 

al sujcLo a quien 

Cunndo se dice que ln acción pcnnl es pública, 

significa que sirve para la realización de una exigen 

~in que es, en otros términos, el poder punitivo del 

Estado, pero esto no quiere decir quo la acción pe 

nal sea exclusivam::ntc la única acción penol. Es de 

tomarse en cuent.a la intervención que tiene el ór 

gano encargado de su ojercic io, en lo que se ref ie 



(30) 

re a los j ntcreses de los menores incapacitados. F.s 

persique y porque no nsta pública 

rcqida 

por el fin 

por criterios 

que 

de> conveniencias o de disposición, 

ni aún siquJcra en los delitos que se persiguen por 

qucrt.:lla dn parte, en que se concede.: directament.o al 

ofendido por el delito,. un margen de disposición, sin 

que con ol lu modifique el contcrddo de Ja acción que 

sólo qucdu condicionada il un requisito de procedibi 

lidad, y, il que dolitos de ósta lndolc se ponga tér 

mino nl ejercicio de la itcción y se extinga por per 

dón del ofendido y sean satisfechas las condiciones 

que la ley exige. 

La acción en gencr:-al, es pública on sl misma, 

ya que tiende a sal i.sfncer un Interés colcc~ivo por 

pertenecer no sólo al individuo, sino il ln entera 

socied~1d; 

ción de 

porque encierr·a ta nat.ural y justn rcac 

defensa d<~ l derecho de todos los gobernados 

porque su ontología y Lecnologfa tambt6n son públi 

cas, y además porque lo en! i ficada de penal cstn por 

encima de los inloroscs privados. 
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b) Segundo;.principio. L<.L acción penal únicn., 

Otra ct1racterlHtica de la acción penal la cmcon 

trnmos en el elemento único, el cual consiste en que 

dicha figur·a envuelve en su conjunto a los delitos 

que se hubiesen comeLido. 

No se puede nceptilr la idea do sostener qun oxis 

ta unn acción por homicidio, otra por estupro, otra 

por fraude, cte.. si no sólo una acción penal para 

todos los do l i t.os come l. l dus. 

Como asevera l)U!LLE:RMO COL.IN 81\NCllE~: "No hny una 

acción especial P•H"a Cdda delito, so ut.ilizan por igual 

parn toda conducta t.ipica de quo se trate, pues su 

fin y estructura son siempre los mi!..;mos. y no se ju5 

tlfjcarid que se le imprimieran diforontcs modal idn 

des, como las que se est.tblccl~n en relación con los 

delitos." (14) 

La acción penal se cxt iendo a todos los do l i tos 

(14) COLIN. ::iúncho:l Guillermo. Derecho Mcxica110 de Pro 
codimicntos P<müles. Editorlnl Porrúo. Edición 
\•)86. pág. 240. 
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que ha cometido una ·persona. Y, que no h~n sido ju:1. 

gados. 

e) Tercer principio. La acción penal es indlvls!b!c. 

Lo anterior signlflca que ln acción penal compren 

de a todas las pet"'sonas que han participado en la ca 

ml~i.ón del delito. Esta concepción se funda en un prin 

cipio dB ut.illdnO práctica, con el objetivo de evitar 

que los sujetos que hubiesen participado en ln comi 

sibn del 1 l iciLo su sustraigan i1 su represión. 

La indivisibilidad de la acción penal se destaca 

con caracteres definidos en nuestro Derecho; ello pue 

de ejemplificarse en los delitos persequibio::; por que 

rel la ncc..::csar ia, como el adulterio y en algunos de 

lit.os pat.rimonialr.s ejecutados por ciertos parientes; 

si el ofnnt.lido solo formula qucrel la nn contra de al 

guno de 1 os adúlteros, se procederá en contra de to 

dos los que hubiesen participado en la consumación 

del delito o hubiese· prestado AUX.il lo o cooporación 

de cualquier especie por concierto previo C.l post.criar. 
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El perdón del ofendido 

roquisi tos de ley, surtir[t 

que se 

el efecto 

produ:t.ca 

de que 

con 

se 

los 

ex 

tinga la acción penal para todos los responsables a 

pesar de que el ofendido sólo otorquc el perdón a uno 

de los participes. 

De esta manera queda plenamunlc plasmudn que la 

acción penal es Indivisible, toda vez que alcanza a 

todos los individuos que han parLicipado en la con 

ducta delictiva. 

d) Cuarto principio. La acción penal es intrascendente. 

Este principio significa, que la acción penal os 

ta limitada a la persona responsable del i l ici t:o y 

que no debe alcanzar a su parientes o allegados. Se 

dirige a la persona fisica a quien se le imputa el 

deli lo. 

Al efecto, el maestro FERNANDO ARILLA BAS, aslen 

ta: "Es intrascendente en acatamiento al dogma de la 

personalidad de las penas, consagrada <!n ol articulo 

22 de la Constitución Pólitica de los Estados Unidos 
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Mexicanos.. esta normil senalada con mucha clnridad que 

no pueden imponer·se a los individuos penas de cilró.cter 

infnmc.. prohibe lns penas trascendentales .. - se -1-imú;~ a 

los rosponsnbles de Jos delitos." ( 15) 

o) Quinto principio. La acción penal es irrevocable. 

De este principio puede entenderse .. como lo expone 

JOSE l'R/\NCO VIL!,/\, "Que una vo:.-: que interviene lil juris 

dicción al órgn:no que la ejcrci ta no cstn facultado pa 

ra desistirse de ella, como st fuera un derecho propio; 

iniciado el proceso no puede esperarse otra solución que 

la sent.:cncia. Si quien njcrci ta la ilCCión Penal cstu 

viese facultado para desistirse.. cquivaldria n convcr 

tirsc en árbitro del proceso." (16) 

l.!:1 principio es aceptable en los delitos que se 

requiere la querella, en que se deja en manos del ofen 

dido la persu9ulbil!dad. 

(15) ARILL/\, Das Fernando. El Procedimiento Pcnill en Mé 
xico. Edit.orial Kratos. Edición 1988. p;1g. 21. 

(16) FRANCO. Vil In José. El Ministerio Público l'cderal. 
Edición 1985. pág. 97. 
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l.a irrevocabilidad debe entenderse on el sentido 

de que deducida la acción penal ante el órgano Juris 

dicOlonal no se puede poner fin de una manera Hrhltri1 

ria; poro sl debe y cabe scnalar au,.. el desistimiento 

do lu acción penal por Pilrte del Minister·io Público y 

como ejemplo se moncionun las L'Onclusionos inacusatorias 

formuladas JJOI" dicho órgano al concluir la instrucción 

del proceso, no dcbn enteru.1ersc como tal, Lada voz quo 

si ol MinisLcr10 Público no presentu conclusiones acusa 

torias al tócrmino de In instrucción. J(, es porque las 

pruebas obtenidas no han sido suficientes para poder sos 

tener categóricamente que una persono determinada es res 

ponsuble del doli to; lo ilnterlor nos dfi a entender que 

t.ratándose tant.o de la quorcJla cuma las ccmclusioncs do 

no acusación, no es la voluntad deJ Ministerio Público 

lo quo prevalece, .sJno de lcl fuerza. imperativa de la Jcy 

f) Sexto prlncipjo. La acción pon,al e~ oficial. 

En México el ejercicio de la acción penal, se ri 

l)O por el principio oficial, como representante de la 

sociedad lndcpcndicnLemcntc a los interese~ particulares, 
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Procederá a la oxcitaci6n del 6rqano Jurisdiccional 

una vez que "so encucntr·en satisft:chos los presupuestos 

generales que establece la ley para ello. 

g) Sépt.imo principio. La acción penal es disposit.lva. 

Este principio afirma que la acción penal debo es 

tar sujeta o la i nlcic:st i va du un particular, y como lo 

senala St:::RGlO Gl\RCII\ HAMlREZ: "Gonera1ment:o la parte 

opfendida inicia ln acción penal, \:.oda Ve?. que el Mi 

nis\.orio Público puedo o no c.lcrcit.ar1;,. ~in que me 

dle dcnunuia o querella poro debe r.nt-n•,derse que di 

cha institución actúa en cuanto Licno noticias de la 

comi~16n de unn conducta illci.tn y proceduifl n lu ave 

riguavión pt"evin de oficio." (l'l l 

hJ Oct.ovo prjncipio. ne loqulidad. 

Si bien se ha cnt.cndido que la acc;i6n penal cjcr 

clt.adacil.nda por el Ministerio Público lleva en sí mis 

mo el poder obligar al· órgano jurisdiccional a que se 

(l'i) GllKCll\ RAM!REZ SC:RG!O. Dcrocho l'roccsal Penal. ~:cli 
torlnl Porrún. Edición 1989. páq. 207. 
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docidR sobre unt1 situación concrct..n que se le plantea; 

ésLe poder no debe enl.undersc? como notest.ad arbitrarla 

pues la acción penal estil sujct.a a que estén sati~fe 

chos los requisitos exigidos por La ley pa:-a su ujer 

ciclo, no quedando por ende n capricho dc~l Ministorlo 

Públ leo, sino que se duberán reunir los presupuestos le 

gales para dicho fin. 

Es asl como en base il los principios anteriormente 

mencionados se rige la actuación de la acción ur.nAI en 

Mlixlco. 

1.5. ORGANOS A QUlllNES SE !.ES ENL!OM!F.Nll/\ SU !!:JEl!ClClO. 

Lns normas de la ilCclón penal son bilat€Jrales por 

que confiere derechos e impone deberes; esto os. el de 

recho corrcspond~ a lils personas ngrnviadas y el cumpli 

mlent.o del mandato qun se manifieste en la públ lea fun 

ción de administrar jusLicia invR:~iab1emcnto_ su rea li 

:¿ación corresponde al Estttdo. 

Hst.o us a.si porque el Bst.ado, s1 bien respetó, el 

derecho subJctivo de ln acción a su titular, qua lo es 

el qobcrnudo, en matcrin pendl Jl existir inconveniente 
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en el sentido, de quo si e1 eic:rcicio de la cH.::ción pe 

naJ quedara a cargo del gobernado se correrla el pnl i 

gro de que los dc.l i tos quedaran sin pcrsccuslón, ya que 

si el individuo dispusiera de esa atribución ~ su arbi 

Lrio quedarla que se castlgaru o no al transgresor por 

uquello de que el 1'ribunaJ esté imoed1do para incoar 

alqún prucoso, sin el previo ejcrcll:io de Ja acción pe 

na!, no hiJbrla 5cgurídad en la i11nticia en mat.eria oc 

nar. 

pues, si en milnos de 1 

H l !CJ bien podr i il dar 

oft:ndido estuviese el accio 

luqar a ]a autocompos1clón, 

situación ésta insostenible en c1 Derecho Penal. 

Si ocurre asL al Derecho punitivo estatal se lr. es 

tarla dando un mnLi2 privudo; vnr- tales r·a~o·ncs no se 

per·mi le el ejercicio dcd derecho sub je ti vo de la acción 

en materia penal, personolmcnt<~ por su tltulur, Jmponión 

dosoJe r.n su lugar paru ese cfncto uJ propio 1-;sLado, co 

mo obligado a Bfectuar!o medinntc un delegado u órquno 

oficial acusador que opera a mancril cic mandatttrlo de la 

sociedad por estr1r inL"Crcsadu en el respeto de. 1.uJ De 

rccho. 

La consrigrnchJn dul prtnciplo de ofi<.:ialidad del 
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eJürcicio de la acción penal,. exlge lc:.i cn.wción de un 

órqano estatal que sea el encargado de promoverlo, dire 

mas que tal órguno en MéKico es el Ministerio Público y 

que t.icnu :;u oriqen en el articulo 21 de la Const.1 tu 

clón Genorul de ln Hepúbl lea, ul dlsnt111cr que "la pcrse 

cución de los delitos incumbe al Mirnsturi.o l'úblico y a 

la Pal iclil Judicial, la cual estará bajo la autoridad 

y mando i nmed in to do üQU{~ 1. " Dt! ta 1 muncra que en di 

cho prccupto constitucional es reconocida la monopi liza 

ción cJc La acción penuJ por el F.st" . .A•lo mcdianLe su órqa 

no encurqado,. el Mini storio Públ leo, y de donde! emanan 

las facultades exclusivas que se le confieren en la per 

sccución de los delitos. 

Plenamente reconocidn la exclusividad del Ministerio 

Púldico pura el ejercicio de ld acción penuJ se contcm 

pla perfuctamcntc en las Jeycs sccunda1 Ja.s,, cslo csr que 

da debidamente establecido en el articulo 2º' del Código 

de ProcedimienLos Penales pacn el lHst..rit.o Pcdur·nl que: 

"/\l Ministerio Pübl ico corresponde el ejercicio uxclusl 
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vo de la acción penal." (18) 

l\si también~ en e 1 Código de ProccdimienLos Penal os 

para cJ Estado de México en su nrt.iculo J9, estatuye: 

"El ejercicio de la acción penal corresponde cxclu 

sivamente al Ministerio Públ leo." ( 19) 

üo t.odo est.o so concluye que la base furidica-ma 

terlal sobre l.i que descansa el ejercicio, consist.c: 

Primero.- En que haya un hecho con ln apariencia delic 

tiva, es decir. un comportdmienlo tlpico. 

Segundo. - Que oxist<1 un enlace entre ese hecho Y un in 

dividuo. esto, proba l be rcsponsab i l idnd pena 1 de un agcn 

te, bajo cualquier focma de autoría y de participación 

delictiva. 

Si ambos datos se acreditan, el Ministerio Público, 

bajo el amparo del Principio d<~ Lcgalirlnd está en candi 

cienes de ejercitar la acción penal. 

Dicho principio está susLent<tdo en t..°'l artic:·· 16 

(18) Código de Procedimientos Penales para el Distrito Fe 
deral. Editorial Porrúa. Edición 1988, pég. 8'1. 

(19) Código de Procedimientos Penales pura el Estado de 
México. EdiLorial Cajica. pág. 249. 
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de la Constitución Po 11 lica de los Estados Unidos Mexica 

nos el cu u l · rezn: . No podrá 11Lcrursc orden do 

aprehensión o detención sino por la uutoridad judicií:il 

sin que pr·ocuda denuncia, acusación u <1uorellil de un he 

cho determinado que la Je).- castigue con pena corporal y 

sin que estén apoyndas uquéllns por dt?Clén·ación, bajo 

prolcstu, de persona digna de fó o por otros dntos que 

hagan probable 1 ~i responsabi 1 id.:1d p<:nnl del incul 

pado. (20) 

El contenido de In acción penr.1L es la afirmnción 

de la existencia de un deli Lo y el rcclilmo e.Je! castigo 

para el uutor de ln conducta; esa es la pre~ensi6n juri 

dlca del Ministerio Públ feo al ejercitar la ncción pe 

nnl pues es la sustentación acusatoria. 

El ejercicio del derecho de la ncción pennl~ da ori 

qcn aJ juicio. J.<:n lu determinación del ejeroicio de la 

acción penal, se va n probar la existencia de denuncia 

o querello y a rt::lar.tonnr los elementos probatorios quo 

(201 Constl t.ución Poi! tic:<> de los Estados Unidos Mexlca 
nos. ~dil:orial ·rrillat:•. l~dición 1988. p/Jg 18. 
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ucreditan la existencin-deLº-de-lito_-y la supuesta rcspon 

sab 11 idad pena 1. 

~:l Ministerio Público ejerclta--con exclusión do cual 

quier otro órqüno o particular, sea o no ofendido por el 

del 1 to, la función pcr~ecutoria, que comprende dos fra 

ses, la investigación del delito y el ejercicio de Ja 

acción penal. 

a) La investigación del delito. 

Como ya ha quedado planteado en puntos anteriores 

en este periodo la función que d<!Scmpcna el Ministerio 

Público es el reunir mediante una búsqueda de todos los 

indicios, datos elementos suficientes que justifiquen 

la existencia de los elementos materiales del delito y 

la probable rcsponsabi lidad del individuo al cual so le 

atribuye la comisión del iJicito. Consistente en todas 

las diligencias que Liendc1n a la preparación del cjcrci 

cio ~e la acción penal. teniendo el Minlstcrio Público 

como ohjet.ivo el reunir todos los do.tos y pruebas y des 

cubrir a los partfcipus dcJ dolJto y dicha actuación en 

la promovi 1 idad do léJ acción debe estar regida por cri 
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acreditan la existencia del delito y la supuesta rospon 

sabllidad penal. 

L•:l Ministerio Púhlico--ejercita con exclusión do cual 

quier otro órguno o particular, sea o no ofendido por el 

delito, la función persecutoria, que comprendo dos fra 

ses, la investigación del delito y el ejercicio de la 

acción penal. 

a) La investigación del delito. 

Como ya ha quedado planteado en puntos anteriores 

en este periodo la función que dcscmpena el Ministerio 

Público es el reunir mediante una búsqueda do todos los 

indicios, datos elementos suficientes que 

la existencia de los elementos rnatcrialcs 

justifiquen 

del delito y 

la probable responsabilidad del individuo al cual se lo 

atribuye la comisión del ilícito. Consistente en todas 

las diligencias que tiendan a la preparación del ejercí 

cio ~e la acción penal~ teniendo el Ministerio Público 

como objetivo el reunir todos los datos y pruebas y des 

cubrir a los participef; del del ita y dicha actuación en 

la promovi 1 idad de lü acción debe ostar regida por cri 
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tcrios legales. 

l.a lnicinci6n do la invost..lgc:l.clón es~á sujeta a re 

quisitos exigidos por la ley, toda ve~ que de rcunirso 

las condiciones esenciales de ln ini«:iaci6n, el órgano 

oncaryado de la inic:laclón oficiosamente llova a cabo la 

búsqueda mencionada sujctfmdosc a los preceptos fijados 

en la ley. 

BL acto ir1vesLigatorio está constituido por el con 

junto do filcul tados legales ejercidas por el Estado u 

t.ravés de sus órganos que tienen por objeto el rápido y 

oxpcdit.o ejercicio do ld acción pcnnl. 

bJ El ejercicio dt? la acci6n penal. 

Punto Yil mencionado LcJmbt6n en rcnqlones untorior~s, 

del cunl debe dr.st.ac;ir·se el ejercicio du la ~'lcci6n PP 

nal es la actividad que rcali2a el Ministerio Público, 

u efecto de poner en movimiento ul órgano Jurisdiccional 

para quf.: t'·ste apl iquo Ja ley al caso concreto. 

Do lo anLeriur pucJu comprender::>c que <?l Mir1istorio 

l'úbl icu C:JCLUa en cuttnLo tiene no1:icin~..; de in comisión 

del acto reputado como dclictt1oso u inicia ol ojercicio 
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lile rosponsabl l ldad do un sujot.o; 

Bs mcnc:st:.er hacer so.her ~ue, 1~ irl·~_0r~pretaci6n de la· 

jurisprudencia considcrn aJ propio Ministerio Público, 

como el únicu autorizado pnra eJorcitnr lu act:ión penal, 

y la función acusatoria durunt.c ol proceso penclL de tal 

manera quo no r"ecunoce la cnlidad cJe porte, ni siquiera 

con curáctcr subsidiarJo a la victima del delito. 

Nuestro mtis nlto TribunaJ ha sostenido, en Jurispru 

dencla definida r¡uc: "Contra las determinucioncH del 

Ministerio Público cuando decide no cjcrcit.:1r· la acción 

penal, des1st.c do li.i misma, o formula conclusiones no acu 

satoriils, no puedo impugnarsu a través de Juicio de am 

paro,. en virtud de que el propio Ministerio Público so 

!o puede considerarse como <.JUtoridad en sus nctividades 

de investigación, pero so trunsforma en parle, cuilndo 

comparece en el procuso penal. J\dcm/is de aceptarse lo 

contrarjo, se otorga al po.rtlcu 1 ar ilfcctado 1 a po 

sibilid¡¡d de participar en el mon .. .!Jo de la ucción 
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1.6. PERIODOS DEL PROCEDIMIENTO PENAL. 

Toda vex que en la presente investigación se ha rea 

llzado un estudio de la acción penal, es necesario aden 

trarnos en el procedimiento renal, y para tal efecto en 

primer Lérmino debemos tratar de def lnirlo. Al rospocto 

~'ERNllNOO l\IULLA Bl\S, escribe que es: "El conjunto do ne 

tos vinculados entre sl por relaciones de causalidad 

y finalidad y reguladas por normas juridicas, ejecuta 

dos por los órganos persecutorio y Jurisdiccional en 

el ejercicio de sus rcspect.ivas atribuciones, para ac 

tunl izar sobre el autor o participe de un delito (s) 

la conminación penal establecida por la mistñn ley. (22) 

Siguiendo la doctrina de la mayoriu de los tratadis 

tas del Procedimiento Penal, éste se divide en cuatro 

(21) Suprema Corte de Justicia. Compilnción de Jurispru 
dcncla. Tomo II. póg. 039. 

(22> ARILLI\, Bas Fernando. El Procedimiento Penal en Mé 
xloo. Editarla: Kratos. México 1986, pñq. 21. 
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periodos que son: 

aJ Avcriguaclón previa. 

b) Instrucción. 

c) Juicio. 

d) Ejecución. 

d) Averiguación previa. 

El periodo de preparación del cjorcicio de la ac 

ción penal se acostumbra denominar avcriguaclón previa, 

tiene por objeto reunir los requisitos exigidos por el 

articulo 16 de la Constitución General de la República. 

Este primer pc!rlodo se inicia con la denuncia, acu 

sación o qucrcl In y termina con la consignación, es de 

cir µrincipia con el acto en que la autoridnd invest.iga 

dora tiene conocimiento de un hecho est.imado como delio 

tue>so y tcnnina con el acto ~n que solicita la interven 

ción del órgano encargado de aplicar la ley. 

Comprende tu fase _preparatoria del ejercicio de la 

acción penal donde el Ministerio Público se encarqa de 

rC?cl.bir la denuncia o querella, sobrr. hechos que ósten 

determinados en Lü ley como delitos, practica las prime 
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ras di 1 iqencit1s~ asoqura los objetos ,, lnst:rumont.os del 

deliLo. lrts huellas o vcstiqios que haya dejado su con 

sumación y buscar la posible responsabilidad penal de 

quien hubiese intervenido en su comisión. 

La averiguación previa se inieia df.! oficio, se cm 

tiende quo el Ministerio Público procodc oficialmente. 

en ro:lóri de que dicha aut.oridad está investida de dicha 

facult.ad en t.l?rminos de Jo dispUf!Sto por el articulo 21 

de la Con~titución Cenen.ti do la Hepúbl tea. 

Ld nvcriguación pr·cvia se inicia por denuncia, que 

no es ot.ru cosa que la mnnifcstación de hl!chos constitu 

ti vos de un delito formulada anLc el Ministerio Público, 

real izada por cualquier persona qUH t.enqa <:onocimicnlo 

de dichos hechos. 

/\sl tambiün la avcriquación provia puede: ser inicia 

dn por aquCI la, la cual debe entendorse como In re la 

ción do hechos posibJcmento del ictuosos real izada ante 

al Ministerio Público 

t.nntu, pero oxprcsando 

por el ofendido y/o 

ln voluntad du que .se 

su represen 

persigu. 

Este periodo, especie de instrucción ndministrati 
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va. t.icno como flnal.idad la reunión do los dut.os quu 

son neccsnrlos para que el Ministerio Público puedo cxci 

tar al 6rqnno jurisdiccional para la aplicación de la 

ley. Par;1 que esto comience es IDl:lncster que se satisfn 

gan los. llamados requisitos de proccdibil ida<l. ccmdiclo 

nes o supuestos que es preciso reunir pnra que comience 

el procedimiento; es decir que medio denunci~. acusación 

o querello. 

Su inicia pues con la denuncia. acusación o quero 

l la y culmind cou ln consignación. L:ntendiéndosu éste 

último punto como el acto por el cual el Ministerio Pú 

blico ejercita la acción penal poniendo ;,1 .disposición 

del Titular del órqnno jurisdiccionnl las diligencias de 

averiguación previa con o sin detenido un su caso. 

bJ lustruccióri. 

Esto periodo principia con el auto de rud1cación,. 

o cabeza de proceso qt.Je puede entenderse,. como ta pri 

mera actividad que cjecut~"l. el órqano Jurisdlccionul,. una 

vez que tiene conocimiento do la consignación,. un con 
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sccucnula nl roclblrso la averlquución previa, l?l Juez 

dicta.rA el uuto de rad lcación, en ol quo so resolverfi 

si n1 ejercicio de la acción penal reúne o no los requi 

si tos de proi:cdibl 1 idnd mencionados en el nrticulo 16 

d<) la Con!-il.lt.uc ión ~·cdernl. 

Si la Consiqnación se r·tmlizn con detenido, anali 

zndos los requisitos del numoral 16 Constitucional, de 

f?ncontrarsc sal.i sfcchos, decretará la dotcnción del con 

siqnadC>, en caso cont.rario ordcnarú su inmediata libar 

tad. Cabo destacar quo este auto no es apelable. 

La finalidad persuguida en c~sto periodo, os reunir 

los da tos qut:: van a serv i r de base a l proceso o sea eom 

pr·obada la comisión de un del ilo y la responsabl 1 idud 

pcniíil de un sujeto, para lo cual. se nportará al juez 

los medios de prueba necesarios para ol ost.udlo de los 

hechos y sea factible dictar ln .sentencia corresrondicn 

te~ mediante los medios probatorios que se aparten den 

tro de la i.nst.rueclón. 

liste periodo de instrucción termina con el auto que 

declara eerrilda la misma y ordena poner n la visita la 
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causa o expediento parn conclusiones. 

e) Juicio 

El Juicio constituye .la última fase del proceso y 

cump["endo actos de acusación, actos de defensa y nnlos 

de dusiclón. 

Los .:ict.os de ncusación corresponden al Minlstcrio 

Público. como titular que es du la acción ponal; a lit 

defensa inc..:umbe impugnar los tér-minos de la acusación. 

llevando al finimo del Tribunal la improcedencia en acep 

tarlos; en cuanto al Juzgador compeLc exclusivamente in 

obl lqación de juzqar. De tal manera cada una do lüs par 

tes que intervienen en el procedimiento, rEMi Lrman su po 

sic lón respecto de los hecho:-> del i cL.uosos y ln responsa 

bl l idnd penal del procesado; htlcho esto, ol juez dicta 

rfl ln resolución correspondiente. 

d) lljecución. 

l:H f;illo judicial que constituye ul fin del proce 

so dé'.t inicio a la relnc:iún jur\dica enLrc <:l l4;stado Y 

el dellncuonto; el conLcnido de ILI sentencia debe tn1 
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ducirsc en. realidad.. hnc:er afect.iva la ap1 i(~ación do ta 

ley penal .. la ojccuci6n en sus términos de la scnt;oncla 

pronunc:latla por- los 1•r,ibunales# 

Ld ejecución de los fnll.os~ rcttU1cre atender· la po 

R ib i. l idad un su aspucto qencra l do cjecutorlod.ud de las 

suntonci.:1s primero, )'' en sus modalidades de vcrll"icaci 

ón después, las cua1us ya en concroto pueden roduci.rsu con 

forme a la ley. ejemplo: Libertad prcparnloria. Suspen 

si6n o Condon.:t condicional. Conmutltción, lnduJ Lo. Hnha 

bilitación, etcétera. 

Las penas pccuniurias, multas y rcpurución de duf\o, 

originan un derecho de crédito a favor dnl Estado o ol 

ofendido, respectivamente,. el condonado se convicc-tc pues 

en doudor del beneficlario y sl no lo PllCJd voluntaria 

monte, el primero hacn efectivo su erédit.o mediante el 

ojercicio de la fncul Vid cconómica-cm1ctiva, y el segun 

do por medio de la acción ejecutiva, cuyo L.1tulo es la 

sentencia. 

En cuanto .1 lí\ ojecucllm de lns f1cna~; privat..ivas 

de ¡ Jbc1·t.nd el maestro l"l':llNl\NIJO l\RILLI\ 111\S, dttst.aca: 
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"las basos del procedimiento de ejecución de las pené\s 

privativas du l ibcrtad que, hemos dicho, son de carác 

ter administrativo, ~w establece en el arLicu lo 18 de 

ld Constit.ución l'olttlca de los Estados Unidos Mcxica 

nos que: después de la reforma dr.1 28 do diciembre de 19611, 

publicada en ul Diario Oficial del 23 de febrero de 

l965, reza: Los Gobiernos do la i''cderal!ión y de los lis 

ti'.ldCJs organizanín el sistema ·mal, en sus respectivos 

jurisdicciones, sobre la base del Lrabiljo, la capacita 

ción para el mismo y La educación c;omo medios pura l.:i 

readuptación social del delincuente. Las mujeres compug 

narán sus pernas en tuqarcs separados de los dcstinado8 

a los hombres para t.al efecto. Los r.obernadores de los 

Estados, sujol.ándose il lo que cstablezcun lns luyes lo 

cales respectivas, podrán celebrar con la Federación con 

VF-!nlos de carácter general paro que lo8 reos sonl.enc iu 

dos por delit:os do orden común extingan su condona en 

esLablecimientos del Jt:jecutivo I<'cdcrnl, en su Cü 
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SCl." (23J 

El porlodo do ejecución forrna part.e dol Dorocho 

Poni t.enciario y tiene por objeto que el órgano encarga 

do de La ejecución de las sentencias firmes y sus san 

e.iones impuestas, soilalo el tratamiento que dcbu apl icnr 

se a los reos y los lugares en que deberá cumpl lr su 

condena. L.a ejecución de lns s;incioncs corresponde nl 

Poder l~jecÚtivo. 

(7.:1) Op. cit... p. 7.0b. 
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CAPITULO 11 

l.A· AVERIGUACION PRIW!A V FUNCIONAMIENTO 

DEL MINISTERIO PUBLICO 

2.1. CONCEPTO. 

f!n razón de que hn quedado establecido que el e ioC" 

cicio de la ilCción pena 1 está cncomcnd<ldO en for·ma do 

monopolio al órguno estatul denominado MinJsterio Públi 

co en representación del i ntor6s socia 1, es nucesurio to 

ner un concepto del mismo, para poder llegar a compren 

der la magnitud de su funcionamiento dentro del Ocre 

cho Mexicano. 

Hoy por hoy, el Ministerio Público constituyo un 

instrumento de suma importancii1 dcnt.ro del procedimiento 

tanto dentro de la nveriguación previil, un la cun 1 ac 

túa como autoridad, nomo dentro de todo el proceso pe 

n;:::il. El Ministerio Público posee unil pcn>onulJdad jurl 

dica propia por lo LanLo es conveniente concebirlo como 

f{oprcscntantc del r•:st.ndo. 

El mitestro GONZALgJ'. BUSTAMAN'I'E dct ino ;1 la avcrJ gua 



ci6n previa, como: "L.a fase prcpt·occsal, y quu tiene por 

objeto invust.igar el delito y rccoqer las pruebas indis 

pensables para que el Mlnlstorlo Públic:o sr. encuentre 

en condiciones de resolver :,;i ejercita o no la acción 

penal en el caso concret..o." {24) 

La averiqu:ici6n previa como fase del proccdJmiento 

penal pucuo definirse: "Et.apu procedimental, duronLe la 

cudl el órqdno invcsLiqador rcali~o t.odas J.quéllns di l i 

qencias nt!ccsarias para comprobar en su caso, el cuerpo 

del delito y la probable responsabilidad penal y opt..ar 

por el ejercicio o abstención de lu ncción penal." (25) 

Por su parte JOSF. FHANCO ViLLA, con respecto a lu 

averiguación previa, nos dice: "Rs La primera ctupd del 

Jirocedimicnto penal, dt=sarrullndil (Jor el Minist.cr·10 Públi 

co durante la cual practica las diligencias leqalmentn 

necesarias.. para comprobar la existencia de los dt•l i tos 

(?.4) GONZALEZ .. Bustamante Juan. i'rinr.iplos de lJerccho Pro 
casal Penal Mexicano. Ed. Porrún. Ml"'xico 1983. pc'iq.23 

(2~) 08NORIO V NlETO, C6sar August.o. La Averiguación Pre 
vla. l!:ditorinl Porrún. México 1989., p{1g. 2. 
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y lu respo.nsabil ldad de quien o quienes en ollas parti 

cipan, a fin de proceder al ejercicio de La acción pe 

nal correspondiente ante los tribunales que del mismo com 

petn t.al función." (26) 

Al definir de esta manera a la averiguación previa, 

se 6sta considerando al Ministerio Público lnvostiqndor 

como t.itulac- de la misma, t.;il afirmación se desprende 

del ya multiciLado articulo 21 de la Const.ltucl6n Fede 

ral, qlle contiene la atribución del Ministerio Público 

de investigar y perseguir los delitos. 

El órgano investigador realiza las diligencias ten 

dientes a la preparación del ejel"cicio de la ncci6n pe 

nal a su desarrollo en el proceso, mediante el conjunto 

de facultades ujercidns por el Eslado a través de sus 

órganos Ministerio Público y Policia Judicial. la cual 

cstarfi bajo la autoridad y mando de oqu61 y tiene por 

objuto el rflpldo y expedito ejercicio del llorecho. 

(26) FRANCO. Villu José. El Minist.crio Público Federal, 
Editorial Porrúa. México 1965. pflg, 150. 



La Ley_ Orgánica de la Procuraduriü. General de Jus 

tlcia del Estado de México, en su nrt#tculo 12, nos defi 

ne al Mlnlstorlo Públ leo como: "El órqano del l'oder 

[';jecutivo ü quien incumbe la pel'sccución de los delitos; 

debiendo ddemlts velar por la observancia de las lt-!YOS de 

interés quncral e lnt.crvcnir en t.udos ¡¡quél los asuntos 

que afee ton a la soc [edad y al Es tildo y en genoral a las 

personas u qu ienos las leyes ototgan especial pr·otec 

ción." (27) 

También se define al Ministerio Público como: "La 

institución dependiente dol Estado (Poder gjccutivo), que 

actúa en representación de la sociedad pnr.:1 el ejorclcio 

de la dcción penal y la tutela social en todos aquollos 

casos que le desiqncn las leyes. 11 (7.H) 

Este autor expone el concepto del Ministerio Públi 

co pnrtiendo de las funciones que el manddto cnnstitu 

(7.'/) Compililción de Lnqislnclón del l~slado do Móxico. Loy 
Orqánica do la P.G .. J., Tomo 11. pf19. 53~, 

(28) COLIN,. Silnchex <Jui l lnr-mo. Derecho Mexicano do Procedí 
mientas Penales, Ed. Porrúa. Edición 1986.,. pilg. 87 
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cl.onal le ha as l qnado )-'.: .,ª lél ·expansiva actividad que so 

ha otorgado--un nueSt.ro régimf::l:n juridico., es el órgano al 

cual ol [•:st.ildo ha ·facultado para que, a nombre de óstc .. 

rcnl ice la función porsecut.or·la de los delitos cinetidos 

y en g~nural viqi l<:: el usl.ricto cumplimiento de las le 

yes y en t..odo caso que las mismas 1o as lqnc. 

!'ara MARCO A. íl!llZ OE LEON, el Ministerio !•úbl leo 

os: 11 El órqano del l-:stado encargado de investigar los de 

titos y cjercitilr Ln acción punal ant..c el Juez o Tribu 

nal de Jo criminc.11." (29) 

l•:l éxito de La nveriguación previa lo constituye sln 

lugar a dudas una adecuada inl.cgración por parte del 

personal de actuaciones del Minist.orio Público, encami 

nada a acredi tnr el cuerpo del dcli to y la presunta res 

ponsabilidad de un sujeto.. para que en su caso so dctcr 

mino la procedencia del ejcruicio de la acción penal o 

(29) DIM'., 
cesal 
1 l.. 

De León Marco A. Diccionario do Derecho Pro 
l'cnnl. Editorial Porrúa. México 1986. Tomo 
pflg. 1144. 
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ol no cJorcicio de ósta. 

En tal vlrtud. la institución .. rlolMiniste_rlo PCibl leo 

surgo como una figura Ju~-l~f~~. c~r:' :~_j?_~I_,-Sónii~ idad_ pr_Opia, 

a la que se le encomienda ol.- ejercicio de ln acción pe 

nal Y que abro las puertas a· la: j\.iI--1sdlcci6n, para ha 

cor vn1or la pr<!tcnsión µ_unitiva, nacidi-. de la comisión 

de un hipotético delito, nsl como en lo relativo, a lu 

actividad post..erior yu en la instancia como parte o su 

Jeto <lu la relación procesal penal <1ue In activa y ln 

Uevd a su fin por medio dn la misma acct6n. 

Por lo que se puedo afirmar que, hoy en dia el Mi 

nisterio Públ jea consLit.uyc, part; icul.:irmcr1tc un i nstru 

mento Lotal del proccdimicnt.o ast como en la importanti 

sima f<.Jse indagatoria, donde tiene la responsabi 1 idad 

del ojerciciu de la acción penal en nombre del Est.ado; 

como en la faso instructori.1. en que figura como parte. 

Asi; el Ministerio Público es aulorldad en ln avori 

guación previa y se convierte en parte desde et momcnt.o 

de tu c;onsignnclón y debe encauzar ~:us act.unciones il 

t.rnvés del Li tu lar dol Poder Judicial. V vuelva a apar·o 
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ccr como _autoridad al .formular, _la_· ~_cus~ci.6.n. De_ ese mo 

do el __ .Mi~-{::~_·l~~""{~-~:p-íil;·,J-lc~~ se.: _-_metumorfosca:-- ~de:- .uutor fdad 

so -corlV-ici~--t~e 0 en -p~rlo y lueqo Vuelve· --~'·_~d_!lui._J··tr~« ~u_q~_Ól 

carácter. 

2. 2. N/\TURAl.EZA JUH!DIC/\. 

Hcspccto de la naturaleza juridica del Ministerio 

Público, no oxiste un criterio defendido en este campo 

doctrinal, ya que para algunos autores es un represen 

tante social, otros sonalan que es un 6rqano administra 

l;lvo; y algunos lu atribuyen el carácter de colaborador 

de 108 órqanos jurisdiccionales, y otros mlls sct"iulan quo 

es un órqano jud icia 1. 

Es indudable que el Ministorio Público representa 

cm sus múltiplc!s atribuciones ol int.orés social y do 

il<:uerdo con ello tal interés corresponde originalmente 

a la sociedad, por lo que se ha delegado en 61, pravo 

cr Lodo lo necesario para el mantenimicnLo dn la leqillidnd. 

l\l respecto manifiesta ALfJERTO CON:l./\LL•:~ IJL/\NCO. 
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"No os pos.lb le negar al Mi nistcrio Públ leo on su cárac 

ter de representante de la sociedad y do colaborador de 

los órganos jurisdiccionales. pero lo que no puede acep 

tarso. es que se le! considere con cJ caráC!t.er do órgano 

judicial, Ya quo el Ministerio Público no decide contra 

vcrsias y además porque nuestra Constitución Fcdornl no 

Jo autoriza. puesto quo en forma clara determina sus fa 

culLades. que son distintas n las quu sena1a a JiJ auto 

ridad judicial y agrega que dentro do la dcsiclón tri 

parti ta de poderos gubernamentales qut~ nos rigen, las fun 

clones que le esta.o asignadas corresponden a las que ca 

rresponden al Poder r•:jcculivo .. en atención a que las 

disposiciones que norman su funcionamiento se subordinan 

a los principios de Derecho Administrativo. y todo se 

impone~ en consecuencia. reconocerle en cJ. cáractcr de 

órgano '1dministrativo." (30! 

Otros estudiosos del órqano del Ministerio Público 

(JO¡ GONZl\LEZ, Illanco l\Jbcrto. El Procedimiento Penal 
Mexicano. Editorial Porrúa. México 1975., pág. 61 



lo estiman como un colaborador del órgano lurlsdiccio 

nal # debido a las funciones que real iza y se encuentran 

involucradas con u1 proccrlimicnlo penal, como lo sostic 

ne ~GUILLERMO COLIN SANCHF.Z, al expresar: "Que es pos! 

ble ndmitir quo el Ministerio Público coolabora con Ja 

actividad Jurisdiccionnl.. a través de sus funcloncs cspe 

c[flcas1 ya que 6st.as obedocen al inLcrés cax·acteristi 

co de toda la orqani~ación estatal. Para el fiel cumpl i 

miento de sus fines, nl Estado encomienda deberes cspo 

c1ficos u sus diversos órganos para que su coolaboración 

plena y or-ganizada mantengan el orden y la legalidad; 

rtlzón por la cual el MinisLerio Público (0rgano de lu 

acusaci6n)1 lo mismo al perseguir ol delilo quu al hacer 

cesar toda lesión jurldica en contra de los particula 

res# dentro de esos postulados, sea un ;1uxi liar de ln 

función jurisdiccional .Para lograr que los jueces hagcin 

actuar la ley." (31) 

(31) COLIN, Sánchoz Guillermo. Derecho Mexicano de Procedi 
mientas Penales. Rditorial Porrúa. 1966., páq. 94. 
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Tocante a que si ol Ministerio Público es un órga 

no judicial, se ha discutido de manera amplia y los que 

sostloncn esa posición lo otorgan al Ministerio Público 

el cnráctcL de órgano jurisdiccional. ya que postuln.n 

que no puede ser un órgnno administrativo, si no más bien 

de carácter judicial. argumentando si la potestad judl 

cia l tiene por objoLo y fin el mantcnimicnLo y act.ua 

ción del orden juridico, y como esto último obedece al 

poder judicial. 6sto a su vez n los et.ras autoridades. 

no jurisdiccionalmentc comprendiendo el objeto indicado, 

de esta manera Jos autores afirman que el Minist.urio Pú 

blico es un órgano judicial y no administrativo. 

Pero tal postura no estfl contempLada dentro de nues 

Lro Derecho, ya que de ln misma Constitución General de 

la República, artlculo 21 se desprende que os parte in 

teqranLe del Poder Ejccut i va. 

No es posible concebir al Ministerio Público como 

un órqano jurisdiccionnL toda vez que no está fucul t:.a 

do parc.i aplicar la ley, en razón de que éstn es una atri 
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bución del Titular del órc¡ano Jurlsd_icclonnl. 

PAULINO "MACHORRO NARVl\EZ ensoi'la que: ·, "Si en el De 

rocho dt~ Procodimiunto Panal la acción Pret;ende llevar 

a ci\bo In t.ut.ela jur\d lea c¡ener.il, el Ministerio Públ l 

co, n quien se le ha conferido, estará reprcsentnndo en 

t..odos sus act.os a la sociedad ofendida por el Uolit~o. 

no siendo necusario pora esos efectos que éstn. en fCJr 

ma dlrect.a e inmediHt.a, haya eleqido una persona o per 

sanas determinadas para cumplir con dicha representación 

debido a que la sociedad ha otorgado al B.stado el dere 

cho para cjorcor la tutela general, y éste a su vez la 

deleqa en ol Ministerio Público, quien on esa forma se 

constituye en un rcpresonLantc de La sociedad, por lo 

tanto se puede concluir que es un órgano cruitdo por la 

Constitución Federal y autónomo en sus funcir1nes, aún 

cuando auxilie al poder administ..ratlvo y al judicictl en 

determinados cnmpus y ·formas. (32) 

(32) MACHOl<RO, Narvucz Pnulino. l•:l MinisLerio Público. 
la lntervenci.6n de Terceros. l+!ditorial Publicaciones 
México 1941.. pág. 12. 



De lo expuesto .. se puede deducir .. que el Ministerio 

Públ leo os un representante social en ol ejercicio de 

la función persecutoria, asi como tnmbién que los actos 

que rcali~n son de naturaleza administrat.iva y quu es 

un c:olabort:\dor de los órganos Jurisdiccionales; pero en 

lo que prevalece un toté1l desacuerdo os que se le consi 

derc corno un órgano judicial, ya que con ullo el Minis 

torio Públ leo sufre un retroceso en su form•1ci6n hist6 

rica_ puesto que sobro las ideas que separa en for·ma e~ 

pectfica la función jurlsdiccional de la que dcb<H'ia ca 

rresponder al Ministerio Plíbllco, su avanzó proqresiva 

ment.o hasLn establecer el sistema act.uáí cm términos 

del articulo 21 de la Const.itución General de la Rcpú 

blicn. quo es_ a los órgnnos jurisdic:cionalos a quienes 

se les ha otorgndo la facultad do aplicar el lJorecho y 

el Ministerio Público como autoridad públ lea la de pcr 

scyuir los delitos. 
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2.3. DENUNCIA. 

A trnvés del estudio realizado hasta ol momento se 

ha tratado de abarcar, en lo posible, todo lo relativo 

a la figura de la acción penal partiendo desde las en 

tranas mismas de la norma que Le otorga ol ser, pasan 

do por el Titular del Derecho, el lo se hn plantcndo, 

pensando sic.,mprc, en agotar los más factibles aspectos 

y variantes de su conocimiento. 

Cabe prcqunLar, ahora, el motivo o explicación del 

movimiento de la actividad procesal, por lo que como ya 

se ha establecido y nos lo scnala el Maestro MANUEL 

RIVIm/\ SILVA, "El periodo de preparación de la ilCción 

penal, principia en el momento en que la autoridad in 

vestlgadora tiene conocimiento do la comisión de un he.: 

cho delictuoso, o que aparentemente reviste tal carác 

tcrlstica y termina con ln consignación." (33) 

(33) RIVBRA. Silva Manuel. El Proc;edimiento Penal. Edi 
torial Porrúa. México 1966., pilq. 97. 
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Al Lr:atar lus - general idñdes de la función persecu 

torin quodó milni restado que la iniciación do ésta no 

quedil a arbitrio deJ órqano investigador, sino que es 

nucesario para iniciar la invr.stigación guardar o reu 

nir requisitos legales de iniciación. Est.os requisitos 

sou ln prosontación de la denuncia o querella. 

l!:s as1 como dentro de ésta fase investigatoria y 

trfllttndo de que sea apl icoble la pretensión punitivn os 

necesario que se reunan los requisitos exigidos por el 

articulo 16 de la Constitución General de la Repóblica; 

os decir el !1inlsterio Público puedo tener conocimicnt.o 

do un hecho dclicLuoso un forma directa e inmediata, 

~or conducto de los particulares_ por la pal lela o por 

quienes estén encargados de un servicio público. 

1'écnlcamente la denuncia se puede definir de la si 

guicnLc m.:.mcra: "Relación de actos que se suponen de 

l lctuosos_ hechos ant.e la autoridad lnvcsLigodora con 

cJ único fin de que ésta tenga conuc i mi en tos do 
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ellos." (34) 

l.a _denuncia definida en los ante~j~i~s, t~r;m~!lº~ :_en 

trana Jus siguientes 

a) Relnci6n de actos que se ostiman delf~tuoSos~-- es 'de 

cir consiste en una simple oxposlclón de los actos 

["ealizados. 

b) Hecha ante el órgano invcstiqador, o sea, ol conoci 

miento dado al Representante Social para su actuación. 

e) Hecha por cualquier persona, aún cuando se ha discu 

ti do en forma ampl la este punt.o do referencia, cápte 

se que dicho elemento de la denuncia puede ser consi 

derado dentro de la legislación procesal en vigor que 

toda persona. que tiene conocimicnLo de ld comisión 

de un delito que deba perseguirse de oficio, está 

obligada u denunciar ante el Ministerio Público, y 

en caso do urgencia ante funcionario o agente de 

(34) Op. cit .• p. 98. 
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lü policla y que estn obliqada la persona t"n ul ejerci 

clo de sus funcion~s públicos y tiene conocimienLo de 

la probable existencia de un delilo,. debiendo transmitir 

los datos quo fuesen necesarios para. la iniciación de 

la uvcriguución. 

Lo anterior. significa. que exist.lcndo causn para 

la presentación de una denuncia, ésta habrá de formular 

se ant.e nut.oridad competente, el Ministerio Público re 

prcsont.antc de la sociedad para tales cfccLos. Ante él 

habrá de scnalarse los elementos que funden el pedimon 

to punitivo, indicándosele en que consiste la pcrsecu 

c16n de responsabilidad del inculpado, a efecto de ser 

examinada ésta y en caso de encontrarla justificada pro 

cederú a l~ iniciación de lu averiguación e intcqr·nuión 

de la misma, para los efectos legales correspondicnLcs. 

Los efectos de Ja denuncia, en términos generales 

son, en primer t6rmino obliqar al órgano investigador a 

que inicie ld labor investigadora, que deberá estar re 

gida por el principio de lcqalidad, el cual determina 



(70) 

que no es el Ministerio Público el que caprichosamente 

fija~ el desurrollo de la Jnvestigaclón, sino la ley. 

Todo lo anterior halla su fundamento legal dentro 

del Código de Procedimientos Penales en el Estado de Mé 

xico en el 'l'It.ulo Segundo relativo n Lo Avcriquaclón 

Previa. y en ol ilrtlculo 10.:J. .se estableen que: "Los 

funclonnrius del Ministerio Público cstfJ:n obligados a 

proceder de oficio un la investiq.:ición de los delitos do 

orden común de que tengan noticia por ulguno do los me 

dios senalados en el articulo 16 de la Consti Lución Fe 

deral. excepto en los casos siguientes: 

1.- cuando su trate de delitos que solamente sean pcrso 

gulblcs mediante querella necesaria, si ésLil no se 

ha presentado. 

II.- Cuando la ley exija un requisito previo, si ósLc no 

se ha cumplido. 

Si el que inicia una averiguación no tiene a su car 

qo la funoión de proseguirla dar·á inmediata cucnt;i aJ 
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que _corr·cs~ondo lcqal'mcnte preu.cLfcarl .... 

ArLlcul6' IO'l>.,., Toda persona que! un cjoroJcio du 

sus funciones pú.blicas Lenga conocimlento dn la probable 

existencia e.Ju un delito que deba porsequirse de otlcio 

0Stt1 óbllgado a participarlo inmcdiaL<Jmcnte al Ministc 

r i o Público, transmi tiéndase Lodos Jos dutos quo tuviere, 

poniendo il su disposición desde luego, n los inculpados, 

si hubiesen sJdo detenidos." (35) 

Ln denuncia se har·á vurbc1lmentc o por escrito al 

Minfst:.crio Público o cualquier funcionario público, si 

tuación que obliqil a proceder de C>ficlo n la investiga 

ción do Jos del i t.os, paril estos fines se hnrá constar 

los hechos en unn .::.1cta que contenga todas lns di ligen 

cias que demande In avcriqunción. 

Por lo que se con el uyc que la den uno 1 a es un deber 

de Lada persona y justificación está en ul Interés so 

(35) C6cJlqo úc rrocodimlentos Penalr.s p;trn el l~stado de 
Méxlc:o. J·;d. Ca.ilcm. México 1Yll8.. pf1qs. 291-293. 
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ci.i1 y qenerul para conservar lo paz. 

L..'1 rittí ficaci6n de denuncia, no sertí nocosnrla si 

las pa[·t.es que la hubiesen for·mulado dcsompnr'ian funcio 

nf'!s en la adminstración pübllca, sin perjuicio de que el 

funcionario encargado del 1ovantumient.o del .:1cln se ase 

guro do la .autcnLicidad oficial de la persona qun figu 

re como denunciante en su cal ido:<l de funcionarit> y del 

act.n respect.i vu deben asentarse Lt;dos uquc: l los datos que 

sirvan para la identificación del denuncinnte. 

2.4. REQUISITOS DE PROCF.DIBIL!DAll. 

Paro que su inicie el procodimicnto penal y pueda 

darse válidnmcntc el proceso~ existe la necesidad lnolu 

dible de ciertos elementos llomados "requisitos ti<~ pro 

cedibll idnd'' ~ para iniciar la averiguación previa y en 

su cuso ejercitar· la acción pennt contra el probable res 

ponsable de L,, conducta t.I pica. 

f~n la Consti lución Pal iticn d<.: lo::; l~stndos Unidos 

Mexicanos alude c~n su urtlculo 16 como requisitos do pro 
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cedibilidad-como: Acusación; Denuncia y Querella; precep 

to constl tuclonal que senula: ". . . No podrá liberarse 

ninguna orden de aprehensión o detención sino por la nu 

toridad judicial sin que preceda denuncia; acusación o 

querella de un hecho determinado, que Ln ley castigue 

con pena corporal, y quo estén apoyadas aquól las con de 

claración; bajo protesLa, de persona dignu de fé o por 

otros datos que haqan probable la rcsponsabi 1 idad del 

inculpado, hecha excepción de los casos de flagr«1ntc de 

lito un que cualquior person.:J. pueda aprehondcr al delln 

cuente y a sus cómpJice.s, poniéndolos sin demora a dis 

posición de la autoridad inmediatn. (3b) 

gntendiéndosc a la denuncia, como la comunicación 

que hace cualquier persona al Ministerio Públ ino de la 

posible comisión de un dclllo pcrscguiblc de oficio; con 

cepto que ha quedado analizado en páginas dnteriorcs al 

presente eslud i o. 

(36) Constitución l'oliLica do los Estados Unidos Mexi 
canos. lnstiLutu de Investigación Juridica. Méxi 
uo 1965 .. p4q. 40. 
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La a~usación oucd~ enlcnderso cuma: La imputación 

directa que hace una Pf3rsono determinndn, de la posible 

nomlsión de un delito, ya ~ea persuguible de oficio o 

a petición de la victima u ofendido. 

Ou la querella, concepto que trataremos lineas más 

odelant.o, diremos por el rn<>mento quo os la manifestación 

de voluntad de ojerc!clo potestativo, formulada por al 

sujeto paslvo o el ofendido, con el fin de que el Minls 

terio Público t.ome conocimiento de un del lto no persegui 

ble de oficio, para que se inicie o int;egre la avnrigua 

ci6n previa correspondiente y en su cuso ejercite la ac 

ci6n penal. 

Estos medios nomo punto de a.rr·nnque del proccdimien 

to penal. tienen en común_ proporcionnr al Ministerio 

Público investigador la noticia de que so ha cometido un 

delito. 

Si el illcito penal de que toma conoclmicnto el Mi 

nistcrLo Público os do pcrscc:ución oficiosa ordenará do 

Inmediata se inicie la averiguación previa que corrcspon 

da, Lral.ándosc de del! tos do querella, el inicio do la 
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invesliqación indagatoria queda condicionada u que el 

ofendidq_- _mdnificste su-queja y deseo de pcr·scguir ol do 

l ll.o. 

f"ERNANDO ARlLLA DAS, considera que lü üVeric¡uaclón 

provia se inicia de oficio, por denuncia o querella y 

aqrcgo .. Por proceder de oficio se entinnde porcoder 

oficialmente, es decir,. en razón de la propia autoridad 

de que está investido el Ministerio Público de ucuerdo 

con el artículo 21 de la Constitución ... " y scnala ''que 

los únicos medios con que se inicia la averiguación pre 

víu Y con el lo el procedimienlo penal son la· denuncia y 

lt1 querol la; la primera reservada a los delitos de por 

sccución oficiosa y Jos segundos a los delitos privados 

do persecución pública ya que ambos términos por dcnun 

cia y de oficio doben concebirse como sinónimos, toda 

vez que la práctica en Ja integración de la averiguación 

pr·cvia y en la persecución de del l tos de oficios, sinmpre 

figura el Ministerio Público como autoridatl in\.'ostigac!o 



(76) 

ra." (3"1) 

Es indispensable hacer notar la 1·cgla normativa qua 

exlste dentro del Código de Procedimientos Penales pa 

ra el Estado de México con respecto a los lineamientos 

qua scnala la Constitución Federal, por lo que el Códi 

go referido como ley secundaria en su numeral 116 pre 

vlenc: "Tan luego como Los servidores públicos encarga 

dos de practicar diligcncius de averiguación previa ten 

ga conocimiento de la probable existencia de un delito 

que deba perseguirse de oficio, dictará todas las pro 

videnclas necesarias para proporcionar seguridad y auxi 

lio a las victimas; para impedir que se pierdan, destru 

yan o alteren las huellas o vestigios del hecho delictuo 

so y los instrumentos o cosas, objetos o efectos del mis 

mo; para saber qué personas fueron testigos del hecho 

en general.. impedir que se dlficuJ te la nvoriguación y 

(3'1) ARlLLA. Bas l'ernundo. El Procedimiento Penal en Mé 
xico. l!:ditorial Unidos Mexicanos. Oncouva edición. 
México 1976 .• pág. 60. 
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en Los casos de flagrante delito,. para asegurar a los 

responsables. 

l.o mismo se hará tratándose de delitos que solamen 

to puedan perseguirse por querella, si ést.a ha sido far 

mulada. 11 (38) 

Por lo que puede concluirse, que los requisitos de 

procedibll!dad. establecidos por lu Cnnstltución Fedral 

son condiciones que legalmente deben saLisfacerse para 

proceder en contra de quien ha infringido unn norma do 

terminada por el Derecho Penal. 

3.5. LJ\ QUERELLA. 

En Móxlco, donde priva el monopolio acusador del Mi 

nisterio Público, la querella es un requisito do proce 

dibilidad,. que se resume on una manifestación de conoci 

miento sobre hechos dolictuosos y una expresión de va 

C:~B) Código de Procedimientos Penales para ol Estudo do 
México. Editorial CaJica. México 1968., pág. 298. 
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!untad a efecto de que se lleve adelante la persecución_ 

procesa 1. 

Ent..endléndose, a la que rol la como: "La exposición 

do la parte lesionada por el delito que hace a los 6rga 

nos adecuados para que se inicc la acción penal, y lo 

más acertado es considcrur a la querella como una condi 

ción de procedlbil idad, pues se afirma la existencia do 

un delito con i ndepcndoncia de el l n. 11 (39) 

Por tnl razón debe entenderse, que tratándose de 

los delitos que se persiguen a petición de pa1·te ofcndi 

da, no solamente el agraviado, sino tambión su lcqitimo 

rcprusentante. cuando lo estime ncccsnrio, pondrá en ca 

nacimiento del MinisLerio Público, la comisión dol he 

cho delictuoso para que ésto sea perseguido, no pudien 

do hacerlo en ningún caso para esta clase de delitos sin 

la manifestación de voluntad del que tiene ese derecho. 

l3'1) J<'l,QHlAN, Eugenio. l•:lcmcntos de Derecho Procesal Pe 
nal. 1'dición llosch, Barcelona, '/º. l•:dtclón., 
paq. 2:is. 
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EH derecho de querella es un derecho subjetivo, vin 

culadu a la persona que lo posee, e inalienable. pero es 

necesario distinguir entre la persona ofendida y el su 

jeto pasivo del delito. Esto es t.itular- del bien jur-i 

dico, que ha sido lesionado; ol ofendido es auél que su 

frn indirectamente lus consecuencias del delito. l\sl, 

on el homicidio el occiso es el sujeto pasivo, los fami 

liares del occiso los ofendidos. 

MANUKL RIVERA SILVA. dcflnc a la quer-clla como: "La 

Relación de hechos expuestos por el ofendido ante el 6r 

gano investigador con el deseo manifiesto de _que se per 

siga al l1utor del delito." (40) 

De ésta definición se puede destacar que la quere 

lla es el medio para hacer del conocimiento de ln auto 

ridad la existencia de un delito, exiqe una exposición 

de los hechos que vienen a Lnteqrar el acto u omisión 

(40) RIVl<:RA. Silva Manuel. El Procedimiento Penal. Edi 
toriill Porrúil. D6cimocuarLa edición. µlig. 12. 
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sunclonado por la ley penal. Asi también os necesario 

que Ln querc.dla sea formulada por la parle ofendida, 

pues se ha estimado que entra en juego un interés partl 

cular, cuya intensidad es más vigorosa que el dano su 

frido por la sociedad con lu comisión de estos delitos. 

Siendo la querella un medio do hacer del conocimicn 

to de la autoridnd un delito, pnril qu'' por dnsear1o 

asi el ofendido se persiga al autor y es nat.urnl que la 

querella exige la manifestación do la queja; por otra 

part.e si en los delit.os de querella necesaria cabe el 

perdón del ofendido, es natural que para que so persiga 

al presunto se debo hacer patente que no hay perdón, o 

en otras palabras se acuse, pues con la acusación clnra 

mento se pone en rol leve que no hay perdón ni cxprl~so ni 

tácito. 

Es pertinenl.o senalar que no hay que confundir el 

perdón o el consentimiento ~'1 cicrLo lapso. El perdón ju 

d ic lo l es to manifestación expresa de voluntad en vi tud 

du la cual se hace patente el propósito del ofrmdfdo de 
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que no se cast..iguo al infractor,. entendiéndose de que el 

perdón opera cuando se inicia el procedimiento ponnl; de 

tal manera se deduce que el perdón cxtinque la acción 

penal asi como la acción penal as1 como la acción pro 

cosal penal, porque el Ministerio Público no puede con 

tinuar excitando al órgano Jurlsdiccionnl. 

V por lo que rc~pecta al consentimiento, cuando ln 

ley lo registra.. no se encuentra dentro de la acción 

procesal penal debido a que 6sta ni siqulera ha nacido, 

pues el consentimiento se debe entender como previo nl 

nacimiento de la intervención del Ministerio Público; el 

órgano investigador inicia su actividad con la querella 

y si ésta no existe. por el consentimiento no puede apa 

recer la acción procesal penal ni la fase preparatoria 

de la misma. 

Además, por lo que respecta al perdón, cuando es 

otorgado durante la nv~riguaci6n previa, algunos autores 

expresan que con dicho perdón se termina la actividad 

prcparatoriJ1 de la ncci6n procesal pennl y en consccuen 
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cia no pue~e hacerse la consignación; para otros auto 

re~.; el Ministerio Públ leo no puedo resolver sobre la 

extinción de la acción penal por perdón en virtud de que 

la resolución correspondiente es propia y exclusiva del 

órgano jurisdiccional~ único capacitado para dictar el 

Derecho. 

Pero si debo destacarse por cconomia procesal y por 

atunción a la exigencia de la propia administración de 

justicia, el Ministerio Público en los casos de perdón 

de delitos que se persigan u instancia. de parte debe re 

solver lo conducente. 

La querella viene a significar un reconocimiento 

por parte del Estado del derecho subjolivo que el parti 

cular tiene de la acción en este caso la acción penal 

con relación a ciertos Lipes de delitos, que por cxclu 

sión no son persequibles de oficio, al considerarse que 

nu afectan en si a la colectividad sino tdn solo al ofen 

didu. 

De vital importancia es la exposición de la voluntad 
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del tt tular de la querella, pues los runcionario.s del 

Ministerio PQblico no podrán iniciar de oficio la inves 

tigación sin esa concreta voluntad indebitablc; en cuan 

to a la responsabilidad en que pueda incurrir el qucrc 

llante si del resultado de la averiguación nparccic·.i 

como infundada la quere1 la, o que la sentencia fuera ab 

solutoria para el imputado, se considera que salvo las 

imputaciones dolosas, el titular o rnprosentantc legiti 

mo, no incurrirb en responsabilidad penal. Lo anterior 

lógico y de elemental justicia, ya que el ejercicio le 

gitimo de un derecho, no puede acarrear per.julcio nlgu 

no para quien lo deduce, máxime que fue revisndo y es 

tudiado previamente en averiguación previa por el Minis 

terlo Público y además perfeccionó c.m su correcto ejer 

cicio; asl mismo si esa responsabilidad cxisLlura, siqnl 

ficarla un obstáculo para la justicia penal, ya quo con 

ella al ejercer el derecho de querella, representará un 

riesgo para la mayorln do las personas que no cstarian 

dispuestas a correr, situación qur: darla como consecucn 
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cia, que l,os delitos perscguibles por querella en algu 

nos casos qucdurán impunes. 

Por lo tanto éste requisito de procedlbilldad llama 

do querella no está sujeto a ninquna fórmula solemne. 

Para su cumpl imicnto bastil que la parte ofendida ha 

ga manifiesta su voluntad, por Los términos de su campa 

rccencia ante el Minisl<ffÍO Público, de que se inicie 

la averiguación contra el presunto responsable, a fin de 

que en su oportunidad se le sancione do los márgenes es 

tablecldos por la ley. 

Al dejar a la ulccci6n del agraviado la represión 

de estos del ilos de qucrel lil, La norma Jur1dico quedará 

sujeta en muchos casos a la vida jurldica de la conve 

niencia del mismo querellante, que de acuerdo con su in 

torés personal, hará uso de estas reglas Jur1dicas por 

lo que so justificarfi siempre y cuando se protejan los 

intereses juridicos personales o famil iaros do que es 

tón impregnados estos delito~ perseguiblcs sólo a instan 

e i u de la parte interesada. 
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La quorel la su distlnque do cualquier ot..ro rcqutsi 

to de procedibiJ idad en razón de que existe una ausencia 

de interés directo por porte del ~stado de perseguir de 

terminados delitos. por· la naturaleza misma de 6stos o 

que pudiendo Lener interés directo se dá prJoridad ~ la 

voluntad do la victima o del ofendido; si se da ésta re 

levancla al in~urés particular debe permitirse al titu 

lar del derecho ejercitar ést.e conformo a los intereses 

y bienes jurldicamcnt.c protegidos por el part.icular den 

tro de la opción que existe en los delitos pcrseguiblcs 

por querella. 

Considerada la querella como un derecho potesLativo 

que tiene el ofendido par el delito para hacerlo dol co 

nocimicnto de las autoridades. otorgando su nnuencia pa 

ra que sea perseguido, se manifiesta en forma precisa, 

que no obstante se haya integrado el delito, la actua 

ción del engranujo judicial está condicionada a esLa ma 

nifcstación de voluntad del particular, sin la r.uul no 

es posible proceder; de ahí que In querel Ja la cntendn 
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mos como un requisito de procedibilidad. 

:r.~6. ~PRlNCIPIOS ~ f'UNDAMENTl\LES DEL MINlSTERIO PUBLICO. 

l.a_exlstencia y aparición del Ministerio PClblico se 

JuSl.ifica principalmente por la necesidad de que sea éste 

nl que ejercita la acción penal, de que tenga el dere 

cho de accionar. 

Nadie discute que el derecho de accionar en un po 

der jurldico que compete a todo sujeto de derecho, a to 

do individuo como tal como un atributo de urya pcrsonali 

dad; desde ese punto de vista tal derecho correspondcria 

ser ejercitado al particular. Sin embargo el hombre no 

vive ilislado, sino en sociedad y ello oriqina no que los 

derechos del hombre cambien, sino que transformen su ma 

ncra de ejercicio en aras de un mejor aprovechamiento y 

utilidad que beneficie a La colectividad, aunque el lo llo 

que a implicar una disminución de realización para el 

Individuo. 
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Oe tal manera la esencia y existencia del Ministe 

ria Público es necesaria y está Just.ifiaada como monopo 

lizador de la acción penal, pues es legitimo representan 

Le de la ley, de la sociedad y del individuo que mantie 

ne la acusación cuando ésta deba ejercitarse en su mo 

mento oportuno y, se nbsLienc de hacerlo, cuando entien 

de que no debe acusar, salvaguardándose asi todas las qa 

rantias mínimas de seguridad social y do legalidad. 

En tul ra~ón sus funciones se justifican por las 

mismas, a manera de una institución creada por el Esta 

do, un representante de la sociedad y el individuo. ~s 

asi como debe entenderse la esencia del Ministerio Pú 

b!ico. 

Estudiada ya la función del Ministerio Público. se 

requiere para un mejor entendimiento de la misma, anali 

zar la esencia y armadura que la conforman do la cual 

se desprenden determinados principios que le son inheren 

tes, y cuya observancia es ímprcscriptible para que pue 
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da cumplir fielmente con su cometido. 

En relación con la función del Ministcrlo Público 

en México, de la doct.rinu y de la ley se desprenden los 

siquicntcs principios esenciales que le caracterizan: 

a).- Es jerñrquico; b).- Es indivisible; e}.- Es lndupen 

diento; d¡.- Es irrc"usable; e).- nuena f6. (41) 

a) Jcr:1rquia. 

Por jenirqula se entiende, que el mando radie.:¿ on 

el Procurador; nsi los agentes son sólo prolonqación del 

titular y la representación es única, moLivo por el cual 

reciben y acatan las órdenes do éste, porque la acción y 

el mando on esa mnt.oria es de competcnci.i <!X.elusiva de 

Procuré1dor. 

b) Principio ¡.;e tndivisibi l ldad. 

Bste principio presupone que la unidad del Minist.o 

rio Público, siqnlfica que ~odas los funcionarios que 

(41) l!OLlN, Sánchc~ Guillermo. Derecho Mexicano de Proce 
dimlenLos Penales. Editorial Porroa. M6xico 1970 
páq. llO. 
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trabajan en el mismo tienen ldénticas facultades y fun 

clones, ostán investidos del mismo poder; lo que cuenta 

os la función, no la persona fisica quo la desempcf\a, la 

que p()r lo mismo no acLúa en nombre pr'opio, sino como fun 

..:ión del órquno instit.uldo al que representa; en canse 

cucncia no es requisito de ta persona invostldn con el 

carácLer dt~ Ministerio Públ leo sea la que reu\ ice todas 

la8 uctividndes inherentes, puedo ser sustituido por otro 

funcionario, también Ministerio Público tantas veces se 

quiera, sin que por ello se afecten o invalidan los ac 

los del anterior. 

Entendiéndose que las funciones del Ministerio Públi 

co, aún cuando varios de sus agentes intervengan en un 

asunto determinado, éstos representan en sus netos diver 

sos n una sola instiLuci6n. 

e) Independencia. 

Es uno de los príncipios esenciales para el buen 

funcionamiento de la institución, ya que si concretamente 

La función corresponde al Ejecutivo, depende del mismo, 
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no pudiendo. tener -injcrencin ninguno de los otros podo 

-r~s en su actuación. Dada la delicada función social y 

jurldicn que dcsempc"'u. cJ Ministerio Públ feo tiene que 

concebirse su autonomia en su mnnlfestación. 

d) Princjpio de Trrccusubi l idad. 

Uicho principio es IJrcrroqativa acordada por la ley 

al Ministerio PUblico. porque de no ser asi su acción que 

es incesante e interesa directamente a la sociedad, po 

dria ser frecuentemente entorpecida si al pasivo, so lo 

considera el derecho de recusación; esto no implica que 

sus funciones en lo particular, puedan y deban conocer 

indlscrlminadamonto de cualquier asunto que se somete a 

su consideración. 

Sin embargo los funcionarios de dicha institución 

tienen el deber de excusarse del conocimiento de los ne 

gocios en que intervcnqan aún cuundo exista alguna dn las 

causas do impedimento que la ley scnalu. 
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e) Principio de Buena Fé 

Ei objeto y propósito del MinisLerlo Público no ha 

de sor los de un inquisidor o de un perseguidor intran 

sigente de los procesados con el ánimo de perjudicar, 

ni necesariamente el de acusación o conocna. sino simplo 

mento el do velar por los intereses de la sociedad a 

la que roproscnta. 

La sociedud tione tanto interés en el castigo de 

los responsablüs da los delitos. como ol respeto do 

los derechos y do las garant1ns de los individuos que 

componen el conglomerado. as1 que el Ministerio debo man 

tenerse en la posición y lugnr adecuado a ambn8 finnli 

dades. ya que el interés de la sociedad es la Justicia. 

3.'f. FUNCIONES OBL MINIST(,;RIO PUBLICO CONFORME/\ LI\ LEY 

ORGl\NICA DE LA PROCURl\OURII\ GENliR/\L DE JUSTICIA EN 

EL ESTADO DE MEXICO. 

La actual (.ey Orgánica de la Procur-aduria General de 

Justicia del e;stado de México, encuentra su oriqcn y fun 

dnmunto en la C..:onstituci6n Polltica de tos ~:stados Uni 
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dos Mexicanc,s. en el artículo 21, en donde t·opartc el 

poder punitivo del Estado entre dos úrqanos el Ministo 

rio Pfiblico y Autoridad Judicial, n quienes se los atri 

bllyc rcspect.ivumente 1 as funciones persecutorias y san 

e i.onadorns. 

La Institución del Minister'iO Público rovisLe carác 

ter obl Lgatorio para los estados, de donde on acut..umicn 

to de lu ordennU.o por la ley fundamental, in Const.iLuoión 

del Bst.ndo Libre y Soberano del Estado de Móx.lcn en su 

articulo 119 establece: "El Ministerio Públ leo es un ór 

gano del poder ejecutivo a quien incumbe la persecución 

de 1 os delitos a cuyo t in con tartt. con un cuerpo de po l i 

cia judicial, quo t~st.ará bajo ln autoridad y mando inmc 

diüto de nquéi." t-t2) 

l\demñs lo ConsLitución ~st.atal scnala, que el Minis 

tcrio PJbllco debe velar por la cxactu observancia do 

los lcyc::; de lnter-es general e lntcrvunir en todos dqu(" 

llos asuntos que afcct~n n la sociedad, al Estado y en 

vl2} Goblcrno dol 8stndo d«~ Móxi<;o. ConsLi Lución Poli 
Ltca del Estado Libre y Soberano de Méxlc:o. b:dito 
riul Cajica., páq. 182. 
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qenerul a tus personus a las que las leyes otorqan espe 

cial protección. 

Una ve~ que s~ han dcst.ncado las funcionos del Mi 

nistcrlo Público, en la [,ey l''undnmento l del Estado do Mé 

xico,, es también lmport.antc oxtrner los lineamientos le 

gales que debe seguir el Ministerio Púbtico dispuestos 

dentro de la Loy Orqánica de la Procuraduri.a Cencrul de 

Justicia del ~stado. 

En t..al virtud es interesante hacer monció11 que den 

tro de dicha ley en su articulo 16, se enumeran rcquisi 

tos para ocupar el cargo de Agent.e del Ministerio Públi 

co, que son: 

Articulo 16.- Para ser aqcnt.c del Ministerio Público es 

necesario: 

l. Sc~r ciudadano mexicano en plono Hjcrcicio de sus 

derechos. 

I I. Poseer ti tuJo de Licenciado en Dnn:c:ho o Pclsantc de 

bidamento acreditado. 

I II. Ser du honrradez y. probidad notorius. C4J) 

('13) Goblcr·no del Estado de México. J,egls lac!ón del Es 
t:ado de MéxJco. Tomo Til., pñq. !>3..-/. 
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~n el art.iculo J9 de la Le}" Orgánica <le la Procura 

duría Genornl de Justicia del Estado de M6xic:o se moncio 

nan las funciones del Ministerio Público. Lc.1lcs como: 

I.- Investigar y pcrs<!gUil·, con ayuda de l.:i Policia Judi 

cia l los delitos que le competen. 

11. - J.;jercit.ir la acción pcn,11, en los casos en que asl 

proceda, tanto aporlando pruebas como realizando todas 

las di ligcncii:tS que condu~can a la comprobación del del 1 

t1.> y a la responsabilidad de los inculpados, asi como de 

terminar la HXistencin y monto do l dnno cnusttdos por el 

delito. 

Ill.- Recabar de las ofjcinas públicas federales o loca 

le8, organismos desccntrali:.'.ados, empresas de participa 

ción estatal y dcmtis on~anismos del sector públ ic.:o corres 

pondiente, así como <le l;is personas privadas flsicas o mo 

ralcs, los documentos o informes lndlspensnblcs para el 

correcto ejerclclo de sus funciones. 

rv.- Hcalizar lo ncc.:esario para ia correcta y pronta ndmi 

nis~ración do justicin. 

V. - Apoynr al Ministerio Públ leo Federal r.onocicndo do 

las donun<.:ias u querellas que le prosonLcn en relación a 



delitos de e~c fu~ro. 

\'l.- Reclbir·las manlfostaciones de bienes de los funcio 

narios y empleados del Estado, Municipios y Organismos 

Públicos Descentralizados, al momento de tomar posesión 

de los cargos y dejarlos. 

VI l. - Protuqer Los intereses del Estado frente a Tribuna 

les e int.urvenir en la protección de incapaces y en lllS 

procedimientos civiles que se llevan J cabo en los Tribu 

nalus respectivo8. 

VI 11. - Vigilar el cumplimiento de las determinaciones do 

la autoridad Judicial. 

IX..- Intervenir en todos los demás asuntos qu~ las luyes 

determinen. 

Cont.inuondo con los preceptos más rolevnnt.cs sobre 

las funciones del Minist.crio Público, podemos sen.alar- el 

articulo :w. el cual establece quo: "El Ministerio Púbii 

co y sus Agentes al formular sus pedimentos ante los Tri 

bunales harán una t.otal exposición mct6dlca suscinta de 

todos Los hechos conducentes_ pt"opondrltn los cuestiones 

de derecho que do ellos surjan~ citará las Leyes, juris 

prudencias y Leyes ap\icab\os y en vista tle unos y otros 



emitir su juicio respectivo en posiclonus clarus y preci 

sns. 11 

Articulo 38.- Los Agentes del Mlnls~orio Público en 

ningún estado del juicio podrán variar o modificar las a.e 

clones que hubiesen intentado, ni las excepciones que en 

c:l mismo hubiesen opuesto. sin previo consentimiento del 

Proc.:urador Genera 1, qui en para otorqar lo deberá o ir las 

oplnioncs de sus Agentes auxili<lrcs. 

A.rticl1lo 39.- Los Agentes sólo podriln desistirse de 

la acción pcrsecuLoriu, do los pedimentos que on relación 

con ésta hubiesen formulado o de cualquier recurso int~c· 

puesto, cuando usi lo resuelva previamente el Pi·ocurador 

Genernl. oyendo el parccor do los dgentes auxiliares. 

Por lo anterior so desprende que la Ley Orqánica de 

la Procuraduria General do Justicia vigc:nte establece las 

tres funciones esenciales n carqo del Ministerio Públ leo, 

quo son precisamente la de investigación, persccusl6n y 

acusación; estas funciones se CJncuentran encomendadas al 

Estado, ul que dentro del .:imbito constituc1on<ll desigrn1 a 

esa lnstttuc16n como el órqano apropiado para llevnrlos 

o cabo. 
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b:sta ley viene d regular 11:1 conducen doJ servidor 

público sobrC irregulur-idades e> desviaciones que jmpl iquen 

algún t.lpo de rosponsabi l J dades, ma::·cando en todos 1 o!:> pre 

cepLos de éstü loy Ja procuraclón dH justicia e implanta 

una estructura orgánlcH para el mejor dcs:empeno de Jns 

citribuciones de cada uno da los funcionarios y csttJbJc 

ciendo la cstr uclura básica de éHta insti Lución y est.élndo 

acorde: '.:::011 lils nnccsic.JucJcs actunles de impurtici6n de 

justicia. 

Para finalizar, sólo diremos que Ja loy un cuesLión 

prccisd que el ejercicio de ld función del Ministerio Pú 

Ulico en f"Jl Estado de Móxico inr:umbc! él! 

!. Un Procurador General de Justicia. 

11. Un Sub-Procurador General. 

Ill. Tres Sub-Procuradores. 

IV. El cuerpo de Agentes del Ministerio Público, lntc 

grildO por: 
o'.i) Un Coordir1adorde Auxiliares. 

bJ Los Agentes del Ministerio Públ ic::o auxiliares del Pro 

curador quc sean necesarios. 

e) Un D1ructor General do /\voriquaciones Previas. 
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dJ Un Director de Quejas. 

e) Los Jefes del Departamento de Averlqua~lones __ Prev~as 

y Quejas quo sean necesarios. 

f) Los /\gentes del Ministerio Pl'.1blico visitadores que 

secan nt}cesarios. 

q) Un Dlrector de Control de Procesos. 

h) Un Sub-Dierotor de Control de Procesos. 

i) Los Agentes del Ministerio Públic:o Investigadores que 

sean necesarios. 

j) Los Agentes del Ministerio Púb!lco adscrito a los Tri 

bunales~ que sean necesarios. 

Ucl análisis del funcionamiento del Minist.crio Pl'.1 

blico se puede concluir que como institución oficial del 

Estado. tiene una gran cantidad de objetivos los cuales 

debo llevar a cabo para garantizar la paz y sequridad so 

cial. Es EJOr ello que por disp0sicioncs constitucionales 

puede actuar independientemente. pero sin indivislbilidad 

de sus funciones para lograr la justicia social y para 

ello su actuación se encuentra regulada por la Constltu 

ción General de Ja Repúhl lea_ .así como la Ley socundarla 

en razón de que siempre deberá regir la legalidad do su 
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ejercicio, advirtiéndose que tant.o la Con~ti t.ución del 

Est;ado Libre y Soberano de México como lét Ley Orqánic:a 

de la PC"ocurudurla General de Justicia del Estado de Mó 

xico son corolario del articulo 21 do lu ConsLltución 

~'cderal. 
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Cl\Pl'l'Ul.O I 11 

LEGISLAClON COMPARl\DI\ 

Por su naturaleza ol hombre es un snr conscicnt.e. au 

tónomo y racional, dotado de voluntnd, dn critorio y de 

l lbre ulbodrlo, que vivie y actúa en un c::limrl social y po 

llt.ico, con tendencia a loqrnr su subsistencia y Ja do 

qu 1 enes dependen de 61, asi como procuri1r el mejoramiento 

de su situación personal y famil Lar; la misma naturaleza 

le ha d0tado de upt:i l:udcs c:urporales y mcnt.alcs adecuadas 

para la realización du esos finalidades. tal cCJmo tas ma 

nos pnra 1;.rabnjar .. la:;; piernas para transladttrse do un 

lugar a otro, la inteligencia en sus distintas manifesta 

clones, la dcsición, el esfuerzo, etcétera, por lo que 

por· su propia naturalczJ el hombre estll facult;ado para 

cjorcerlas con el objeto de utilizar los modios a su al 

canee para su desenvolvimiento y progroso para protección 

do .su vida. La l iberLad, la iqualdad, lu propiedad, lu 

posesión, la educdci6n, el domicilio, el tr·ubJjo y todos 

aquéllos aspectos qut~ unLrana lo vjtlél en soci~dnd; por 

consiguitmt.e hay que rccor1ocer el dercct10 n cndit uno do 
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estos asp~~t~~ y _é_t ·q4e sean· respetados por aplicación de 

las_ re_qlas .. ' ·~~~~~ .C:º-~~-~X~uy~n · 1~ seguridad jur id lea dol in 

tllvlduo. :',' -' 

sterido· ~Í:';~ E;,;tado la formn do organización política 

y - r~~~~di~~~- _d~~o~n-_pucblo o unu sociedad humana, implican 

do el poder, es decir~ los facultades de dicha orqani~a 

ción para qa-ranLizar el orden de derecho mediante su idó 

nea aplicación contra. posibles conLravcncloncs por parte 

de los 1ndlviduos de la comunidad. asegurando asl el 

ordt:n socia 1. 

Sin embargo la potestad suprema del l<!stado, no es 

il imi Lada, sino que está sujetn a restrlccione·s, toda vez 

que el pueblo, siendo el depositario real del poder sobe 

rano, en ejercicio de éste decide dosplcqar su actividad 

suprema dentro de ciertos cauces jur1d1cos que el mismo 

[t;st;.ado crea y que se obliga a no transgredir. se auto 

limita. 

Por ésto sendero, C! muestro lGNl\ClO BURGO/\, sotin 

ne que: "Son los derechos públicos individuales los fue 

torcs o elcment.os en que se concretil la nutol imi tacióri 

popular, ül roputnrlos como diques u obstáculos a la ne 
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tuaci6n arbitrarla e ilcqal de los órganos autoritarios 

por conducto de los cuales se desempena la sobcran1a del 

pueblo" ... "Ahorn bien, direct.n y primeramente, frentu 

a los miemb["OS singulares del EsLodo o gobernados, la nu 

tolimit.:i.ción estatal y Jas limitaciones jurldicas u la 

actuación de las auLoridndes se r·cvelm1 y como ha quedado 

cspecificudo dentro de nucstrn ConsLi tuciún como gar·an 

Lias individuales." (4~) 

De Lal manera las qarnntias de los derechos dnl hom 

brc son las distintas prevenciones que la soberania ha 

impuesto en la Loy Suprema consti~utivn del Hstado llama 

da Consti tuc i 6n Po 11 ti ca de los Kstados Unidos Mcxicar1os, 

como limitaciones y obliqacioncs en la actuación de los 

órganos quburnalivos, para que los propios órganos rospe 

ten y permitan que las personas disfruten y ejerzan 1 i 

brc y eficient.emonte, dentro del marco de las leyes, los 

derechos humanos declarados en la misma ley constitutiva. 

Ocsprendiéndose de lil misma constlt.ueión que por sus 

(~4) t!URGOI\, lganclo. Las U<1rantias Individuales. Edito 
rial Porrúa. Edición 1989. pcígs. 1~>8-161. 
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efoct.os y final ldadus, los numerales cont.enidos en la mls 

mu puedon cln.sificarse en sus prlmoros capitulas cantil: 

nun las Oarantlas Individuales; procediendo en sus titu 

los subsecuentes a la enumeración de las Caruntias Socia 

les que nmpardn la orqani.z.:ición de: ~stado Mexicano en 

su división de poderes; la rosponsabi lidad de los Servi 

dores Públicos del Trabajo y la Prevención Social.. asi 

como qcncralcs de la misma constitución. 

Conviene advurtir, a efecto de cubrir nuestro obje 

tivo, que se considerará el estudio y análisi~ de las ga 

rantlas que amparan en materia penal la seguridad juridi 

ca quo incluyen las que inlcqran la legalidad y los de 

rechos cnpccialcs de Los procesados. las que correspon 

den u Los prQcc<limienLos que se han de seguj r .,nLe los 

Tr ibunalos jud icialcs con motivo do un procuso penal. 

llRTICULU 14. CONSTITUClON FEDllRAL Dll LI\ R~;PUUl.!Cll. 

Con ésta prevención_ la Garantln de Seguridad Jurí 

dicc:1 y \!n al orden que aparece en la Constitución Gene 

ral dr. la República_ está contemplado en el articul~ 14 
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que a la 1!3tr<l dice: "A ninguna ley se le dart1 efecto 

rct.roactivo en perjuicio de personü alguna. Nndie podrá 

sür privndo de la vida de la libertad o de sus propieda 

des, posesiones o derecho~, sino modiante juicio seguido 

anto Jos tribunales prcviament.c establecidos, en el que 

se cumplan las formalidades esenciales del proccdimionto 

y conforme n las leyes expedidas con anLcriorldttd al he 

cho. En los juicios de orden crimini11 queda prohibido 

imponer, por simple annloqlu y aún por mayorlíJ de raxón, 

pena alguna que no esté decretada por unn ley exactamente 

aplicable al delito que se trate. En los Juicios de ar 

den civil, la scntnecia definitivn, deberá ser conforme 

a la letra o a lu intcrprctución jurldicil. de la ley, y a 

fal tu de ésta ::,;e fundará en los principios qonoralcs del 

derecho." (45J 

El articulo 14 constitucional, contiene cuatro fun 

damentHles qarantias individuales que son: La de irrctro 

actividad; la de audiencia; la de lcqal Jdnd en materia 

(4~) C!onst.iLuclón Politfca de Jo~ Rst.ados Unidos Mexicn 
nos. gdituri<.tl Cajicn. !)"1 Edición., p/1gs. l"'/-18. 
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IJel pr·inier párrafo. do l., irretruactivldnd de l<J Jey 

el maestro JCN/\CIO BURGOA. comAntn: ''BJ problema de Ja 

ret.runct.ividad legal se-conoce también como conflicto de 

lc~ycs <?n el t.ir.mpo, o sea, qtJc se t..r·nducc cm la cuestión 

consistenLe on determinar. en pruscnciu de dos leyes. una 

ant.iqua.. que se supone doroqndíl o abroCJadn y ot:ra nuevri 

o v lgnnte, ilCLual. cu.J. l de 1 as dos debe regir a un hecho 

o il un a<: Lo, fenómeno, estado, situación, etc. l!:n otros 

palabras la ret.roactividad legal importa por necesidnd ló 

gica la supervivencia de la ley derogada o dbrognda pnrn 

regular lrl materia sobre la que la ley nueva o viqento 

pretende operur." (46) 

En torno il lo anLer ior, e 1 Lr·at:ad j sla RJ\l•'/\EJ. PEREZ 

PAL.MI\ aduce: "Si la nueva ley no ha do t.cncr car·flcLcr 

obligatorio sino desde la fecha de su promulgación. es na 

turat que sus efectos se proyecten sobre el futuro y que 

sólo por excepción opere sobre el pasado. /\demás si La -

t46) BURGO!\, Ignacio. J,as Carantlas lndiv lduales. l-:d 1 Lo 
ri..11 porrúa. Edición 1989., pág. ~OO. 
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nuuva ley pudl~ra regir o modificnr el pasado, la 11ber 

Ldd, la propiedad, la posesión, y hastu la vida mismu 

del hombre, careceria de las condiciones do seguridad y 

de· establ l idnd que requiere la convivancla y la orqaniza 

clón social. Ue estas ideas nace el principio do la lrt'e 

troactivldad de la ley." (47) 

Como so puede advertir, ln ley :>iemprc miro hncia el 

futuro, porque si se cxtondiese a hechos .111t;crlorns a su 

vigenciü, no habrlu seguridad cm la vida.. ya que el logft; 

lador o el juez podr1un a cndn instunLo int.roduciC' por 

turbaciones en los derechos odquir·idos, y el orden so 

c1nl seria imposible cuando lo más :;aqrudo purn el hom 

brc estuviese sujeto a caprichos del poder. 

gstc derecho L i ene como obl iq;ic: i ón <: l quu Lodu au 

toridad dei Estndo est.á. impedida parH .:ipJ icur una ley re 

troactivamentc en per·Jufcio de alguna persona. 

ConcJuyéndoso.. que oJ principio de J n no rctroactl 

(4'1) PEREZ, Palma l!afacl. Fundamentos Con><ti tunionalos 
del Procedimiento Penal. Editorial Cárdenas. t• Edi 
ción... pf1y. 143. 
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v idad de las leyes, tienen ciertas excepciones, que no lCJ 

desnaturallzÚn, sino que al contrario, lo hace más acamo 

dado a las sanas ideas del Derecho y de justicia, Lada 

voz que las leyes no tienen t:fectos retLoactivos a no ser 

que bencfic ic los individuos o a l., causa pública sin 

per Judicar al deruuho de terceros. Lo retroactividad de 

las lc~ycs es per judicinl y oslfJ. vedada ya que viol.,n de 

rcchos üdquiridos o aqruvan la situación de los hechos; 

pero si la ley aplicada retroactivamentt1 no lastima derc 

chus .. concede garant.1.as o minoc-a procura beneficios. en 

tal excepción debe aplicarse rctroactivamente. 

En el scqundo párrafo del mismo articulo 14 de la 

Constitución General se contempla el derecho de audiencia 

y de este derecho o1 maestro LUIS BAZDRESCll. n!fit~re: 

"Previene que la privación de la libcrtctd, requiere pro 

ccsdmi.ento formal ante un Tribunal previamente est.nblcci 

do. lo cual implica imputación directa, audiencia, oportu 

nidad de dofcnsa y de aportar pruebas, scntuncia Y recur 

sos." (48) 

(48 l Bl\ZURESCll. Luis. Garantins Consti tuc lona les. Ed 1 to 
rial Trillas. J• Edición .• plg. 88. 
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Ello·4.~l()re deCir que 'por regla general todo qober 

nndo f~<>nC., a c~~_lqu'J,oC':' u,;ti, >de ~;¡toridad 
~;' ,. -. ~o·.-: _. , -: -- ·: -.. '. que importe 

privaclón de IIL_9J1lc;- de -- fos'-lil.enes Jur!dicos tutelados 

o por 

tunidndes defensiva$ 'y probatorias antes de que Be reali 

co cualquier clcto privativo de sus gnrantlas. 

La qnrantla do audiencia es una de las mils importan 

tes dent.ro de cualquier régimen jurldico, yo que: impl icil 

la principü l defensa de que dispone todo qoberr1ado fre11 

te a actos del poder públ leo que t.iendan a privnrlo de 

sus más caros derechos y sus más preciados intereses. 

~l precepto consLiLucional a cstuc.Jio especifica cua 

tro garantias de seguridnd jur1dica qun son: r-:1 juicio 

previo al acto de privación; que dicho juicio so slqo 

ante Tribunales pruviümcnLc cslablccidos; r.l cumplimiento 

o la observancia do las formal idadcs procesales esencia 

les y la <losici.ón jurisdtccionanl ajustada il las leyes 

viqunl<~s con c.1riLclación a la causa que oriqine el Juicio; 

formé'indo8e la garuntia de <-1udicnciu de lo conjtJncibn jn 

di spons;1bJ e úe 1 clS mm t.ro ci rcunsaLanc i ns ant.cu dcscrl tas. 
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no igual manern :-m contempla' que ·los bienes ju_ridi 

cos t.uLe t ados po'I-· -fa -¡1a~a~t~{-a- d~-,-,uid terii:rJ'.-t Pu~<lün~~~~cS~n\1 t·_'­

se nn -los slg\J.f~-~~toS-~-\á---viCú1.- - _1ñ-::-11~~rt~d~ .o:in Prcipledád,_ 

ld pososi6n y los derechos del gobernado. 

lln.i ve.:~ cst.-1blecido el cri t_crlo que se pldsmn un la 

q¡1rantia do nudiencia. es lmporlnnt<! sei"ialar, que do la 

mi~md CunsLiLuci6n Ucnnrul de l.1 HcpUbllcu se ;itlviorte 

una lJ>.eupcíór1 u dicho q.:ir.::mtia. (:n el s<~nt.idu de quo la 

Sl1J¡Jrnmn L:oc Lo do JusLicia est:.ablccc quo no rigo lu qurun 

LiH prcviil audicnci.il en maLoria de expropiación cuando 

se .:lpl ique el articulo 33 ConsLlLucionnl par;i, que los ex 

t.nm jcroH pu~:d.:in ser· expulsados dol poi~ SLr\ juicio pre 

viu y en mat.ccin fisc.:il cuando se hncc valor la facultad 

ccon<Jmic:o t:Odt:tiv<1 conocida en nuc~Lra 1f!CJislaci6n como 

el procodiml(mt;.0 de.: ojecuclón. 

l.%; .:Jsi comtJ el lercer púrrafo del articulo 14 de la 

Const.iLuci6n 1.-~cderal, se puedo resumir: l!:ri los juicios 

do c>I·den criminnl queda prohibido imponer por simplo una 

loq1.1 y aun por muyorln de raz6n pcn.1 alqtJnn qw~ no c;st.é 

docr<:t.n.du por unu ley oxactament.c aplic...iblo nl dnlll.~• 
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que so trate. Para~muchos-~est~ no ~s ~tra cosa que la 

t.lpicldad. 

Al respecto manlflest.a el maestro JULIO ACERO: "En 

materia penal no caben transacciones, condenaciones por 

meros principios de derecho. Nuestro8 sistemas clásicos 

horrorizados anLe el temor de las urbitrariedados de los 

jueces, han implant.ado en el extremo contrario, la mfis 

minuciosa y delestablc tiranla de la ley, con todas las 

consecuencias del exagerado casuismo aprioristico. Son 

inumerul:iles la~ restricciones que se imponen asi el cri 

terio y conciencia del juzgador limitado en tal modo su 

libertad y su responsabilidad, que casi, en muchos casos 

to convierte en autónoma empujfindolo por el sendero 

t.rlllado y limitado del caso legul independiente del ca 

so humano que c6nstituye ln realidad dol sujeto. . "Na 

dio puede ser castigado sino por hechos previstos y ca 

lificados de antemano por la Ley como delictuosos, aun 

que tales actos constituyen la peox; inmoralidad o 

demuestren la más grande temibilldad y amenaza social 
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de su autor ... 11
; (49) 

IGNACIO BURGOA, refiere: "Toda ley tiene un deter 

minado objeto de regulación, el cual está constituido 

por el hecho, acto o situación jurldica que norma. Por 

virtud del carácter de generalidad de una regla de dere 

cho en sentido mat.erlnl, la normaclón que ésta establece 

se extiende a todos aquéllos casos concret.os entre los 

cualus exista una relación de identidad,. o mejor dicho, 

de semejanza absoluta. Una ley se aplica pues, a dos o 

más hechos, actos relacionados o situaciones exactamente 

iguales en subStancia, sin que en ésta aplicación pueda 

hablarse de analogía." (50) 

La Constitución prohibe que haya imposición de penas 

por analogia o por mayoria de razón; por analogia se re 

ficre a que Junto a la hipótesis normativa que define el 

delito no existe pena decretada, por lo que se podrA im 

poner al autor del delito alguna sanción pena 1 parecida 

(49) ACERO. Julio. El l'rocedlmiento Panal en México. 
Editol"lal. Cajica. 6> Edición., pág.129. 

(50) BURCOA, Ignacio. Las Garantins lndividuales. Edito 
ria! Porrúa. Edición 1989., pág. 570. 
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al tipo pepal que infringió, pues por analogia debemos 

entender similitud o semejanza en la hipótesis que dofi 

ne el delito; por lo que la Ley Suprema establece que la 

pena debe decretarse exactamente al delito que se trate, 

y etlo nos dá a entender que la tlplficaci6n de la con 

ducta no trae aparejada conjuntamente la sanción que le 

corresponde; en estos casos no podrá imponerse penalidad 

alguna. 

De lo anterior, concluimos que el delito para ser 

tal necesita estar defendido o tipificado en la ley, pe 

ro mAs conjuntamente con la descripción de una conducta, 

el tipo penal trae aparejada la sanción que le corres 

pande. 

f'inalizando con el análisis del articulo 14 de la. 

Ley Fundamental de la garantia de legalidad en materia 

jurisdiccional civil, se debe entender que alcanza a cual 

quier resolución jurisdiccional dictada en un principio 

jurisdiccional (y siguiendo el criterio del maestro IG 

NACIO BURGOAl. a toda materia jusrisdiccional a excepción 

de la penal, y establoce como exigencia que debe cumplir 
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la autoridad que la pronuncie en que tal dosición so ci 

nan a la leCra de la ley aplicable al caso del que se 

trnte o se base en la interpretación juridica de la mis 

ma. Est.a prescripción constitucional excluye en cualquier 

materia a la costumbre como fuente do las resoluciones 

jurisdlccionules, conforme a olla sólo en las leyes es 

critas debe apoyarse y a falLa de éstas en los principios 

generales del derecho. 

V para una mejor acepción del último párrafo del 

precepto constitucional en cuestión MllRGARITA HERRERA OR 

'l'IZ, senala: "En dicho p~rrafo sólo se hace mención ex 

presa a La materia civil, pero su aplicación debe enter 

se para Ladas las materias procesales, con excepción de 

la penal, que está regulada en el p6rrafo tercero del 

mismo arLlculo. 

*Por lo tanto se establece que las sentencias en ma 

teria civil deben dictarse. 

* Conformo a la letra de la ley o sea al sentido gra 

maLical que su redacción indique, cuando la lileralidad 

de sus términos no den lugar a confusiones. 
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* Si la ley no es clara, conforme a su interpretación 

juridica. Por lo que si la redacción es obscura o impre 

cisa, entonces la ley deberá ser interpretada por la au 

toridad que designen, so buscará describir el sentido 

qur tuvo el legislador al crear esa norma pero nunca cam 

biar en forma total el esplritu del precepto (esta es la 

función de la jurisprudencia). 

* A falta de ley, conforme u los principios generales 

del der~cho. Entendiéndose que se recurre al conjunto de 

reglas que se obtienen a través de la inducción por eI 

análisis del sistema juridico mexicano." (51) 

ARTICULO 16 DE LA CONSTI'l'UCION GENERAL DE LA REPUBLICA 

Al anAlisis de éste articulo sólo nos adentraremos 

a los principios de orden cons~ilucional que rigen en el 

procedimiento penal, es asi que partiendo do la expre 

sión literaria del mencionado articulo que a la letra 

dice: "Nadie puede ser molestado, en su persona, familia, 

(51) HERRERA, Urtiz Margarita. Manual de Derechos Huma 
nos. Editorial Pac. lº Edición .• págs. 142-143. 
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domicilio, papeles y posesiones. ~in•1 en virtud de manda 

miento uscrito de la autoridad competentt! que funde y mo 

tivc la causa leqal del procedimiento. No pod~á librarse 

ninguna orden de aprehensión o detención .. sino por lu au 

toridnd judicial. sin que proceda denuncia, acusu.ción o 

querella de un hecho determinado que la ley castique 

con pena corporal, y sin que estén apoyadas aquélla~ de 

claraciones, bajo protesta, de persona digna de fé o, 

por otros datos que hagan probable la responsabilidad 

del inculpado.. hecha excepción de los casos de f laqante 

delit.o en cualquier persona puede aprehender al dclincuon 

ce y a sus cómplices poniéndolos sin domara n disposi 

ción de la autoridad inmediata. Solamente en casos ur 

qentes, cuando no haya en el lugar ninguna autoridad ju 

diclal. y tratándose do delitos quo so persigan de ofi 

clo. podré la autoridad administrativa bajo su más estre 

cha responsabilidad. decretar la detención de un acusa 

do. poniéndolo inmediatamente ~ disposición do autoridad 

judicial. En todo orden de cateo, que sólo lo autoridad 

judicial podrá expedir y que será escri 'ta~ se expresará 
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el lugar q.uc ha de inspeccionarse, la persona o personas 

que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, 

n lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levan 

tándosc al concluirla una acta circunstanciada, en pre 

sencia do los testigos propuestos por el ocupante del lu 

gar cateado o en ausencia o negativa, por la autoridad 

quu practique la diligencia. (!12) 

En rclaclón al articulo 16 de la Constitución Fe 

deC"al. el maestro IGNACIO BUH.GOA nfirma: "El articulo 

16 de nuestra Constitución es uno de los preceptos que 

imparten mayor protección a cualquier gobernado, sobre 

todo a través de la garan~in de la legalidad que cansa 

~ra. La cual. dadas. su oxtcnsi6n y efectividad Juridi 

ca, pone a la persona a salvo de todo acto de mera afee 

tación a su esfera de derecho que no sólo sea arbitra 

rio, es decir, que no sea basado en norma legill alquna, 

sino contrario a cualquier precepto, lndopendientemente 

(52) UNIV~KSIDAD AUTONOl'll\ DE MEXICO. Constitución Po 
litica de los Estudos Unidos Mexlcunos. México 
1965.. pág. 41. 
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de la jerarqu1a o naturaleza del ordenamlent.o u que és 

te pertenezca. Es por ello por lo que, sin hipérbole, 

se pueda afirmar que el alcance ampl lamente protector 

del articulo 16 constitucional, difícilmente se descubre 

en ningún sistema o régimen jurídico extranjero, a tal 

punto, que nos es dable aseverar que en ningún otro, 

pais el gobernado encuentra su esfera de derecho tan ti 

bremente preservada como en México, cuyo orden juridico 

total, desde la Loy Suprema hasta el más minucioso ro 

glamcnto administrativo su mfls of icaz tutela en las dis 

posiciones implicadas en dicho precepto." (53) 

En tal consideración, el urt.iculo 16 de la Constitu 

ción Federal y los diversos principios que enuncia, se 

refieren los medios de cohersión personal de que las au 

toridados. y más correctamente el Minlslcrio Público Y 

los jueces, se han de valorar y con la finalidad de evl 

tar, por una parte. que.el delincuente ponqa obstáculos 

a la nvcriquación. ya sea desvirtuando los hechos y di 

(53) BURGO/\, lgancio. Garantias Jndividuules. IM!tc,rial 
Porrúa. 21• Edición., púg. 583. 
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ficultando la investigación. ocultando los objotos del 

delito, poniéndose de acuordo con sus cómplices, amena 

zando a los tcst1gos, u ocul t.ándose o huyéndo, para clu 

dir la acción de l~ jusLicia, en una palabra, para evi 

tar que las leyes penales puudnn tener plena il.Pl icución,. 

es decir, para que la just.iciu sea hecha. 

Ahora bien todos los actos de autoridad quo produz 

can al gobernado entendiéndose tanto personas físicas co 

mo morales, una molcst.ia en su persona, familia, domici 

lio, papeles y posesiones, deberán ser por escrito, s~ 

tiene que comunicar o dar a conocer a los afectados, 

ademús la autoridad que realice el acto, deberá tener 

facultades expresas en una norma jurídica, asi como tam 

bién el acto dcborá estar previsto en una ley; por lo 

quo al adecuar la norma juridÍcn al caso concrelo en don 

de se va a operar el acto de molestia~ la autoridad que 

lo expida debe do aducir los motivos que jnstif iquen la 

aplicación correspondienLe; es nst que dicho acto de au 

toridad deberll ser por escriLo conteniendo su motlvnciórt 

y fundamentación legal. 
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En cuant.o a la orden de aprehensión o det.enciún de 

una personn, establece los requisitos quo debcriln reunir 

se para tal fin. como son: 

La autoriddd judicial que expido una orden de aprehen 

si.ón. debe ser competente, esto os, debe csL.:ir facul t.a 

da exprcsumente en una loy para intervenir en el asunto 

respectivo. además toda orden de ~prchensión debe cxpre 

sar su íundamento, lo que significa que debo invocar el 

precepto legal que establezca unu pena corporal para el 

hecho que la motive, as1 como los preceptos procesales 

que autoricen su expedición, de igual manera debe expre 

sar su motivo. o sea el razonamiento, que en apoyo en 

constancias concretas de la averiguación establezca la 

probabilidad de que la persona que so manda aprehender 

tenqa o haya tenido en ol hecho que se le imputa dcter 

minada participación que sea causa de responsabilidad pe 

nal conforme a las prevenciones de la ley represiva. 

Teniendo la preexistencia de la denuncia~ manifestu 

ción que proviene de un partlcular sin interós directo 

en el asunto, lJ de un funcionario público que por razón 
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de sus fun.ciones tuvo conocimiento del hecho de que se 

trata; la querella, la formula la persona pnrticular di 

rectamente afectada y la acusación emana precisamente 

del Ministerio Público en virtud de los datos o elemen 

tos que le haya proporcionado el denunciante o el quore 

llcnt..e o de los que él mismo se haya allegado directamen 

Lo o a través de la policia y asi poder determinar si 

el hecho a que se refiere justificar proceder a su inves 

tigación, para definir con exactitud su calidad lognl, 

o en su caso, los autores y demAs participes que debañ 

responder a ese hecho y on consecuencia decidir si hace 

la acusación respectiva mediante el ejercicio do la ac 

ción penAl y solicitar la aprehensión del inculpado. 

La función del titular del órgano jurisdiccional 

previo el estudio de la nverlguación respectiva on la 

que deben obrar uno o más testimonios rendidos bajo pro 

testa de decir verdad por persona digna de f6, es decir 

las caracteristicas personales y sociales, que lo haqan 

idóneo asi como en la verosimilitud de sus afirmaciones 
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de dicho testimonio ya seil singular y el cual deberá es 

tar apoyado con otros datos que permitan la exacta iden 

tldad entre las circunstancias esenciales del hecho y 

las descritas en el respectivo tipo legal que le corres 

panda una sanción de pena corporal y de lo anterior ha 

gan probable la responsabilidad penal del inculpado para 

liberar la orden de aprehensión respectiva. 

Por lo que hace a que solamente en casos urgentes 

cuando en el lugar no haya autoridad judicial. el 

tratadista RAFAEL PEREZ PALMA, e><ponc lo siguiente: "En 

éste párrafo el mandato constitucional nu ticno aplica 

ción en México, ya que no existe población en la que no 

haya oficina del Ministerio Público, de la policia Judi 

cial o de quienes haga sus veces. Se ref icre pues, a lu 

gares, de menor catcgoriu paliticn en los que se suele 

no haber sino autoridades administrativas, Lales como 

Presidentes Municipales, Recaudadores de renta u otros 

cargos semejantes. Eslos funcionarios aún siendo de ba 

ja catcgor.ia, para delitos de los que se pcrs igucn de 

oficio, constitucionalmente están fc..tcultados exclusiva 
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mente para proceder a la dotención de un acusado, si se 

trata de un caso urgente, pero habrá de ponerlo inmedia 

tamcntc a disposición del Ministerio Públ leo, denuncián 

dale del hecho de que se trate, para que se traslade al 

lugar y pl'occda conformo a sus ntrlbuciones." (~4) 

Hs asi como queda explícitamente tratado el párrafo 

correspondiente. 

Por último, en lo referente al cateo, MARGARITA HE 

RRERA ORTIZ, manifiesta: "El cateo es el registro o ins 

pección de lugares con el fin de dcscuDrir ciertos obje 

tos para evidenciar determinadas circunstancias, para a 

prehender algún sujeto o tomar posesión de algún bien y 

senalando como los requisitos de éste principio nos se 

nala cuatro, que son: El cateo debe emanar de una auto 

ridad judicial; dicha orden ju~icial de cateo debo cons 

tar por escrito, el cual jamás debo ser general, sinÓ 

que en la orden escrita se lo deberá senalar, conc1~eta 

mente porqué se otorgó la orden judicial de cateo, para 

(54) PEREZ, Palma Rafael. Fundamentos Constitucionales 
del Procedimiento l'enal. l" Edición. Méx. 1974. p.182. 
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qué lugar, o bien a qué persona, es~á dirigido; la auto 

rldad que practique o ejecute la orden do cateo, tiene 

la obligación de que una vez concluida la diligencia se 

deba levantar el acta circunstanciada en presencia de 

dos testigos." (55) 

Luego entonces la orden do cateo sólo puede ex 

pedirla un juez o Tribunal y tiene como finalidad inspec 

clonar algún lugar. aprehender a alguna persona o buscar 

alqún sujeto, debiendo la orden respectiva precisar el 

sujeto y la materia de cateo. 

ARTICULO l'/ DE LA CONSTITUCION GENERJ\L DE LI\ REPUBLICI\ 

El articulo 1'7 de la Consti Lución ~'edcral, a la le 

tra dice: 11 Nadie puede ser aprisionado por deudas do ca 

r-ácter puramente civil. Ninguna persona podrá hacerse 

justicia por si misma, ni ejercerá violencia para recla 

mar su derecho. Los Tribunales estarán expeditos para 

administrar justicia ert los plazos y términos que fije 

{5!>) HERRERA. Ortiz Margarita. Manual do Derechos Huma 
nos .• pág. 153. 
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la loy; su servicio será gratuito,. quedando· en consccuen 

ciu, prohibidas las costas judiciales.~ (56) 

En su primera parte dentro de nuestro actual Derecho 

ha quedado abolida la Prisiún por deudas puramente ctvi 

les; habida cucnl.a que t.oda deuda civil contraid;1 con el 

pleno consentimiento dcJ acreedor y del deudor,. es un he 

cho il1cito y que la fnlta do cumplimiento por parte del 

deudor no cumbia la naturaleza civil de su obligación,. 

de cuyo cumplimicnl.o deben responder- sólo Jos bienes del 

deudor, mas no su persona. 

l\ mayor cntendimlcnLo, el maestro lGNACIO BURGOA,. 

con referencia a la primera part.e del nrt.iculo aludido 

dice: "De acuerdo con éste precepto,. solamente un hecho 

reputado por la ley como delito puede sor considerado co 

mo tal y, en consecuencia, sea .::;ucepti.ble de sancionarse 

penalmente. Por ende una deuda proveniente de un neto o 

relación juridico!;; civiles en si mismos, esto es, no es 

(~6) Const.1 tución Pal it.ica de~ los Bstados Unidos Mexica 
nos. Univcrsidnd Nacional Autónoma de México. Mé 
xlco 1965., pág. 45. 
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timados p·or<· fa: J~y ~·c~m~'; .. d~.(ictti00SO~· .. -:. no :·pue·d¿- ·.<:~grar una 

sunción penál ;¡~~~ó ·~~ p;l~aci6;; do ia libert~d); ya qúu 

ósta:,· -s~:~·-~~~~~~y-~:~:-~-~~--~.J:~ci~;~~:~<~~1~i.i~~;~ :.~~-~e~:~~~-~!~-- a los hecho 

~~CPl:l~-~d§K~~ '.i~··g-~-·~i~;J~~~~ --~~¡~-~-~-~ tales~_ De la-qarantia de 

~~,~~~~ji~:~~x:~~~~-- ,'trata,. el gobernado· deriva diLectamcnLe un 

hcCho sllbjet i vo. p(lb l ico, consistente en la facul tnd de 

oµoncrse jurldicumentc a cualquier autoridad estatal que 

pretenda pr 1 var lo de su l ibortad a virtud de una deuda 

civil contraida tl favor de otro sujeto. . (5?) 

Es asi como atendiendo a dicha garantia todo indi 

viduo ustá protegido a la sanción de una pena corporal 

cr1 tanLu el hecho sea por una deuda civil y no incurra 

en responsabilidades que scnnle el derecho como infrac 

ciún la ley penal. 

l•:n la segunda parte del arLiculo 17, d[l la scguri 

dad de que las controversias scrttn resueltas por los Lri 

bunales y expresamente prohibe las actividades de los 

pilrt lCUI ur·es tendí entes a que prevalezca su derecho fren 

(!:>'/ J BURGO/\, Ignacio. Las Garanttas Individuales. Edi Lo 
rial. Porrúa. México 1989., pflg. 628. 
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te al de otro, sin la intervención de los Tribunales; 

no puede hacerse justicia por su propia mano, y por tan 

to todos los individuos deben someter a la designación 

de los tribunales la certeza, la efectividad y el alean 

ce de sus derechos en conflicto a fin de que el obligado 

sea compelido a cumplir por un órgano jurlsdicaional y no 

personalmente por su contrario. 

Este precepto alude a la evolución del derecho que 

en su etapa primitiva se inicia con la venganza privuda, 

la ley del Talión. etcétera. hasta llegar después do mu 

chus siglos a la era moderna, en que el Estado concreta 

la facultad do administrar justicia en órganos especiali 

zados, los tribunales, atribuyéndoles potestad para ello 

jurisdicción y competencia, funciones que se hallan re 

gidas, organizadas y controladas por la ley. 

A manera de conclusión podemos citar el criterio del 

tratadista RAFAEL PEREZ PALMA, quien dice: "El Estado pa 

ra que no se rompa la paz y la tranquilidad pública asu 

me ln responsabilidad, dando facultad n todo aquél que 

hubiere menester de elltl, que acuda ante ellos a solJci 
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tarta. La obligación del Estado para impartir justicia 

y el derecho de los particulares para solicitarla, son 

funciones correlativas, de manera que la administración 

de justicia no es un favor, ni una merced ni una grn 

cia de que ul F.stado conceda sino una obligación que de 

be satisfacer gratuita, pronta y eficazmente. Por su par 

te los individuos tionon el derncho de exigir de las au 

toridades judiciales su intervención cuando tengan neco 

sidad do ellas, para que sea impartida la justicia que 

solicitn." (58) 

De tal evidencia los Tribunales habrán de encargar 

se do impartir justicia de manera rápida y gratuita; rá 

pida porque deberán sustanciar y resolver los juicios de 

que conocen dentro de los plazos y términos legales, a 

demás de que deberán tener presente de que justicia que 

no es pronta no es justicia; gratuita merced que la su 

presión dcflnitiva de Las costas judiciales. 

(56) PEREZ, Palma Rafael. Fundamentos Constitucionales 
del Procedimiento Penal. Editorial Cárdenas. t• E 
dición., pág. 199. 
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l\RTICULO 18 DE Ll\ CCJNSTITUCION FEDllRAL DE Ll\ l\EPUBL1Cl\ 

Hs de prevenir que 131 análisis de éste precepto cons 

titucional versará única y exclusivamente a su primer pá 

rrnfo, en virtud de que el objetivo que se prE:~t;endc al 

canzar, lnt.creresa l.a materia penal y de alq:una manera 

alcanzar la finalidad sin que se pierda el lector en la 

inmensidad do temas que abarca el Derecho Mexicano. 

Es nst que delimitando el estudio de lo previsto en 

dicho precopto constitucional sólo nos avocaremos a los 

siguientes: "Sólo por delito que merezca pena corporal 

habrá luqar a prisión preventiva. El sitio de ésta so 

rd distinto del que se destine para la extinción de las 

penas y estarán complet.amente separados .•• 11 (59) 

Dicho mandamiento constitucional autoriza lo prl 

si6n preventiva exclusivamente con moLivo de delitos que 

merezcan pena corporal. pues como ya indicamos al tratar 

(59) Const.it.ución Polit.ica de los Est.ados Unidos Me><ica 
nos. Universidad Nacional Autónoma do México. M6 
xico 1985 .• pág. 46. 
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de la parte del arLiculo 16 referente a la aprehensión, 

es absurdo mantftner en prisión quien, aunque pueda resul 

Lar culpable, no serA sancionado con restricción de su 

libertad. El propio art:lculo 18 01·dena la soparación en 

las pr isionos de los preso!; meramente procesados y Los 

sentenciados... por cierto respeto a la dignidad personal 

de los pr {meros, en prevención de la pos i bi l id.:1d do que 

resul~en inicentes. 

El ·maestro RAFAEL PEREZ PALMA esc~ibe: "La prisión 

preventiva, se ha definido como el estado de privación 

de libertad que el órgano Jurisdiccional impone al pro 

cesado durante la substanciación del proceso a fin de a 

segurar la actuación efectiva de la ley penal ... es 

'pues la prisión preventiva, una medida, una providencia 

que debe decretar el órgano jurisdiccional con un doble 

propósito; alejar el peligro de que el procesado aluda 

el juicio y la probable sanción que so le imponqa en ca 

so de ser culpable y por otra la de facilitar la actua 

ción de la ley. pues de no eslar el reo presente, la con 
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tinuación del proceso será imposible." (60) 

Allanándonos al anterior criterio se puede entender 

que prisión preventiva no procede de una resolución res 

pecto de la cual se considera a una persona como respon 

sable por la comisión de un delito, sino que es conso 

cuencia de una orden judicial y corresponde desde el mo 

mento en que el sujeto es aprehendido o puesto a dispo 

siclón del Juoz competente hasta que se dicto el auto 

de libertad en su caso, y si no se prolonga hasta que 

se dicta la sentencia y cause ejecutoria en el juicio 

correspondiente. 

De la primera parte del articulo en cuestión se puc 

de deducir que la prisión preventiva no es una sanción 

que se impone al sujeto, como consecuencia de la compro 

bación de la plena responsabilidad en la comisión de un 

delito, sino que es una medida de seguridad establecida 

en la propia constituclónr que dura mientras el indivi 

duo estA sujeLo a la plena comprobación del delito que 

(60) PEREZ, Palma Rafael. Fundamentos Constitucionales 
del Procedimiento Penal. 1• Edición .• pág. 209-210 
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se le imputa o sea hasta que se le·dicte la sentencia e 

jecutoria. 

Haciendo la distinción correspondiente en que la pri 

sión como pena privativa de la liberlad proviene de una 

sanción que se impone al sujeto en una sentencia ejucu 

toria, como resultado de haber sido comprobado mediante 

el proceso penal su plena responsabilidad en el delito 

que se le imputa. 

Como consecuencia ambas medidas esencialmente son 

diferentes, por lo que la Constitución exige eKistan di 

ferentes condiCiones de reclusión. 

ARTICULO 19 DE LA CONSTITUCION FEDERAL DE LA REPUBLICA 

El precepto legal invocado, dice: "Ninguna doten 

clón podrá exceder del término do tres dias, sin que se 

justifique con un auto de formal prisión, en el que se 

expresará: el delito que se imputa al acusado; los ele 

montos que constituyen aquél, lugar, tiempo y circunstan 

cias de ejecución; y los datos que arroje la averigua 

clón previa, los que deben ser bastantes para comprobar 
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el cuerpo del delito y hacer probalbe la responsabilidad· 

dol ucusado. La infrncción de esca disposici_6n hace res 

ponsab1c a la auLoridad que ordene la detención o la con 

~lenta, y a los agentes, mlnistros, alcaldes o carcele 

ros que ln cjccuLon.'' 

"'recto proceso so seguirá por el delito forzosamento 

senalados en el auto de formal prislón. Si en la secuc 

la de un proceso apareciera que se ha cometido un delito 

distinto del que se porsiguc, deberá ser objeto de acu 

saclón sopara sin perjuicio de que después pueda decre 

tarso la acumulación si fuera conducente. 11 

''Todo mal tratamlcnt;o en la i1.prchensi6n o en las pri 

sienes, ~odn molestia quu se infiera sin motivo legal, 

Lada gabcln o contribución, en las cárceles son abusos 

que serán corregidos en las leyes y reprimidos por las 

autoridades." (61) 

U.:sta di~posición const.i t.uc iom1 l establece di. fercntos 

prohibiciones, obliqaciones y requisitos en relación con 

(61) Const:.iLuuión Pol iLica de los t<:st.ados Unidos Mcxica 
nos. U.N.A.M. Edición México 198~ .• p6q. 49. 
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la detención preventiva del inculpado, todos Jos cuales 

representan otras tantas qarnntias del acusado en mate 

r1a procesal penal. 

1'alcs pr-ohibiciones, obligaciones y r-equisitos estlm 

destinados a normar la conducta tanto de la autoridad ju 

dicial encargada de ordenar la detención preventiva del 

inculpado, todos los cuales representan otras tantas ga 

rantias del acusado en materia procesal penal. 

Ta~es prohibiciones, obligaciones y requisitos es 

tán destinados a normar la conducta tanto de la autori 

dad judicial encargada de ordenar la detención preventl 

va del inculpado, como do aquéllas que tienen a su car 

go la ejecución de esta medida cautelar. 

Este precepto al tiempo que prohibe mantener date 

nlda a una persona por más de tres dias, sin que dicha 

detención quede justificada mediante un auto de fonnal 

prisión, describe una serie de requisitos o exigencias, 

tanto de fondo como de forma, para que proceda la expe 

dición de dicho auto, en tanto que titulo justificativo 

y confirmador de la detención que deba prolongarse por 
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más do tres dias; por lo que se refiere a los requisitos 

de fondo el articulo que comentamos prescribe que no po 

drá dictarse ningún auto de formal prisión sin que exis 

tan datos suficientes para comprobar la existencia del 

delito y para hacer probable la responsabilidad del in 

culpado. 

Es decir la causa probable de responsabilidad o la 

posible responsabilidad del individuo debe tenerse por 

comprobada cuando existan indicios o sospechas y los da 

tos suficientes ·para tener por comprobada y hagan presu 

mir racionalmente la intervención del inculpado en la ca 

misión del delito que se le imputa. 

Por Jo que toca a las exigencias de forma, este pre 

cepto constitucional establece que el auto de formal pri 

sión necesariamente debe expresar primero el delito que 

se le imputo al acusado y sus elementos constitutivos; 

segundo las circunstancias de ejecución de tiempo y de 

lugar y tercero de los datos que arroje la averiguación 

previa. 

También dicho articulo prohibe cambiar arbitraria 
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mente la naturaleza de un proceso, ya que éste debe se 

guirsc forzosamente por el o los delitos seftalados en el 

auto de formal prisión. 

Disponiendo en el ültimo pfirrafo de dicho numeral 

enfáticamente los maltratos o molestias del inculpado; por 

lo que las numerosas y diversas qarantlas que protegen 

al inculpado do la violencia, los malos tratos o cual 

quier tipo de agresión fisica o psicológica se encuen 

Lran deseminadas en diferentes disposiciones constitucio 

na les. 

Respecto al articulo 19 constitucional MARGl\RITI\ HE 

RRERI\ ORTIZ, arguye: "El articulo 19 garantiza que la 

privación de la libertad será breve pues da un término 

inaplazable de tres dias contados a partir de que la por 

sana es detenida, para que ésta rinda su declaración pre 

paratoria y so resuelve, si dicta auto de formal prisión 

o es puesta en libertad por falta de mbritos. 

Como consecuencia el auto de formal prisión viene a 

constituir una determinación judicial sumamente importan 

ce ya que con 61 so pone fin a la privación de la libcr 
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tad o se dará inicio a la prisión preventiva, para que 

el proceso siga su curso por el delito imputado. 

Aqui también se establece la responsabilidad, respoc 

to a las autoridades ordenadoras como a las autoridades 

ejecutoras, cuando ordenen o ejecuLon, un auto de formal 

prisión que no reúna todos los requisitos que en dicho 

articulo se especifica, Jo cu~l se hace tomando en cuen 

ta que el auto de formal prisión es una resolución pro 

visiona! que afecta la libertad personal y que puede va 

riarse en el curso del proceso de acuerdo a una serle 

de elementos que se alleguen al juez. 

Por lo que respecta a la prohibición do variar la 

clasificación del delito por el que se está siquiendo el 

proceso, no se esta refiriendo al tipo penal, sino a los 

hechos materiales los cuales no pueden variarse dentro 

del proceso, pues si se permitirá, el procesado no po 

dria tener una defensa adecuada, ya que él enderezarla 

su defensa a ciertos hechos concretos y determinados y 

no respecto a otros que seguramente desconocerla, por e 

llo so exige: "Que si en la secuela do un proceso apa 
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rociera que se ha cometido un d"'etito distinto del que se 

persigue, ~eberá ser objeto de acusación separadu". Ló 

glcamentc en dicho precepto cualqui~r maltrato .. tanto r•1s 

pecto al acto de aprehensión, como respecto a las prisio 

nes, pues esto seria denigrante y ofensivo, adcmlls de 

altamente antctorio contra la dignidad de la persona, 

que os uno de los valores más protegidos por los derc 

chos humanos." (62) 

ARTLCULO 21 DE LA CONSTlTUCION GENERAL DE LA REPUBLICA 

Por lo que hace a esta garantfa constitucional sÓ 

lo nos avocaremos al estudio de su primera parte, la cual 

se traduce: "La imposición do las penas es propia y ex 

cluslva de la autoridad judicial. La pcrsecusi6n de los 

delltos incumbo al Ministerio Público y a la Policia Ju· 

dicial. la cual estará bajo la autoridad y mando inmedia 

to de aquél. . (63) 

Siendo uno do los preceptos de 1~ ley suprema que 

(ó2j llERRhRA, Ortiz Margarita. Manual de Derechos Huma 
nos. Editorial Pac. i• Edición.. páqs. 171-173. 

(ó:l) Constitución Politicn de los Estados Unidos Mexi 
canos. U.N.A.M. pñq. 54. 
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sirve de base fundamental par.a alcanzar el objetivo del 

presente est.udio y el cual ya Arlt:eriormente se ha murca 

do en sus principios hemos de tratarlo en términos gene 

rales.. en razón de que en lo subsecuente profundizaremos 

en su esquema respecto de su alcancH dentro de la udmins 

tn1ci6n de justicia. 

~n esto sentido el tratadista MARIANO CORONADO. sos 

tiene: ·~L principio de la división de poderes adoptado 

en todas las constituciones modernas, hace que se enea 

miende exclusivamente al judicial la aplicación de las 

penas propiamente, es decir, del sufrimiento de la ley 

impone por la comisión de un delito .. previa la tramitación 

legal y conforme a sentencia razonada y fundada. Pero 

hay otros castigos, que sólo impropiamente se consideran 

como penas, más bien son corr~cciones, las cuales pueden 

aplicarse por las autoridades politicas o administrati 

vas. No obstante es preciso observar que en estos casos 

no ejerce la autoridad funciones judiciales; sino única 

mente emplea sus atribuciones en conservar el orden y la 

disciplina tocante a quéllas leves infracciones que no 
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serla necesario ni posible llevar al conocimiento de los 

Jueces.• {64) 

Entendiéndose como autoridad judicial, aquélla que 

desde el punto constitucional y lcqal pertenece al po 

der judicial bien fedoral, bien lor..11 y que desempena fun 

clones Jurisdiccionales, ya que la imposición de las pe 

nas, o sea la sanción que se impone dentro de un proce 

dimiento penal, que se haya realizado en todas las fuses 

del proceso y podrá realizarse al dictar la sentencia; y 

en la sentencia sólo se puede decr~tar después de haber 

concluido el proceso. 

V en relación a la persecuc l.ón de los delitos por 

parto del Ministerio Público y la Policia Judicial, sien 

do la médula espinal de la finalidad de 6ste trabajo, so 

puede advertir que la función del Ministerio Público es 

inminentemente persecutoria de los delitos cometidos o 

de aquéllos cuya ejecución se encuentra en un qrado pu 

(64) COHONALJO, Mario. Elementos del Derecho Constitucio 
nal Mcxicnno. U.N.A.M. Móxico 1977., pág. 61. 
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nible de conformidad con el Código Penal. 

La acLividad del Minist.erio Público se puede adver 

tlr dividida entre In función investigadora y In función 

persecutoria; en la primera corresponde probar la exis 

tencia del delito mediante la comprobación de sus clem 

entos constitutivos# el descubrimiento de los responsa 

bles y reunir los olcmcntos de convicción para acreditar 

Ja respons,1bi 1 idad penal; la función persecutoria es de 

cir1 dirigir· a la policla judicial en la investigación 

que ésta haga para comprobar el cuerpo del delito arde 

nando la práctica de las diligencias aue a su juicio es 

time necesarias para cumplir debidamcnto su cometido. 

Asi se concede la titularidad de lo acción persecu 

toria en materia pcnill al Ministerio Público~ a cstf! de 

recho tamb.ién se le llama monopolio de la acción penal,, 

el cual ostenta como ya hemos dicho el Ministerio P~bli 

co. trae como consecuencia que en ningún caso y por nin 

gún motivo el juez puede actuar por si mismo, es decir 

de motu propio en el esclare~imiento de los delitos o en 

la determinación de la responsabilidad penal; sino que 
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siempre de una manera inevitable. indispensable y ante 

rior a la actuación del Juez deberA exisLir previo ejer 

ciclo de la acción penal por parte del Ministerio Públi 

co ante el juez. 

l\RTlCULO 22 DE LA CONS1'1TllCION GENERAL Dll LA REPUBLICA 

Este precepto establece que: "Quedan prohibidas las 

penas de mutilación y de lnfamia, la marca, los azotes, 

los palos, el tormento de cualquier especie, la multa ex 

ceslva, la confiscdci6n de bienes y cualquiera otras p~ 

nas inusitadas y trascendentales. (65) 

EsLe numeral contempla la humanización de las pe 

nas, tratos y castigos crueles, proscribiendo, las men 

clonadas en el mismo y tiene por ob.iet..o la de preservar 

la integridad y la dignidad que deben ser aseguradas a to 

dos ser humano, máxime cuando éste se encuentre privado 

de su libertad en virtud de una sentencia condenatoria; 

prohibe un cierto número de penas, tratos inhumanos o 

(65) Constitución Politica de los Estados Unidos Mexi 
canos. U.N.A.M.. pág. 57. 
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degradantes. 

La multa excesiva ha quedado oroscr ita,. ya que los 

jueces están en uptltud de resolver, cuándo debe enten 

derse a la multa excesiva pues se necesita analizar las 

condiciones y fortuna del condenudo. Generalmente ticn~ 

la multa un máximo y un minimo y dentro de éstos t6rmi 

nos ol arbitrio del juez puede acomodarse a las circuns 

tanelas especiales del condenado. 

Es asi como ésta d.tsposición constitucional enumera 

las penas que están prohibidas como las que estén en 

desuso, y que no se acostumbra aplicar y no osté cansa 

grada por la ley para un hecho delictivo determinado y 

no obedece a la aplicación de una norma que la contcnqa 

asi como tampoco podrá aplicarse a persona ajena a la 

participación del h~cho por el sólo efecto de tenor al 

gún vinculo familiar con el autor del mismo acto de 

lictivo. 

Protegiéndose de ésta manera la individualización dn 

la pena al activo del delito. 
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3.2. LEY FEDERAL DE PREVENCION Y ERRADICAClON DE LA 

·roRTURA. 

Antes de iniciar el estudio de la Ley de Prevención 

y Erradicación de la Tortura, es inevitable hacer cita 

en la medida estrictamente necesaria, de la figura que 

siempre ha sido motivo de inconformidad a ln violación 

del derecho del hombre, sobre la vida, la inteqridad. la 

diqnidad, etcétera, llamada Tortura, quo es tan antiqua 

como lo-es el hombre, que es el sentimiento de dominar 

con despotismo a otros hombres, armado de fuerza prepo 

tente para llegar a un fin injusto. a 

Oe la tortura se hace referencia en la antiqua loy 

romana, como en la ley griega únicamente los esclavos po 

drlan ser torturados, posteriormente también se permi 

ti6 torturar a los testiqos y a los hombres libres que 

originalmente estaban a salvo de la tortura, cayeron ha 

jo sus fauces en caso de traición al Imperio; pero el 

momento culminante de la tortura se inicia en el siglo 

XII, en el que se producen transformaciones Jurfdlcas !m 

portantes y una de esas transformaciones fue que el pro 
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cedimiento inquisitorio desplazó al procedimiento acusa 

torio el cual consideraba que no era licito condenar a 

alguien sin que existiera acusador, en quien pesaba lo 

responsabilidad probatoria. 

V lo que permitió al proceso inquisitorio iniciar 

procesos penales do oficio cuando se tratare de delitos 

públicos, sin que hubiere necesidad de La existencia do 

un acusador o delator. 

Siendo éste proceso en materia penal el periodo mfis 

aberrante en el Derecho, ya que la tortura fué aplicada 

en forma desmedida y por largo tiempo, hasta que se fué 

dando La transición de la misma acción penal en razón de 

que se fueron dando nuevas figuras para aplicar la ley, 

permitiendo regular el debido cumplimiento de la fun 

ción jurisdiccional. 

México, no siendo la excepción, toda vez que tenia 

gran influencia de las corrientes europeas y no siendo 

independiente, no se salvó de dicho proceso de la inqui 

sición y como sostiene el maestro LUIS DE LA BARRERA so 

LORZANO: "La inquisición nunca fu6 justa can los acusa 



(145) 

dos en la cuestión de las pruebas, algunos ejemplos ilus 

tren ésta afirmación, el elemento probatorio aportado 

por un pariente se aceptaba si era perjudicial, no si 

era favorable; criminales y excomulgados eran oidos y to 

mados en cuenta si atestaban en contra del acusado. Lo 

que hacia prácticamente imposible toda defensa era neqa 

tiva de revelar la identidad de sus acusadores. De tal 

manera la Inquisición no era un Tribunal de Justicia ya 

que era regido por las reglas religiosas de esa épo 

ca." (66) 

Esta situación perduró hasta entrando el siglo XVIII 

ya que de la evidencia histórica del colonialismo en 

nuestro pals, fue la serie de atropellos y vejaciones ha 

cla la cluse indígenn, coloc.ando a los indios en una po. 

sición infrahumana y dadn.s las condiciones sociales y 

politicas que imperaban en esos tiempos no exist1an los 

derechos mlnimos hacia las personas de nuestra raza. 

(66) DE LA BARREDA. Solorzano. La 1'ortura en México. 
Editorial Porrúa. 2• Edición .• pág. 30. 
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Fué hasta el a~o de 1810 con el movimiento de inde 

pendencia on la Constitución de J\patzinyfm en que esta 

blecian determinados derechos del hombre pero tos cuales 

no entraron en vigor por la misma situación pol1tica del 

pais. 

A medida en que se va evolucionondo el desarrollo 

de M6xico y las diversas Constituciones que se fueron 

dando poco a poco van apareciendo en cada una de ellas 

diversas garantias a favor dol ciudadano~ dejando atrás 

las más humil lan_tes vejaciones hacia el individuo, poro 

también es verdad que hasta la fecha no se ha logrado 

hacer desaparecer la tortura hacia el hombre. 

V de conocimiento que se tiene sobre los excesos 

que exist..en sobre las personas que se encuentran suje 

ta~ a invostigación ha dado motivo para crear las mcdi 

das que sean necesarias para proteger a todo individuo 

de Loda clase de viol~ciones a sus derechos. 

Es asi como en el ano de 1986 se publica en el Oia 

r·io Oficial de la Federación la Ley Federal para Preve 

nir y Sancionar a la Tortura.. y toda vez que so trata 
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del primer intento para combatir A la tortura, se trans 

cribe en su totalidad ol texto de dicha ley para una me 

jor comprensión de la misma. 

"Articulo lo. - Como te el delito de tortura~ cualauior 

servidor público de la Federación o del O is tri to que, 

por si, o valiéndose de terceros v en nl ejercicio de 

sus funciones, infrinja intencionalmente a una persona do 

lores o sufrimientos graves o la coacciona f lsica o moral 

mente, con el fin de obtener de ellA información o una 

confesión de inducirla a un comportamiento determinado o 

de castigarla por un acto que haya comoLido o se sospe 

che que ha cometido. 

Articulo 22.- Al que cometa el delito de tortura so 

le sancionará con pena privativa de libertad de dos a 

diez anos, doscientos a quinientos d1as de multa, priva 

ci6n de su cargo, empleo o comisión hasta por dos tantos 

del tiempo de su duración de la pena privativa de libar 

Lad impuesta. 
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Articulo 3º.- No justifica la tortura que so invo 

quen o existan como circunstancias excpecionales, como 

inestabilidad politica interna, urgencias en las investi 

qaciones o cualquier otra emergencia. 

Articulo 4º~- En el momento en que lo ~olicite cual 

quier detenido a reo, deberá ser reconocido oor perito 

médico legista o por un facultativo médico de su elec 

ción. El que haga el reconocimiento queda obligado a ex 

pedir, de inmediato el certificado del mismo. 

Articulo 5º.- Ninguna declaración que haya sido ob 

tenida mediante tortura, podrá invocarse como prueba. 

Articulo 6º.- Cualquier autoridad que conozca de ho 

cho de tortura, está. obligada a denunciarlo de inmediato.•• 

Como lo expone el profesor LUIS DE LA BARREDA SOLOR 

ZANO, "el deber juridico penal de la tortura es una pro 

hibición a cualquier servidor público de infringir cual 

quier violencia fisica o moral a una persona para obte 

ner de la misma, una respuesta contrnria a su 
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convicción." (67) 

De lo anterior se evidencia la prohibición al servi 

dor público de cualquier acto excesivo en sus funciones 

que vayan en contra de la dignidad del detenido o del su 

jeto a investigación, as! como se manifiesta la penali 

dad correspondiente a dicha conducta. 

Dándose al sujeto detenido la garantía de que podrá 

ser examinado por facultativo módico, en razón de que se 

extienda el certificado médico correspondiente y de tal 

manera demostrar su integridad fisica o la alteración a 

la misma, mediante la cual se obtuvo una declaración vi 
ciada que no deberá tener valor probatorio alguno. 

Considerando que el desconocimiento y el menospre 

cio de los derechos humanos, han originado actos de bar 

barismo ultrajantes; el Estado deberá esforzarse, a fin 

de que todos los individuos, como las instituciones, t1e 

diante la ensenanza y la educación, promuevan el respe 

to a los derechos y libertades y ase9uren con medidas pro 

(67) Op. el t.. págs. 75, 76 y 7'/. 
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gresivas de carácter nacional su reconocimiento y se dé 

debido cumpiimiento a su aplicación a las garantias indi 

viduales adheridas al ciudadano y las cuales se encuen 

tran contempladas en la LEY Suprema de México. 

3.3. CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 

ESTADO DE HIDALGO. 

Encontrando dentro de la legislación actual, la que 

se encuantra más apegada a la realidad social en que vi 

vimos, as1 como, la inquietud que prevalece en el Gobier 

no y su funcionarios públicos, a efecto de t.omar las me 

didas necesarias para reprimir toda conducta antisocial 

y que vaya en contra de la justicia social, es de hacer 

notar que el Código do Procedimientos Penales para el Es 

tado de Hidalgo, que fué publicado en el Diario Oficial 

de fecha nueve de junio de mil novecientos noventa con 

sus reformas; tuvo un giro radical en su contenido; ca 

locándose a la vanc¡uardia a otras leyes; en cuanto a re 

guiar la actuación de los servidores públicos, tanto por 

el órgano investigador y sus auxiliares; asi como por el 
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órgano jurisdiccional. 

Por tal motivo se ponen en relieve los aspectos en 

los preceptos y cap1tulos especiales del Código Adjetivo 

en mención~ a fin de que sea comparado y sirva de base 

par.u futuras disposiciones legales que evolucionen al De 

recho Posltivo. 

En su articulo 20, divide al proceso penal en los 

periodos siguientes: 

a) El de averiguación previa, que comprende desde 

la denuncia, acusación o querella a la consignación dC 

las diligencias ante el juez competente. 

b) ~l de avoriquación procesal que a su voz se sub 

divide en preinstrucción e instrucción; ol primero com 

prende dol auto de radicación al auto que resuelve la si. 

tuación jur1dica del inculpado dentro de las setenta Y 

dos horas; el de instrucción comprende desde el auto dB 

procesamiento al auto que declara cerrada la instrucción. 

e) El de juicio, quu comprendo las conclusiones de 

partes. 

d) El de ejecución, comprende la sentencia ejecuto 

riada al momento que so extinguen la penas y medidas de 



(152) 

seguridad impuestas. 

Tal vez dicho precepto se encuentre previsto en le 

gislaclones actuales de otras entidades, pero es de ha 

ce notar que su contenido no se encontraba contemplado en 

el Código anterior del Estado. 

En su articulo 4º, establece que en materia penal al 

Ministerio Público corresponde el ejercicio exclusivo de 

la ~cci6n penal, y la cual tiene por objeto, solicitar 

las órdenes de aprehensión y comparecencia que legalmen 

te procedan; sol~citar la aplicación de penas y medidas 

de seguridad que establezcan las leyes y disposiciones pe 

nales aplicables; solicitar la reparación de 'los danos y 

perjuicios en los términos establecidos por la ley penal. 

Bn su articulo 79, senala: La justicia penal en el 

Estado se administrará por los tribunales que cstablez 

can las leyes. Serán auxiliares de ellas los servidores 

públicos que senale la ley orgánica correspondiente. 

Tales articulas se encuentran dentro del Código co 

mo iniciativa de los legisladores, en razón de no encon 

trarsc previstos en el Código anterior. 

Bl Código de Procedimientos Penales para el Estado 
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de Hidalgo en su Titulo Segundo que senala Principios Fun 

damentales de su articulo 10 al articulo 19 hace valer 

las garantias constitucionales contempladas en su articu 

lo 20; en el sentido.-

De que todo individuo gozará de los derechos que le 

otorgue la Constitución Politica de los Estados Unidos Me 

xicanos, los tratados internacionales, la Constitución y 

las leyes del Estado de Hidalgo. 

Todo individuo se presumirá inocente mientras no se 

le pruebe en el proceso su culpabilidad conforme a la· 

ley. El Ministerio Público tiene la carga de la prueba 

sobre los hechos imputados y los de culpabilidad. 

Toda resolución de autoridad deberá ser motivada y 

fundada debidamente. 

El derecho de defensa es inviolable en todo grado y 

estado del procedimiento penal. 

El inculpado no podrá ser compelido, por medio algu 

no, a declarar en su contra. 

El procesado tendrá derecho de solicitar sea puesto 

en libertad provisional bajo caución en los términos de 
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la ley; se le hará saber dentro de las cuarenta y ocho 

horas el nombre de su acusador y la naturaleza de su acu 

sación rindiendo su declaración preparatoria. 

Será careando con los testigos que depongan en su con 

tra; le serán facilitados todos los datos que sean noce 

sarios para su defensa; se le hará oir su defensa por si 

o persona de confianza o por ambos según su voluntad. 

En su articulo 16, es el texto original del articulo 

21 de ta Constituclón Federal, además de hacer mención 

con la actuaci6n·dc la polic1a judicial en base a las 

instrucciones que le dicte el Ministerio Público. Los ar 

tlculo 17, 18 del Código en cuestión tienen como base 

los articulas 14 y 16 de la Ley Suprema, y los cuales con 

templan: Ninguna persona podrá ser penada o sometida a 

una medida de seguridad sino mediante proceso seguido an 

te los tribunales previamente establecidos y nadie podrfi 

ser perseguido o juzgado penalmente dos veces; asi mismo 

senala los plazos a fin de dictar la sentencia correspon 

diente cuando se trate de delitos que en su penalidad no 

excedan de dos anos de prisión y antes de un ano si la 
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pena excediera de ese tiempo. 

El Código en mérito en su articulo 30 al 33 en su 

capitulo segundo habla sobre la función del Ministerio P<t 

blico y regula su actuación en l~ averiguación previa y 

durante el proceso. 

Uno de los capítulos mlls importantes del multicita 

do Código es el que hace referencia al Inculpado y Defen 

so, el cual está previsto del articulo 34 al 42, y los 

actos que regulan tiene como base la Constitución Fede 

ral, y los cuales contemplan las siguientes medidas: 

Define al inculpado como la persona a la que se le 

atribuye la comisión de un delito, do indiciado en la a 

vcriguaci6n previa de procesado a partir del auto de ra 

dicaci6n y sentenciado a partir de que se dicte la sen 

tencia definitiva. 

El inculpado y su defensor gozarlln de todos los do 

rechos que establece la Constitución Politica de los Bs 

tados Unidos Mexicanos, la del Estado. de Código y !oyes 

penales. 

Asimismo tiene derecho a nombrar defensor desdo que 
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se inicia la averiguación previa y a falta de ésta el Mi 

nisterio Público le designará un defensor de oficio, asi 

como su dofensor se encuentre en todas las diligencias 

en que intervenga en la averiguación previa, a solicitar 

su libertad provisional, asi como solicitar al Ministerio 

Público el no ejercicio de la acción penal fundado legal 

mente su solicitud. 

Asimismo dentro de dicho capitulo regula las obli 

gaciones del defensor a efecto de llevar el procedimien 

to y no perjudique la defensa del procesado. 

En el Titulo Quinto en Medidas Cautelares, capitulo 

Primero Detención, hace de su articulo 117 al 128 una re 

gulación a las medidas y actuaciones tanto del Ministerio 

Público Investigador como a la orden de aprehensión libra 

dapor el órgano jurisdiccional, siendo su origen en el 

articulo 14 de la Constitución Politica de los Estados U 

nidos Mexicanos. 

Es necesario poner de manifiesto el contenido del ar 

ticulo 151, que a la letra dice: La admisión, prepara 

ci6n, práctica y valoración de la prueba se ajustarán a 
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los requisitos y procedimientos legales establecidos. 

Aquellos medios de prueba que se obtenqan con infrac 

c16n de normas constitucionales o de prohibiciones consig 

nadas en la ley, carecerán de validez, y por tanto, no 

podrán ser tenidos en cuenta por el juzgador al motivar 

sus resoluciones. (68) 

En la sección sexta que contempla como prueba la 

Circunstancial en su articulo 200 y la define como: "Du 

rante el procedimiento penal, las partes podrán hacer va 

ler la prueba circunstancial, basada en una operación 16 

gica mediante la cual, partiendo de hechos conocidos y 

demostrados se pueda llegar a la aceptación de unos u o 

tras desconocidos o inciertos." (68) 

De la extracción antes ~gncionada, se observa de ma 

nera evidente la posición que mantiene el legislador al 

hacer prevalecer en todo momento las garantlas constitu 

cionales del individuo ante el Ministerio Público as1 co 

mo el Titular del órgano jurisdiccional. 

(66) Gobierno del Estado de Hidalgo. Código de Procedi 
mientas Penales. Editorial Cajlca. 
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Derivándose de ello, las bases sobre las normas que 

deben regir los procedimientos especiales, asi como el 

procedimiento penal ordinario y se precisan las faculta 

des de los órganos que intervienen en el proceso. 

De tal manera que las reformas al Código de Procedí 

mientas Penales para el Estado de Hidalgo, responden a 

la aplicación efectiva y congruente con la realidad so 

cial que se vive en el propio Estado. 

3.4. CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 

ESTADO DE MEXICO. 

Siguiendo con el estudio de la legislación actual, 

respecto del marco normativo que regula la actuación del 

órgano investigador cabe senalar la Ley Adjetiva Penal 

Vigente en el Estado de México, y de la cual se haré re 

levancia sobre los preceptos que destacan y determinan 

su érticipación en la administración de justicia. 

Por lo que ya se ha senalado con anterioridad, el 

ejercicio de la acción penal corresponda única y exclusi 
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vamente al Minlsterio Público. 

El procedimiento de su actuación se encuentra prcvis 

to en el Titulo Segundo, Averiguación Previa, capitulo 

Primero, en el cual se identifica: "Que los funcionarios 

del Ministerio Público estarán obligados a proceder de o 

ficio a la investigación de los delitos del orden común 

que tengan noticias por alguno de los medios sonalados 

en el articulo 16 de la Constitución ~ederal. (69) 

V dentro de su articulo 112, contempla lo siguiente: 

cuando se presente la querella o denuncia por escrito,· 

deberá ser citado el que la formuló para que ratifique y 

proporcione los datos que considere necesarios pedir 

le.·• (69) 

Y dentro del mismo titulo Capitulo Segundo donde el 

legislador hace manifiestas las Reglas Especiales para 

la práctica de diligencias y Levantamiento de Actas de Avo 

riguación Previa, se hace cita a su articulo 116~ en el 

sentido: Tan luego como los servidores públicos encarga 

(69) Código de Procedimientos Penales para el listado Mé 
xico. Editorial Cajica., págs. 291-295. 
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dos de practicar diligencias de averiguación previa ten 

ga conocimierlto de la probable existencia de un delito 

que deba perseguirse de oficio, dictarA las providencias 

necesarias para proporcionar seguridad y auxilio a las 

victimas, para impedir que se pierdan, destruyan o alte 

ren las huellas o vestigios del hecho delictuoso o los 

instrumentos o cosas, objetos o efectos del mismo; para 

saber qué personas fueron testigos del hecho y en gene 

ral, impedir que se dificulte la averiguación y, en los 

casos de flagrante delito, para asegurar a los responsa 

bles. asi también de legislar dentro del articulo 

118 del misma· ordenamiento a estudio, lo siguiente: "El 

Ministerio Público podrá citar, para que declaren sobre 

los hechos que se averiquen, a las personas que por cual 

quier concepto participen en ellos o aparezcan que ten 

gan datos sobre los mismos. En el acta se hará constar 

quién mencionó a las petsonas que hayan de citarse o por 

qué motivo el funcionario que practique la diligencia es 

timó conveniente la citaclón. 

A m~s abundamiento dentro del articulo 121. se pre 
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veé: El Ministerio Público que practique diligencias de 

averiguación previa determinará, en cada caso, qu6 per 

sonas quedarán en calidad de detenidas y en qué lugar, 

haciéndolo constar en el acta respectiva. 

Y en su parte última del primer párrafo del articulo 

124, contempla: " .• si con posterioridad pudieran alle 

garse datos para proseguir la averiquaci6n, so reservará 

el expediente hasta que aparezcan esos datos y entre tan 

to se ordenará a la policia que haga investigaciones, ten 

dientes ·a lograr el esclarecimiento de los hechos. . 

asi es relevante es hacer mención del capitulo cuarto ti 

tulo del Aseguramiento del Inculpado, al contemplar den 

tro del articulo 152, lo siguiente: "Los servidores que 

practiquen diligencias de averiguación previa, estén obli 

gados a proceder a la detención de los que aparezcan res 

ponsables de un delito. de los que se persigan de oficio 

sin necesidad de orden judicial: 

1.- En caso de flagrante delito. y 

11~- En caso de notoria urgencia, por existir temor fun 

dado de que el inculpado trate de ocultarse o de ~ludir 
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la acción de la justicia, cuando nop haya autoridad judi 

cial en el lugar ... ". 

En su articulo 158, establece: "Cauando se trate de 

aprehensión de alguna persona, cuyo paradero se ignore 

el Tribunal que dicte la orden, la comunicará al Aqente 

del Ministerio Público Adscrito, para que éste la trans 

criba a la Procuraduria General de Justicia del Estado, 

a fin de que la Policia Judicial o los auxiliares de és 

ta, localicen y aprehendan a dicha persona." 

Y asi también en su articulo 162, estatuye: "Siempre 

que se lleve a cabo una aprehensión en virtud de orden 

judicial quien la hubiera ejecutado, deberá poner al de 

tenido, sin demora alguna a disposición del Tribunal res 

pectivo, informando a éste acerca de la hora en que se 

efectuó." (70) 

De tal transcripción de los puntos mAs relevantes 

del Código de Procedimientos Penales para el Estado de 

México, es evidente que si bien es cierto de que de mane 

(70) Código de Procedimientos Penales para el Estado Mé 
xico. Editorial Cajica. 2« Edición. 
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ra alguna se regula la actuación del Ministerio Público 

y auxiliares, en este caso los elementos de la Polic!a 

Judicial dentro de la Averiguación Previa y en un mamen 

to dado ya ante el órgano jurisdiccional; de la exposición 

se desprende que no existe capitulo cspcctfico donde el 

legislador contempla la función del Minlsterio Público 

Investigador y la Policia Judicial. 

No queriendo omitir los puntos acertados del Código 

de Procedimientos Penales para el Estado de México, y su 

base fu.ndamental se deriva do la Constitución Pol itica 

de los Estados Unidos Mexicanos; pero si es necesario es 

tablocer que dentro de dicho ordenamiento Adjetivo Penal 

incurre en ausencia de preceptos claros y precisas del 

derecho que regule en su inmenso campo de acción del Agen 

te de la Policia Judicial y darnos cuenta del gran valor 

social, jur1dico y pol1tico que defina el ejercicio de 

dicha corporación de la Policia Judicial como auxiliar 

que se encuentra supeditada al Ministerio Público para 

una exacta administración de Justicia. 
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CAPITULO IV 

LA POLICIA JUDICIAL EN F.I. 

ESTADO DE MEXICO 

4.1. ANTECEDENTF.S HISTORICOS DE LA POLICIA JUDICIAL. 

En México, son pocos los autores que en especial han 

publicado obras relacionadas con 1a pollcla judicial, por 

lo que nos prequntamos. ¿Dónde nace el Ministerio Públi 

co?. En que época y la legislación se encuentra prevista 

la figura de la policía judicial?. Frente a dichas inte 

rrogantes sobre el oriqen y caracteres de la Policia Ju 

dicial, es dificil encontrar en la historia la paterni 

dad de la misma, ya que si nos remontamos a la 6poca pri 

mitiva, no existia la actividad policiaca, ni organiza 

ción similar, quizás en los pueblos primitivas se adopta 

ron medidas rudimentarias de protección y defensa de la 

vida y la propiedad. 

Presumiéndose que en los vestigios h.istóricos de la 

policia se encuentran ligados estrechamente con la repre 

s16n, con la fuerza y el poder; en todos los tiempos, 
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en todos los pueblos, desde las épocas precursoras de las 

culturas primitivas, hasta el apogeo de las modernas ci 

vilizaciones.. se ha considerado impresindible proteger 

el orden y el bienestar social contra todo acto que in 

tente quebrantarlo~ tanto en lo individual como en lo 

colectivo .. 

En sus inicios no se instituyó pensando en la utili 

dad y funciones que actualmente se le conceden.. pero a 

través de su evolución y de ver su adecuación respecto 

de sus funciones se le fueron agreqando otros, integran 

dose de manera lenta hasta llegar a su concepción, donde 

a través de su contenido se ha conformado como un ente 

con cara.et.eres definidas y reconocidos universalmente. 

Cierto es que al buscar sus inicios, viene apareja 

da con la institución del Ministerio Público, pero lo es 

también que haremos su distinción dentro de la historia, 

por lo que su antecedente más cercano nos remonta a la 

Ciudad de Roma. 
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4. l. l. ROMA. 

En la época del Derecho roamno la persecución de los 

delitos correspondientes en algunos casos, aparte del ofen 

dido a todos los ciudadanos y magistrados y a estos últi 

mos los llamaron "quacstori", encargados de perseguir no 

a los delitos contra el Estado, cuyo derecho pertenecía 

al monarco, sino a faltas que sin atacar la constitución 

del gobierno, turbaran el orden público, hcriun las cos 

tumbrcs y ofendían a los particulares. 

En los casos de persecución de los dolos y fraudes la 

facultad correspondia exclusivamente a los mag.islrados. 

En los casos de ofensas privadas el pretor investía 

al particular ofendido de la facultad do indagar sobre el 

hecho otorgándole un término de treinta dlas. 

Y en sus antecedentes nos describe el maestro GUILLER 

MO COLIN SANCHEZ. lo siguiente: "Durante la época republi 

cana la función policiaca estuvo encomendada a los Ediles 

curules. Ediles Plobis y Ediles Plebis Ccrialis. 

Los ediles curuJ.es,. formaban parte de una magistratu 

ra~ durante el primer periodo de su creación la inteqra 
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ban únicamente los patricios, siendo anos después que se 

concedió ese derecho a los plebeyos. Tcnian a su cargo 

la función policiaca de la ciudad, via pública, morcados 

incendios, cuidado y vigilancia de los edificios públicos 

y olrganización tlc los juegos públicos. Su competencin en 

el orden criminal era limitada. F.n Cambio en materia ci 

vil, la ejercian en los mercados para resolver todo pro 

·blema relacionado con las transaccionPs de esclavos, ani 

males y sanciones cc:onómicas a quicnE:s cometlan alguna 

falta en contra de las prescrpciones. 

Los ediles plebis, auxi J. iaban a los tri h11nalcs do la 

plebe, con till carácter recibieron f~cultades de los tri 

bunos para imponer multas, arrestos v enjuiciar a los 

funcionarios públicos por todo acto indebido que cometian 

en el dcscmpeno de su caergo; además durante algón tiem 

po tuvieron bajo su responsabilidad los archivos que con 

tenlan las resoluciones y privileqios conocidos a los ple 

bcyos. Cuando terminó el problema de la lucha de clases 

fueron asimilados a la magistratura de los Ediles curu 

Les. 
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Los ediles plebis cerialis, in~egraron una magistra 

tura con dos" funcionarios encarqados del cuidado y distri 

bución de los cereales y funcionnrios policiacos." (71) 

Con las salvedades anotadas, definitivamente se pue 

de afirmar que no cxist1.a la policia iudicial en la anti 

gua civilización romana, aunque se puede asegurar, que 

de manera accidental, algunos de los personajes citados 

pudo realizar algunas funciones de policia judicial moder 

na. 

4.2.l. FRANCIA. 

Durante la Revolución Francesa se transplantó el 

sist.ema acusatorio inglés, se estableció en consecuencia 

el doble Jurado, de acusación y do Juicio. 

Al transformarse el sistema monárquico se distingue 

con claridad las funciones encominadas al Ministerio Pú 

blico y a la Policia Judicial. 

La Policia Judiciai investiga los crímenes, los de 

(71) COLlN, Sánchez Guillermo. Derecho Mexicano de Pro 
cedimientos Penales. Edit.. Porrúo. 10ª Ed. Pág 21\. 
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titos y lus controversias; reúne lns pruebas y entrga a 

los autores a los tribunales encarqados de castigarlos. 

Se instituye la policla Judicial a efecto de mantener el 

.orden pOblico, la libertad, la propiedad y la seguridad 

individual. 

Al principio lJs funciones do policla judicial se _ 

encomendaba n los jueces de paz v a los oficiales de Gen 

darmerla, pero después se extendió ósta función a Jos 

guardias campestres y forestales, a los alcaldes de los 

pueblos y a sus auxiliares, a los Comisarios de la Poli 

cia. 

Los prefectos de los departamentos de policia por si 

mismo o con el auxilio de los oficiales do la policia ju 

dicial estaban facultados a proceder a la investigación 

de los delitos, crimcnes o controversias y a poner a los 

responsables sin demora, a disposición de los tribunales 

encargados de juzgarlos; en caso de los delitos flagran 

tes se sol lcit.a desahogar las pruebas más urqentes para 

Lcrmlnar el juicio a la mayor brevedad. 

Era asi que todas las diliqenclas practicadas por a 

gentes inferiores a la policla judicial sin el control o 
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vigilancia del Ministerio Público son únicamente una in 

formación de· los hechos. 

!.os oficiales de !a policia .judicial tienen la mislón 

de investigar y persequir los hechos y al responsable de 

un delito es decir la investigación previa para poste 

riormentc transmitir las piezas de convicción al Juez y 

rinden sus actos al Procurador. 

As! se fueron defendiendo las funciones especificas 

de la policia judicial hasta llegar a tener el marco de 

terminado de la actuación de dicho cuoroo policiaco como 

se conoce en nuestros dias. 

4.1. 3. MEXICO. 

Con referencia a la progresión histórica de la Poli 

eta judicial en México, ha de atenderse la evolución po 

litica de la cultura prehispánica, hacióndosc notar que 

la organización politica de los aztecas se conformaba a 

través de un qobierno que era respetado por la autoridad 

máxima denominada Tlacatecutli o Haucytlatoani, quien ro 

unia en su persona facultades de un podor completo de Lo 

da competencia pues se las consideraba representunte de 
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Uios en la tierra. 

La institución de la policia dentro de los aztecas 

facilit;aban la seguridad y el pacifico desenvolvimiento 

de los grupos sociales, los Potchecas aparte de las usua 

les operacionus de comercio, llevaban a cdbo actividades 

de carácter policiaco, tomando en cuenta que ol comercio 

que realizaban muchas veces lo efectuaban en diferentes 

comarcas, esto les facilitaba la observancia de ln con 

ducta de los pueblos sojuzqados y la vigilancia de los lu 

gares Ícjanos y personas que interesaban al Imperio. 

En ocasiones al monarca directamente confcria estas 

comisiones de cuyo resultado dependian las medidas que se 

adoptaban. 

La función preventiva la desempeftaban los "contccpa 

pixquez", quienes cuidaban ol orden y vigilaban a todo 

sujeto de mala conducta o con antecedentes criminales. pre 

viendo de éste modo la comisión de hechos delictuosos. 

La función persecutoria la llevaban a cabo individuos 

llamados "topo) l i", teniendo a cargo la tarea de apreh 

ender a los delincuentes y conducirlos de inmediato a la 

autoridad respectiva. 
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El maestro GUILLlmNO COLIN SllNCHE¡,:. expone en ésto 

sentido: "El. choque natural que sr-: orodujo al realizarse 

la conquista, hizo surgir infinidrtd de desmanes y abusos 

de parte de funr.ionarios y particularAs y también de quic 

nes escudándose en la prédica de la doctrina cristiana, a 

busaban de su lnvestiduru paru cometer atropellos. 

En la persecución del delito lmpcrahM una absoluta 

anarquia, autoridades civiles, militares y reliqlosas in 

vad1an jurisdicciones, fijaban multas Y PrivAhAn de l~ li 

bcrtad d las personas, sin más limitación que su capricho. 

Tal estado de cosus se pretendió remediar a través de 

las Leyes de Indias y de otros ordenamienCos jurídicos es 

tableciéndose la obliqaci6n de respetar las normas juridi 

cas de los indios, su gobierno, pal icía, usos y costumbres, 

siempre y cuando no contravinieran el Derecho Hispano. 

La persecución dol delito es ésta etapa, no se enco 

mendó a una institución o funcionurio particular, el vt 

rrey, los gobernadores, las capitanlas, Generales, los co 

rregidorcs y muchas autprldades, tuvieron atribuciones pa 

ra ello. 

lo'ué hasta el ano do 1543, cuando atr"!vés de una cé 

dula real so ordenó hacer una sclccc:16n para que los in 
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dios doscmpenaran los supuestos jueces. regidores, alguaci 

les, escribanos y ministros de justlci ... 1; ... De acuerdo 

a lo anterior, al designarse "alcaldes indios", óstos a 

prehendian a los delincuentes y los CcJclqucs ejorclan ju 

rlsdlcción l:riminal en sus pueblos.'' C/2) 

En orden cronológico cabe hacer mención que en los 

Códiqos de l800 y 1894, ol Minis~erio Público se dcl!mi 

taba su función el de accionar y el de roquerimicnto, ya 

que intervenia como miembro de la Policía Judicial en la 

invcsLi~ación de los dcl1los hasta cierto limite. Doman 

dñba la intervención dol Juez, lo que hacia desde las pr.i 

meras dillgenciJs, el proceso penal quedaba excluslvamcrit:c 

bajo su control. Al Ministerio Público le corrcspond1a pcr 

seguir y acusar ante los 'fribunnles ~ los responsables de 

los dulitos y vigilar por la ejecución puntudl de las sen 

tcncias; no tenia la función invcstigatorin, por ser de 

incombencia de la policia Judicial; ol Jefe de la Policia 

Judicial lo era el Juez de la instrucción y la ley esta 

blccia que deberla de intervenir desde la iniclaclón del 

proc<~dimicnto. 

(72) Op, e i t., p. 96-97. 



(174) 

Como antecedente de la actual posición que ocupa el 

Ministerio Público en la actuuci6n procesal as1 como et 

papel que descmpena la policln judicial denLro de Ja mis 

ma se puede citar a la Ley Orgánica Distrital de septiem 

bre de 1903, que creó. en rigor, el cuerpo del Ministe 

rio Público independiente del Poder Judlcial. Se hizo 

ver que el Ministerio Público no era auxiliar del juzga 

dar, sino una parte procesal. 

Poco a poco so fué dando marco cspoc1fico al Minis 

terio Público y a la Policia Judicial através de los cons 

tituyentes que dá forma alguna al Ministerio Público ca 

mo autoridad independiente sin restarle su función de ac 

ción en el ejercicio penal, asi también se contempló QUe 

la polic1a judicial tiene a su cargo la investigación de 

los delitos, la búsqueda de las pruebas y el descubrimien 

to de los responsables y debe estar bajo el control Y vi 

gilancia del Ministerio Público; los Jueces de lo criml 

nal pierden su carácter de polic1a judJclal.. no están fa 

cuitadas pnra buscar pruebas por inicia~iva propia, y s6 

lo desempert~m en el proceso penal funciones decisorias. 

V através de la búsqueda de una oxacta observancia 
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del Ministerio Pübllco y la Policía Judicial. se fueron 

elaborando diversos criterios entre los constituyentes 

hasta llegar a un criterio uniforme determinante a la fun 

ción que se le pudiera encomendar a estos dos organismos. 

Y fué hasta la expedición de la Constitución de 

1917, donde fué creada ln policia judicial como un órga 

no para auxiliar al Ministerio Público en la función per 

secutoria e.le los delitos, y n partil' do al l 1, fue adqui 

riendo poco a poco, organización y funcionamiento propio 

y las leyes orgflnicas le han conformado paulatinamente ca, 

da vez con mayor efectividad. 

4. 2. CONCEPTO DE POLICI/\ JUDICIAL. 

La policia es una forma de cristalización de la reac· 

ción social contra el delito, cumple su misión en una 

sociedad en constante evolución. y representa una de las 

instituciones esenciales del Estado; encargada tradicio 

nalmcnte del mantenimiento del orden público es la parte 

d~ lo administración de justicia penal que se encuentra 

en contacto dircctC> con el delincuente y con el público 
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en general, ésta circunstancia le confiere una importan 

cia particular. 

No debo confundir3e la policla judicial con la poli 

cia ordinaria o preventiva, porque aún cuando varios de 

sus componentes, aunque no todos los mismos, el objeto 

de una y otra son diferentes. La policla ordinaria cuida 

el orden, vigila para que no se cometan faltas o infrac 

clones, teniendo en suma carácter preferentemente preven 

Llvo. La policia judicial en cambio, sólo interviene 

cuando ya el delito se cometió para comprobar las clr 

cunstanclas y para perseguir a sus autores. 

Es necesario senalar la conceptualización que se tic 

ne con relación a la policia judicial, y de ésta forma 

ir adquiriendo el conocimiento exacto de su función den 

tro de las disposiciones legales y considerarse su exac 

ta observancia. 

En primer término tenemos la definición contemplada 

en el Directorio para juristas del profesor JUAN PALOMJ\R 

DE MIGUEL, quien expone: "La policla judicial os la que 

tiene por objeto la averiguación de los delitos públicos 

y la persecusi6n de los delincuentes 1 encomendar por el 



(17'() 

Ministerio Público y los Tribunales." (72) 

El Jurista GUILLERMO COLIN SANCllilZ, denomina al cuer 

po de Pol lcia Judicial: "como un auxiliar de los órganos 

de la justlcia, del Ministerio Público en la investiga 

ción do los dcllLos, búsqueda de las pruebas presenta 

ción de testigos,. ofendidos e inculpados,. y do la autori 

dad judicial en la ejecución de las órdenes que dicta 

(presentación, aprehensión e investigación).• ('/3) 

/\hora bien, tant:o la Ley Orgánica de la Procuradu 

rlu de Justicia para el Estado de México,. asi como el R~ 

glamento de la Policía Judicial para el Estado do Móxico 

no dan un concepto de la policia judicial,. sino únicamen 

te se concretan u establecer sus atribuciones, poC" lo 

que nos remiLimos a la Ley Orgánica de la Procuraduria 

General de Justicia del Estado de oaxaca, la que en su 

articulo 31 define a la Policia Judicial de la siguiente 

manera: "La pollcia Judicial es la coorporación auxiliar 

(72) PALOMAR. De Miguel Juan. Diccionario para 
Ediciones Mayo. l• Edición. MóKico 1961 .• 

(7:3) COLlN. Slmche:;: Guillermo. Derecho MeKicano 
dimientos Pcnal~s. Edit. Porrúa. 10~ Ed., 

Juristas. 
pág. 1043 
de Procc 

páq. 221. 
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del Ministerio Público para la persecución de los dell 

tos y la ejecución de las órdenes judiciales, cuyo cum 

plimiento le sea encomendado en términos de ley." (74) 

De lo que se puede concluir que la Polic1a Judicial 

es una coorporación auxiliar dol Ministerio Público, des 

prendiéndose dicha naturaleza del articulo 21 de la Cons 

titución General de la República. 

As! también dentro de los preceptos de la Ley Orgá 

nica de la Procuraduría General de Justicia del Estado 

de México en su articulo 2P, senala, que el Ministerio 

Público para el cumplimiento de sus fines contará bajo 

su autoridad y mando inmediato con un cuerpo de polic1a 

judicial. Lo anterior a efecto de que dicha policía se 

encarga directamente de preservar e impedir que se destru 

yan huellas del delito y todas las cuestiones para la i 

dentificación del delincuente y buscar las pruebas para 

determinar la responsabilidad del mismo. Por lo que la 

Polic1a Judicial se encuentra directamente facultada pa 
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ra intervenir _en la investigación y persecución de los 

·. delitos. 

Y una vez que de las anteriores concepciones se ha 

desprendido el sentido de la función do la policia judi 

ciol, jugando un imporLante papel en la prevención dol 

delito y el tratamiento del delincuunte, renglón que ha 

sido descuidado por el legislador, ya que es un organis 

mo de los muchos que existen e intervienen en la procura 

ción y la administración de Justicia. 

4.3. FUNCIONES DE LA POLICIA JUDICIAL CONFORME 

AL REGLAMENTO DE LA INSTITUCION. 

Con respecto a la estructura y atendiendo a la obli 

gación permanente que tiene la policia judicial para la. 

prevención del delito y cumplir sus funciones como 6rqa 

no auxiliar del ~inisterio Público dentro de un marco ju 

r1dico, es prudente y necesario hacer mención sobre las 

disposiciones que emanan del Reglamento de la Policin Ju 

dicial y resultan determinantes parn los fines para lo 

cual fue creada. 

"Articulo 12.- El presente Reqlamento es de observan 
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cia obligatoria para la Polic1a Judicial del Estado do 

México, la ~olicia Preventiva, de Tránsito y demás cuer 

pos que auxilien al Ministerio Público on sus funciones, 

es~arán obligados a prestar la más amplia y eficaz cola 

boración para el exacLo cumplimiento de lo ordenado por 

este Reglamento. 

Articulo 29.- Hl Procurador General de Justicia es 

el Jefe Supremo de la Polic1a Judicial del ~stado cuyo 

cuerpo tendrá como Jofe inmediato a la persona que para 

tales fines se designe. 

Articulo 32.- La Policia Judicial bajo el mando y 

dirección del Ministerio Público investigarA los delitos 

ejecutará órdenes de aprehensión y presentación partici 

pando asimismo en todas aquéllas diligencias en que su 

presencia se requiera, por disposición legal o en auxi 

lio de los órganos correlativo. 

Articulo 4º.- Cuando el Ministerio Público inicie 

una averiguación, cesarán las diligencias quo en preven 

ción hubiere practicado la Policia Judicial, obedeciendo 

órdenes de aquél y en el acto entregará al Funcionario 
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de que se trate dichas diligencias, as1 como los objetos 

e instrumentos relacionados con el delito y los deteni 

dos si los hubiere. 

Articulo 5º.- La Policia Judicial en ejercicio de 

sus funciones, observará estrictamente las disposiciones 

legales correlativas en cuantas diligencias practique y 

se abstendrá bajo su responsabilidad, de usar procedimien 

tos que l..:-· ley no autorice. 

Articulo 89.- Las órdenes para el servicio de la Po 

licia Judicial se dariln siempre por escrito, debiendQ 

ir firmadas por ln Autoridad de quien emanen y autoriza 

das por la rúbrica del Procurador de Justicia; poro el 

Jefe de la misma podrá dictarlas de p~labra cuando la ur 

gencia del caso asf lo rcqui.era.. y no se trate de 6rde. 

nes que por mandato legal deban ser escritas. 

Articulo 20.- !.a Guardia de Agentes tcndrli las si 

guientes atribuciones y obligaciones: 

I.- Recibir las denuncias que se les presenten, dán 

doles trlimite inmediato. 

ll.- Recibir los detenidos que con motivo de órdenes 
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de nprehensión ejecutadas sean entregados por los Agentes 

y ordenar la· documentación necesaria para rcmit.d.rlos de 

inmediato a disposición de la autoridad requirente. 

111.- Controlar en forma estricta las galeras o lugar 

donde se encuentren los detenidos para evitar abusos, ve 

jaciones y desórdenes en las mismas, tomando al efecto 

las medidas conducentes para resolver esas siLuucioncs, 

de acuerdo con las facultades que vcrbulmenLc o por es 

crito le confiere el Jefe de la Policia. 

IV.- Cuidar que los detenidos estén separados; si es 

to no fuere posible se procurar~ no reunir en un mismo 

local o galera a personas de diferentes sexoS ni a par 

ticipes de un mismo delito. 

V.- PermiLir a todo detenido las comodidades ... 

VI.- No adoptar contra el detenido ninguna medida ex 

traordinaria de se9uridad, salvo en los casos de desobe 

diencia o cuando haya hecho intento de evasión. 

VlI.- Hacer cesar toda detención de persona que no haya 

sido ordenada por el Minisl:erlo Público o la l\ul:oridad 

Judicid l. 

Vlll.- Impedir categóricamente el ingreso de menores u 
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las galeras~ debiendo permanecer dichos menores bajo cus 

todla en las oficinas de la Policia Judicial. 

IX.- informar a quien lo solicite de manera correcta 

y comedida, sobre las personas detenidas. 

Articulo 29.- Las faltas del Comandante, serán supli 

das por el Jefe de Grupo que al ofecto designe el Jefe 

de la Pollcia. Para el mejor descmpeno del Servicio, los 

Agontes se dividirán en tres qrupos dirigidos cada uno 

de ellos por un Jefe; dichos grupos tendrán actividades 

especificas que serán precisamente las siguientes: 

a).- Investigaciones 

b).- Presentaciones, y 

e).- Aprehensiones. 

Articulo 33.- Ademá~ de las expresadas en el arti· 

culo 39 de la Ley Orgánica del Ministerio Público en vi 

gor, son obligaciones de los Agentes de la Policia Judi 

cial, las siguientes: 

I.- Tratar en forma cortés a las personas que los 

requieren 

pronLitud 

para algún servicio y 

posible. 

atenderlas con la mayor 
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II.- Tomar las medidas que el caso amerite cuando se 

trata de hecños delictuosos de los cuales tenga conoci 

miento y u su vez hacerlo saber al Ministerio Público y 

a su superior jerárquico. 

I I I. - Pasar l istu de presente en la Revista General de 

personal ..• 

IV. - Acatar estrictamente las órdenes de sus superi o 

res. 

V.- Entregar a sus Jefes inmediatos los objetos, ma 

teriales e instrumentos de delitos relacionados con las 

comisiones de servicio, asi como también aquéllos otros 

de cualquier naturaleza que se hubiesen encontrado aban 

donados. 

VI.- Identificarse con su credencial y placa ante las 

personas que son objeto de investigación, presentación o 

aprehensión, absteniéndose de usar las mismas en caso aje 

no al servicio. 

VII.- Presentarse en fbrma correcta; decorosa y aseada 

a la oficina. 

VIII.- Guardar el sigilo y discreción indispensables en 

el cumplimiento de las órdenes recibidas; evitando toda 
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comunicación innecesaria que entorpezca, perjudique o pa 

ralice el dosempcno normal de las funciones que le estén 

encomendadas. 

lX. - Sor leal o.1 Gobierno e Institución que represen 

ta. 

X.- Informar por escrito de las comisiones que so le 

encomiendan cuando ya estén terminadas; en caso contrari<> 

informarán también del resultado de las gestiones relati 

vas para la ejecución de las mismas. 

XI.- Practicar las investigaciones, proscntaclonos y a 

pr~hensiones de tal manera que se afecten lo menos posi 

ble la dignidad de la persona humana en lo material y mo 

ral. 

XII.- Abstenerse en general cuando estén de servicio o 

en comisión, de penetrar a cantinas, cabarets, casas de 

asignación, salones de cine y centros de espectáculos o 

de diversión salvo que lo hicieran en cumplimiento de su 

deber por comisión especial debidamente requisitada. 

Xlll.- Ponerse inmediatamente a las órdenes del Agente 

del Ministerio Público del lugar, cuando el servicio re 

quiera que los Agentes se transladen a circunscripción 

territorial distinta a la ciudad de Toluca, ... 
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XIV.- Dar aviso inmediato al Agente del Ministerio Pú 

blico correspondiente al cumplirse las órdenes de apre 

hensión o presentación con el fin de evitar violaciones 

a las garantías individuales, y 

XV.- No realizar investigaciones por su cuenta y arbi 

trio, ya que las mismQs siempre deberán emanar de manda 

miento escrito de autoridad competer•to. 

Articulo 34.- Los Agentes de la Policia para el cum 

plimionto de su cometido, podrán hacer uso de la fuerza 

sometiendo as1 a· quien so resista al cumpl imicnto de sus 

órdenes, pero deberán obrar si.empre en tal ~specto con 

la mayor prudencia posible. 

Articulo 35.- Al recibir un Agente de la Policla 

una orden de aprehensión para ser ejecutada, acudirá al 

Juzgado, que lo dictó, con el fin de consultar el expc 

diente del caso y tomar los datos necesarios quo facili 

ten lil captura. 

Articulo 37.- Pnra la ejccuci6n de órdenes de apre 

hensión~ los Agentes podrán usar todos los medios, artl 

ficios o procedimientos que estimen adecuados, siempre y 

cuando no estén prohibidos por la Ley y no lesione de ma 
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ncra alguna la dignidad humana. 

Articulo 39.- En el caso de realizar fisica y mate 

rialmente la aprehensión. el Agente de Policla deberá i 

dentif icarse como tal, mostrando al mlsmo tiempo al apre 

hendido el oficio en el que se contenga la orden do re 

ferencia. 

Articulo 40. - Va ejecutada la aprehensión, el Agen 

te de Policia procederá al cateo del aprehendido debien 

dose realizar sólo en forma externa tendiéndo a despojar 

lo de cualquier arma que éste pueda portar. Tnmediatamcn 

te lo conducirá a la guardia de Agentes. sin dar faoili 

dad u oportunidad alguna para que el aprehendido visite 

cualquier otro Lugar. 

Articulo 41.- Las órdenes de presentación son manda 

mientas emanados de las autoridades para los particulares, 

por desobediencia de éstas al requerimiento legal que pa 

ra práctica de diligencias se les hace, y d~ben consis 

tir precisamente en órdenes escritas dadas a la Polic1a 

Judicial para la localización y presentación ante las Au 

toridades requirentes de la personn remisa. 
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Articulo 42.- Pnra la ejucución de estas órdenes,. 

se estará u· lo dispuesto por los nrLiculos 3~ y36 del 

presente Heglnmonto, tomando en consideración la natura 

leza procesal do la misma. Dichas órdenes dobertm ser e 

fectuadas precismantc en horas hftbi les de oficina con el 

fin do evitHr privaciones ilegales de la libertad de Las 

personas, ya que uquél las son dictadas generalment.c para 

Las prácticas de di1igcncias. 

Articulo 43.- Para la ejecución de las órdenes de 

investigación, se procederá conforme a las orientaciones 

y prácticas y técnica a seguir en las mismas que marque 

el Ministerio Público, Jefe de la Policía, Comandante o 

Jefe de Crupo. i<:stas órdenes podrán formularse por cscrl 

to o verbalmente, según el caso lo requiera. 

Articulo 45.- Los Agentes de la Policía. por ra~6n 

de sus funcionarios, so identificarán con lu Credencial 

que para tal efecto se los otorgue. Dicha credencial con 

tendrá la fotografia, el nombre y categorla del Agente, 

asi como la fecha de espedición y firma del Procuri'.ldor 

General de Justicia. 
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El Ministerio Público para el eficaz desempefto de sus fun 

cienes investigadoras requiere del apoyo técnico, tanto 

de la Policiu Judicial como de los porltos y auxiliares, 

ya que en la medida que ésto se allegue de esas perso 

nas, en esa misma medida so estará proporcionando elcmen 

tos paro poder decidir en sólida basP. sobre el ejercicio 

o abstención de la acción penal. En este caso nos avoca 

remos al estudio del plano jurldico de la función de la 

Policia Judicial respecto a la demarcación del Reglamento 

de dicha coorporación, y como ya nos referimos en múlti 

ples ocasiones, está bajo el mando inmediato del Ministe 

ria Público en la investigación de los delitos; la ley 

preveé este apoyo ya que en el ejercicio de sus funcio 

nes le seria imposible dcd\carse a la inves~igaci6n ge 

ncral de hechos constitutivos de un delito, en primer lu 

gar por no poseer conocimientos especializados do poli 

cia y en segundo lugar por las 1 tmi tnciones propias de 

la función el Ministerio Público que le impiden atender 

personalmente la investigación, motivo por el cual re 

quiero el apoyo de la Policia Judicial, como cuerpa es 
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peclnlizado en e:iste tipo de actividades y como un.ldad de 

apoyos de éSte. 

Una vez que el Ministerio Público tiene conocimlen 

to de un hecho posiblemente constitutivo de un deli t.o, 

que generalmente es a Lravés de unn denuncia o querella, 

en ese momento solicita el apoyo e int.orvención de la Po 

licia Judicial, solicitud que deberá hacerse por escrito 

en la cual deberá expresar clarnment.c el objeto de la 1n 

tervención de dicho cuerpo policiaco y la finalidad do 

la investigación en la que deberá participar; al entrar 

on conocimiento de los hechos la policin Judicial, tiene 

obligación de recoger armas, instrumentos u objetos de 

cualquier clase, que pudieran tener relación con el deli 

to y que se encuentren o hallen en el lugar en que óste 

se cometió, en sus inmediaciones en podor del presunto 

responsable, tiempo y ocasión en qu~ se enconLraron y ha 

ciendo una descripción minuciosa de las circunstancias 

de su hallazgo, los cuales deborhn redactar en su infor 

me que proporcionaran al /\gente del Mini.:-;t.crio l'úbllco. 

Y si bien es ciurto# que sin lugnl a dudas la ade 
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cuada función de la Policia Judicial en su actuación do 

agente investigador determina en un gran porcentaje el 

éxito para determinar la presunta responsabilidad de un 

sujeto en la comisión de un delito, y haciendo las apre 

ciaciones anteriores con referencia al Reglamento refcri 

do, lo es también de que el mismo se establece en lu ma 

yoria de sus preceptos lus actividades de la policia ju 

dicial con respecto a su superior jerárquico. la aten 

ci6n al público y muy escuetamente su intervención dentro 

de una averiguación, a juicio personul, resulta muy obs 

curo en cuanto a la función como investigador, lus tec 

nicas y procedimientos a seguir nl momento de reunir los 

elementos suficientes para proporcionar al Minist~rio Pú 

blico las pruebas necesarias para integrar los elementos 

constitutivos de un delito asi como para poder ficar una 

presunta responsabilidad a un individuo; tampoco se ·ex 

presa en forma alguna los medios en quo un Agente Judi 

cial adquiere los conocimientos para estar en aptitud pa 

ra obrar y actuar con profesionalismo, esmero, dlligen 

cia y prontitud en la integración de una averiguación Y 



de manera preponderante con los lineamientos lega.les en 

el ejercicio de su actividad como ente policiaco al prac 

ticar diligencias de investigador. 

Por tal razón, hay que partir de que un reqlamento 

es la medida pnra adecuar determinada actividad, orqanl 

zaci6n y los lineamientos a SC:!gUir en éste caso de la Po 

licia Judicial, resultando muy impreciso y ambiguo. 

4.4. VALOR PROB/\TORIU llE LAS DllCL/\R/\C!ONE:S 

RENDID/IS ANTE LA POLICI/\ JUDICI/11,. 

Como ya se ha dicho en múltiples ocasiones la fun 

ción de la policia judicüil deriva de lo dispuesto por 

el articulo 21 de la Constitución FederaL al referir: 

11Quc la persecución de los delitos 

Público y a la Pollcia Judicial. 

incumbe al Ministerio 

la cual estará bajo la 

autoridad y mando inmediato de aquél." 

Lo anterior revela con claridad que la función de la 

pollcia judicial radica en la invesLigución y pcrsecu 

clón de los delitos. 

gn el caso que nos ocupa el profesor GUILLERMO co 

LIN SANCHEZ, nos ilustra dándonos un panorama del ejer 
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cicio de la policia judicial, consistente en que una vez 

que se ha dedicado a reunir Los elementos necesarios a e 

fecto de integrar la averiguación previa y en su momento 

obtener." La declaración del probable responsable del de 

lito, aLestado de manifestación que éste lleve a cabo re 

lacionndo con los hechos dclicLuosos, ante la autoridad 

investigadora. (75) 

Aqui vemos que ol órgano investigador a través de 1~ 

policia Judicial recibo las declaraciones del probable 

autor ~el delito, desde luego reuniendo los requisitos 

que la ley exige. 

Esta declaración puede darse do manera esponténea o 

de manera provocada en la utilización del interrogatorio 

ésto último deberá tener en considoración todos los as 

pectas positivos como negativos del delito, ésta decla 

ración se denominará indagatoria en virtud de que se dá 

antes de que el juez tenga conocimiento. 

Pueden citarse como caracter1sticas que deban s~~ts 

facer dichas declaraciones las siguientes: 

(75) COLIN snNCHEZ. Guillormo. Derecho Mexicano de Procc 
dimientos Penales. Editorial Porrúa. !O• Ed. pág. 345 



a).- Verosimilidad; 

b).- ciedibllidad; 

e).- Uniformidad; 
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d).- Por voluntad propia del inculpado 

De esencial importancia resulta hacer notar el cri 

terio de la Suprema Corte do la Nación en las siguientes 

jurisprudencias, con la intención de permitir de examinar 

las condiciones de interpretación de la función de la po 

licia judicial. 

"En el ejercicio de sus funciones Constitucionales 

de investigación y persecución de delitos. la Policie Ju 

dicial es competente para recibir tanto la confesión ori 

ginal del inculpado, como la ratificación de lo confesado 

por éste ante cualquier organismo administrativo." 

Amparo Directo: 2319/1957. Gonzalo Dominguez. Unan! 

midad de cuatro votos. Sexta Epoca. Volumen lX. Pág. 44 

Amparo Directo: 1600/1953. Adolfo Arriaga Cordero. 

Unanimidad de 4 votos. Sexta Epoca. Volumen XII. Segunda 

parte. pág. 41. 

Amparo Directo: 7175/1957. Enrique Estrada Lópcz. U 

nanimidad de 4 votos, Sexta Epoca, Volumen IXXI, Segun 
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da Parte. Pág. 9. 

Amparo Directo: 6359/1962, Manuel Arroniz Medina, 

Unanimidad de cuatro votos, Sexta Hpocd, Volumen IKX, Se 

gunda parte. Pág. 9. 

CONr'ESION CO/\CClONAD/\, PRUEBA DE LA. - Cuando el confesan 

te no aporta ninguna prueba para justificar su aserto de 

quo fue objeto de violencia por parte de alguno de los 

órganos del Estado, su decJaraci6n es insuf icientc para 

hacer perder a su confesión inicial el requisito de es 

pontaneidad necesaria a su validez legal. 

Sexta Epoca, Scqunda Parte: Volumen XVI. Pág 86. Am 

paro Dlrecto 4233/55. Pedro Morales. Unanimidad de 4 vo 

tos. 

Volumen XVI, pág 86. Amparo Directo 4925/55 Alber 

to Morales Flores, Unanimidad de 4 votos. 

Volumen XVI. Pág. 06. Amparo Directo 4231/55, Félix 

Flores. Unanimidud de 4 votos. 

Volumen XLII. Pág 11. Amparo Directo 6174/59 J. Je 

sús Móndez Flores. Unanimidad de 4 votos. 

Volumen XLIV. Pág. 49. Amparo Directo 6131/59 José 

Góme:G Durán. Unnnlmidad de 4 votos. 
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POLICil\S, Vl\LOR PRO!ll\TORIO Dll TgsTIMONlOS IJE.- Es infun 

dada la afirmación en el sentido do que no debe darse va 

lor probaLorio a las declaraciones tcsLimonialcs rendi 

das por los policias aprehensores del ilcusado puesto que 

no es exacto que exls~a parcilidad por pnrtc de ellos,. 

pues su función es la investigación y esclarecimiento de 

los hechos que pueden constiLuir un delito,. lo que en 

si mismo no implica parcilaidad; y si personalmente in 

tervinieron on la investignción y en la aprehensión in 

fraganti del inculpado, lejos de desecharse tales test.i 

monios,. deben tener un valor fundamenta L, por haber sido 

presenciales, máxime en un caso en que esas declaraciones 

coinciden con las primeras versiones dadas por el incul 

parlo. 

Amparo Directo 444/'/2. Ramón Rodrigucz Rochin y otros 

Unanimidad de 4 votos. 

POLlCil\S, Ti,;sTlMONlOS Oll LOS. - Los dichos de los /\gentes 

de la autoridad sobre hechos relacionados con el delito 

imputado; constituye testimonios sujetos a los princi 

pios y normas rcgulndoras de la prueba, indopendientemcn 

te del carácter oficial do quienes declaran. 
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Sexta Epoca, Segunda Parte. 

Volumen XXI, Pág. 214. l\mparo Directo 2615/56.-

Manuel González Hernández. Unanimidad de cuatro votos. 

Volumen XXVIII. Pág. 109. Amparo Directo 4675/59 Angel 

Moreno Garcia. 5 votos. 

Volumen XXXIX. Pág. 111. l\mparo Directo 4512/60.- Enri 

que Tienda de los Reyes. 5 votos. 

Volumen XL. Pág 87. l\mparo Directo. 2111/60. l'lariano Ruiz 

y Ruiz. Unanimidad do 4 voLos. 

Volumen.LXVIII. Pág 13. Amparo Directo 4295/61. José Cruz 

Macias Pérez y Bartola Flores MarL1nez. 5 votos. 

CONFESION RENDIDA ANTE LA POLICIA JUDICIAL O ANTE EL MI 

NISTERIO PUBLICO, VALOR PROBATORIO DE LA. - La Suprema Cor 

te de Justicia de la Nación lo niega valor probatorio a 

la confesión que se hace anee la Policia Judicial o el 

Ministerio Público, que posteriormente se constituirAn en 

parte en el juicio que se instaure en contra del acusa 

do. 

l\mparo Directo 6436/64 Florencio López Ramlrez. Una 

nimidad de 4 votos. 

l\mparo ülrecto 6~70/64.- Nicodemus Garcla. Unanimi 
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dad de 4 votos. 

Amparo Directo. 6434/64.- José Pérez Santiago. Una 

nimidad de 4 votos. 

Como el artlculo 21 de la Constitución F~deral. con 

cede al Ministerio Pfiblico el ejercicio de la acción pe 

nal. estableciéndose una jefatura inmediata y directa so 

bre la policia Judicial ordenando y dirigiendo las pri 

meras investigaciones para el esclarecimiento de un deli 

to. 

Siendo el Ministerio Pfibiico el órgano Titular de 

la acción penal, y ejerciendo su función como representan 

te social, una vez que tiene conocimiento de un h~cho 

que puede constituir un delito. deberá allegarse todos 

los medios necesdrios para reunir los elementos requcri 

dos por la ley para integrar la averiguación previa, en 

tundiéndose como su actuación para que en su momento pue 

da o no ejercitar la acción penal; para tal efecto los 

elementos auxiliares estarán bajo sus órdenes, contando 

se entre ellos los peritos. y la policia judicial. es 

por lo que de manera evidente se sique el criterio que 

las declaraciones vcrLidas ante dicha coorporación y en 

razón de que no tienen la atribución O facultdd legal do 

recibir declaraciones, ya que la misión indagadora de 

la Policla en la averi9uación previa se debe desarrollar 



(199) 

bajo la orlcntación del Ministerio Pt'1bl ico y exclusivamen 

te para loS fines requeridos por la propia averiguación 

por lo que la actuación de Ja Policia se halla resLrlngi 

da y debe dar cuenta de ella al Ministerio Público para 

que ést.o disponga lo pcrtinent.c. 

Es do concluirse. como se cita en la tercera tesis 

jurisprudencia! de la Suprema Corte de Justicia de la Na 

ción, que es infundada la afirmación en al sentido de quo 

no debe dar·so valor probatorio a las declaraciones rendidas 

por los policlas; pero asi mismo y continuandose con el cri 

terio de ln Corte, dichos testimonios quedan sujetos a los 

principios y normas reguladoras de la prueba. 

Como consecuencia es relevante, que si bien es cierto 

que la Ley Orgánica de la Procuraduria General de Justicia 

del Estado as! como el propio reglamcntu de la Policia Jud1 

cial, hace la limitación exacta de lo función de la Polici~ 

como órgano auxiliar del Ministerio Público Investigador, 

éste último tiene el deber de realizar una serie de ac~lvi 

dades investiqatorias, dirigidas a justificar el correcto 

ejercicio de la acción penal, lo es también de que siguien 

do el criterio de la Suprema Corte de Justicia, de otorqar 

ampl lo valor a la actuación de la Pal icia Judicial, desarro 

liada en los tórminos apegados a los ordenamientos que esti 

pulan la práctica de diligencias. Siendo as! que el cuidado 
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riguroso en que se obscrverl.:con: uséf.(lPulo ·Íüs nor·ri1a!..; apli 

cables, es obviamente condl'c.lón 1ndi.sp0.~sablc< ~_Élrn la_- bu~, 

na marcha de la justicia y 1:~ ~~sp~~a~J.Ii¿i;{ 'd., ,1~,;órg~ 
nas del ~st.ado quu uon etla ·t·nt·e-rv·-¡e·~-tin: 

4.!1. NllCl!!SIDl\U UE !./\ PORTl\ClON 

UL•: i\RMI\ OE F'UECO 

l!om<> se tw vonldo citando a lo largo del prnsentc'!' 

esl:udlo, In policla como órgano auxiliar 1icl ~inlsturio 

Público en la persecución de los presuntos responsables 

sablc1s de un ilícito y en múlt.i.pJcs ocusione8 la inves 

tlgación de lcJs hechos materia de la ilvor·iguación, rc1que 

rirá conocimicnto:i especializados de la policia, los cua 

les no siempre posen el Ministerio Público, asi como tam 

poco ~n muchas ocasiones· no interviene en el asegura 

miento do los probablos sujetos activos det del! 

to. 

V df.!nlro de ln Intervención que se: le da a la mencio 

natla polieiü, puedt·m haccr·so notar las si.qui.entes: 

a). - c:1 mt.1ntlmimiont:o del orden público; 

b). - La protección df: determinados valores comúnmon 

La accpl.ados (la vida humnna. la int:egridnd física. 



(201) 

la propledad, etc.) 

e).- Prevención del crimen 

d).- El descubrimiento y arresto dn los delincuentes. 

Paru Lal efecto, en base al acuerdo firmado entre la 

Secretaria de lJt:sfensa Nacional y la Procuraduria General de 

Justicia del Estado de Mexico mediante el cual hay control 

respectivo de las armas de fuego que portan los servidores 

públicos (aqent.e invcst.igador), lo anterior con base en lo 

dispuesto por los articulas 30; 29; 33 de la Ley de l\rmas 

de FucgO y explosivos. 

En una sociedad, la policía ejerce sus funciones para 

la colectividad y en su nombre, utilizando únicamente los 

poderes que ésta última le hu conferido. Por otra parte la 

eficaz aplicación de la Ley exige que se conceda a la poli 

cia poderes adecuados y rccur.sos suficientes para quo ésta 

institución pueda realizar con eficiencia las funciones que 

la sociedad le ha investido. 

No obstante; la existencia de un equilibrlo razonable 

entre la exigencia de la seguridad qcneral de la sociedad y 

la protección de los derechos fundamentales de los ciudada 

nos, ns indispensable la búsqueda de uno armenia minuciosa 

entre los poderes que la policía necesita para realizar sus 

funcionl!s y el derecho del ciudadano a sc~r protegido contra 
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hipotéticos abusos de poder de la policía. 

Los poderes confiados a la policla en la investiqación 

de delltus y la detención del presunto responsable, dichos 

poderes dlscrecionalcs de la policia deben ser en la medida 

en quu enfrento a la delincuencia, y en lu magnitud y modus 

operandi de ostn. 

Es por Jo que en tales circunstancias es necosario que 

la policla judicial lo sea permitido ln portación de arma 

de fuego en los términos establecidos por el Reglamento res 

pectivo y para que no resulte excedida su función y el uso 

respectivo de un arma de fuego entre la amplitud del poder 

de la policía y en particular por los abusos a que pueda 

llevar, se podrian plantear las siguientes con~iciones: 

a).- La reglamentación de su uso en ta medida en que 

sea necesaria. 

bJ.- La profesionalización de la policia. 

e).- El ejercicio de cierto control en su utilizaci 

ón. 

Resultando una igualdad de circunstancias entre el 

ejercicio de la función de la pollcla judicial ante el de 

lincuentc. 
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11. 6 EL ACTA DF: POLICIA JUDICIAL 

l.a policla judicial dentro de las funciones que desa 

rrolla en la averiquación.previa, practica las primeras di 

ligencias para el esclarecimiento del delito y toma las pro 

videncias más urgentes parn el aseguramiento de los respon 

sables. Lo verificado HC hace constar en actas que por su 

mismo origen se J laman de "policía"; como lo ufirma ol macs 

tro Guiller:-mo Colin Sanchez. 11 En las actas do Policía Ju 

diclal se harán constar: F.J Jugar y la hora en donde se ini 

cla la averiguación, el nombre de la persono. que denuncia 

los hechos, y si éstos de constan o no, pues no siempre el 

denunciante es el ofendido por el delito; sus datos genera 

les, después una relación de los hechos; la cual podrá sor 

redactada por el agente lnvcstigndor o directamente por ol 

cmitente ". (76) 

Lo anterior se encuentra debidamente previsto dentro 

del Rcqlamento de la Policía Judicial el cuul fue citado eO 
su momento. 

Es importante sr.nalar que en términos del articulo 10 

del Reglamento de la Policla Judicial para el Estado de Mé 

xico, el acLa de policía judicial que muchos autores de 

finen asL se menciona como Informe de La Poi icia Judicial, 

(76) Op. cit.. p. 26"1 



(204) 

y es asi como en la practica de diligencias de policía Judi 

cial se conceptua o define. 

Por lo tanto el Informe de !u Policla Judicial en for 

ma aún más general contiene todas aquellas diligencias lle 

vadas a cbo por dicha coorporación o sea sus actividades y 

experioncias de la nvcrlguación en la que se oncucntran avo 

cadas. 

Esto informe además de ser una relación escr1 ta de 

los hechos que se investigan atendiendo con ello el cumpli 

miento de su f"unción, también deberá ser producto de una la 

bor dinámica con apego a la ley y en torno a los hechos y 

al probable autor. de los mismos. Cuando la policia Judicial 

ha llevado a cabo todo ese tipo de dlligcncias deberá poner 

las a disposición del Ministerio Público junto con él o los 

detenidos para que tenga elementos a fin de la uveriguación 

y ejercite o no la acción penal. 

Como se ha estado citando a lo largo del presente es 

Ludio siendo la pollcia Judicial un orqanlsmo auxiliar del 

Ministerio Público, es evidente que sus actuaciones de in 

vestgación deberán estar siempre regidas bajo lu ilUtoridad 

del Ministerio Público. 

Siendo el Ministerio Público el órgano investido con 

las facultades de investigación y con lü finalidad de ullc 
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garse todos aquollos datou que lntegren la avoriguaci 

ón previa aPoqado al üerecho y en los términos que la ley 

le faculte expresamente, lo es también que para no incurrir 

en vlolaciones a las garantias que se le otorgan a todo ciu 

dadano, deberá observar que las actuaciones practicadas por 

la pol icf.n judicial se efcctucn bajo l11s circunstancias an 

tes muncionadas. 

En este sentido, la H Suprema Corte de Justicia de la 

Nación senala: 

POLICIA JUOlCIAL, VALOR PROBATORIO DE LAS DILIGENCIAS 

PH.AC'l'ICADl\S POR LAS. - No es oxact.o que lus di l i gene las 

practicadas por la Policía Judicial carezcan de validez, 

porque cuando el Ministerio Público actúa en su carácter 

de autoridad y Jefe de la Policia Judicial el juez puc 

de atribuir eficacia plena probatoria a las diligencias 

que aquél practique, sin incurrir en violaciones al nrti 

culo 21 constiLucional. 

Quinta Epoca: Tomo L. Pág. 975.- Vizcarra Gabino. 

Tomo LIV. Pág. 1320.- Casas Félix y Coags. Tomo LXXII, Pág 

4159.- Noh Mazum Severiano. Tomo LXXIII, Pág. 612. 

Pech Maria MarcolJna. Apéndice 1917-1975. Primera Sala. 

Núm. 232. Pág. ~05. 

Por lo que respecta al Código de Procedlmientos Pe 
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na lus para t?:l listado du México en su arLiculo 260, ref lo 

re: Los 'lrlbunalos r-azonncan en ~a.as re~c>lucionos L6gicn 

y juridlcafficnto las pruebas (7'/J 

En tal virtud se puede concluir quo la Poltcia Judi 

clal en la investiqnción de los hechos presumidos como de 

lito (s), asi como el aseguramiento de Los presuntos res 

ponsabtes, deberfm prusentar al Ministerio Público lnvesti 

gador su informe. el cual deberá reunir los datos cspecifi 

cadas en t!l numeral 10 del Reglamento de la Polic1a Judi 

cial. el cual fue YiJ reforido con élntcrioridad, y el cu<.11 

debcra estar sujeto n la considoración del Ministerio Pú 

blico y la capacidad técnica de investigación de los ulc 

menLos de la policia judicial. 

<1. 'I, Il.JCITOS 111\S COMUN~;S COMETIDOS POR LI\ 

POLlCll\ JUDICIAL. 

Uno de 1<JS principales problemas con que debe cnfren 

tarse una soc icdad es el referente a la manoru de gac-an 

t.i.;,,ar efica~ y satisfactoriamente la protección do los ciu 

('/""/) Código de Procedimientos Penales. [<;ditoria! Cujica. 
Scgund.i Edición. Pág. :J'I!>. 
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dadnnos contra el poder arbitrario, el abuso o la indife 

rancia de la policía~ 

En relación d la incapacidad de la policla, o su fal 

ta frecuente de honestidad, la encontramos rogular y perió 

dicamente en las noticias, diarios, en los comentarios de 

los escritores~ y en la conciencia de los ciudadanos que 

en determinado momento no reciben la protección debida de 

ella, o por el contrario, son victima do su conducta in 

debida. 

La realidad cotidiana ha sennlado, como factor determinan 

te de las !numerables deficiencias de la policla, la im 

provisac16n de sus elementos, la inadecuada selección de 

personal id6noo para prestar una labor eficiente; tal se 

lección no significa que tenga buenos resultados, puesto 

que basta asomarse a las clfras tan elevadas do elementos 

de policla judicial que cada ano son consignados y proce 

sados, elementos muchas veces jóvenes y recientemente di 

plomados que abusan de ln autoridad, o son cómplices, o 

bion se dedican al cohecho sin limitación. 

Si bien es cierto, que la policía judicial se consi 

dera como un cuerpo jurídico orgánico. unitario que se 

encuentra reglamentado en diversos ordenamientos, Que fun 

damontan su existencia y funcionamionto, as1 en el Oe~c 
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cho Constitucional, en el Derecho Penal y Procesal Penal, 

se establecen también llmitacionos a su actuación con el 

objeto de no violar las garantias individuales que cansa 

gra nuestra Constitución, todo ello como auxiliar del Mi 

nistcrio Público a afecto de investigar el hecho delictuo 

so y el aseguramiento del presunto responsable de dicho 

delito. Lo es también cierto, que en cuanto a su técnica 

se cifra en obtener a toda costa, inclusive usando me 

dios de apremio, la confe8ión del presunto delincuente; y 

actualmente la confesión y la tortura son conceptos inti 

mam~nte ligados a las actividades y a la idea que se tie 

ne de la policia judicial tanto en nuestro Estado como 

en cualquier entidad federativa. 

Se ha sostenido en todo momento y por nuestro mAs al 

to Tribunal que carece de valor juridlco la confesión 

cuando es arrancada a través de la violencia fisica o mo 

ral o por cualquier otro medio coactivo, ya que se ha e 

nunciado a la tortura como método sistemático para arran 

car confesiones a las personas que se encuentran sujetas 

a investigación, siendo una práctica degradante utilizada 

por Ja Policia Judicial para obtener información. 

Do igual manera es importante analizar la dotonción nrbi 

traria y prolongada que roalizfl dicho cuerpo pal iciaco, 
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ya que se tiene conocimiento de las detenciones realiza 

das a personas por considerar que son sospechosos en base 

al resultado que arrojó su investigación respecto de un 

lllcito que el Mlnist.erio Público les ordena a que se a 

vaquen y dichas personas son interrogados en muchas oca 

sionos sin las tecnicns de investigación y en baso a los 

intereses creados, determinan si los ponen a disposición 

del Minist.urio Público o los dejan libres, prncticando de 

tal manera los ilicitos comunmente reconocidos como eche 

cho, abuso de auLoridad y extorsión. 

Articulo 132 del Código Penal Vigente para el Esta. 

do do México, que a lu letra dice: "Incurre en el delito 

de cohecho al servidor público que solicite u obtenqa pa 

ra si o para otro u otros de los particulares o do otros 

servidores públicos, por si o por interpósita persona, dá 

divas de cualquier Lipa en numerario o en especie para· 

realizar u omitir un acto o actos lícitos o ilicitos, 

relacionados con sus funciones. 



PLANTl\MlENTO DEL PROBLEMA 

La insti lución del Ministerio Público consti tuyc den 

tro del Derecho Mexicano~ una garantia constitucionnl al 

ser facult.ado por el Estado como órgano único encCJrqado 

de la pur&:ecuci6n de de los delitos, estableciendo ésta 

maneJ:'a el sitcma de la acusación estatal y del monopilio 

de ln acción penal por el Estado. 

Tomando en consideración que la acción penal es po 

der potcst.ativo del Estado, ya que atribuye una acLivi 

dad pública al órgano del Ministerio Público, un poder de 

ber, para exclLar al órgano jurisdiccional competente a 

efecto de que pronuncie una resolución que declare si de 

Lerminados hechos son constitutivos de un delito, previs 

t.o y sancionado por la ley; que el hecho illcito es im 

putable al acusado y por tanto es responsable de1 mismo 

y en consecuencia se le imponga la pena que corc·esponda. 

De esta manera el Estado cumple con la obligación 

primordial de mantener la paz social con la justicia. 

En el Congreso Constituyente de 1917 se est.ablectc 

ron las bases para elevar al Ministerio Público Y a lu 

Policia Judicial al rango constitucional pdril que sus fun 



clones qucdarCJn plenamente deiimitadas, quedando ésta úl 

t.ima bajo las órdenes directas del Ministerio P(Jbl ico. 

Dentro de 1il Constitución Goncral de la República es 

una norma ~ntegradora quo da al EsLado la responsabllidad 

fundamental en la Pt'omoc16u del dcsarrol lo intt.igral de 

la colectividad,, estableciendo esquemas normativos do la 

orqanlzación y ejer<acio del poder y principios que den 

sustont.o a la dcm0cracia y justicia social. 

i•:l b:sLado .se ha modernizado, Loda vcx que hn habi 

do un avance institucional para dar respuesta a los nue 

vos problemas d<: desarrollo,, su ámbito, instrumentos y di 

mensión han crucido. L.J formación profesional y poll ti 

ca de los funcionar los :r· servidores públicos se han t.rans 

formado a las necesidrides del ~st..1do. 

Se ha dado en México unu acelerada modernización, sin 

embargo ésta no ha podido resolver con la celeridad necc 

sarin los qrnvcs problemas de desigualdad social, en vir· 

tud del crecimiento de la delincuencia y la inexacta ob 

servancia de la justicia. 

Las leyes Ju.ridicas, se van modificnndo y transfor 

mando en el tiempo y tm el espacio según lo van demandan 

do lns nccesidddcs quo han de satisfacer las exiqencias 

punitivas. 

Lll crisis más aguda dol Estada frente al derecho es 

en las fallas y deficiencias de los hombros encargados do 



administrar Justicia. . ' . . -

Como auxiliar de ia insti.l~·u~ió~-~:."dff~·-M·i~.l~·t:crl~~·~übli' 

co, se encuentra la Policln ·Judicial, que es·.· o'b.iéto de 

atención preferente al subrayar, las necqs.idades_ de_ que_ 

las personas que las integren, sean rigurosamente' selec 

clonadas. para que puedan cumplir con eficacia sus obje 

tivo~. que son precismante, investigar Los delitos aportan 

do al Ministerio Público los datos y elementos indispen 

sables para configurar el acta de av~riyuación previa • 

.-1sí como cumplir, en auxilio de ln autoridad judicial, con 

las ordenes de aprehensión y compareccncl.:i. dictada por 

ésta. 

Es evidente que, la sola mención de óste cuerpo po 

lle iaco provoca serias problemát leas y sovcr.as criticas 

referentes a su funcionamionto y actunción, sobre todo en 

La inteqración de la averiguación previa, surgiendo de es 

ta manera el intento de movl 1 ización de dicho cuerpo po 

licinco. 

La mordlizaclón de la policla judicial ha servldo fre 

cucntemcnte de estandarte aquéllos que clspiran a ocupar 

un puesto público, ya que no existe procurndor o qobcrnan 

te (;)O nuestro país que no se haya propuesto en cada ini 

cio do sexenio tan nrdua tarea, do moralizar al cuerpo po 

liciaco puesto que, se .:inuncia con énfasis el despido ma 



sivo du judiciales, atendiendo enseguida a la sclecc.ión 

de nuevos aspirantes. 

La realidad nos ha demostrado que. como factor deter 

minante de las innumerables deficiencias de la Policía 

es, la improvisación de sus elementos; o sea la inadecua 

da selección de personal que es idóneo para prestar una 

labor eficiente. Si bien es cierto que en la actualidad 

la mayoria de los gobiornos, cuentan con organismos dedi 

cadas a la capacitación y selección de personal, esto no 

significa que tal selección tenga buenos resultados, pues 

to que basta asomarse a las listds tan elevadas do ele 

mentas de la Policía Judicial que cada ano son consigo~ 

dos y procesados elementos muchas voces jóvenes y recien 

temente diplomados que abusan de la autoridad o se dedi 

can al cohecho sin Umltación; asi como t..ambién aparece 

con frecuencia la prepotencia y corrupc.l6n, los orrestos 

ilegales, la tortura e incomunicación. 

Esta edición se deriva de la forma intensiva y sin 

tética a los examinados, se comprimen los conocimientos 

mAs esenciales y en escasos meses en nuestro Estado sur 

gen los nuevos y f lamnntes elementos diplomados de la Po 

licia Judicial. Derivandosc como consecuencia que dicho 

cuerpo policiaco no cumpla con su cometido. 

Tomando en cuenta que la AdminJstración de Justicia 



Penal debo ser adaptativcJ, dinámica y funcional. No debe 

permanecer ul margen de los c.:u.mbios experiment.ados en to 

dos los ordenes que en últimas fechas se hnn duelo ,, 1 a 

sociedad, asi el problcmn dclicuencial. tambtAn ha sufri 

do cambios. y a muyor adelanto cienti fico v t.nr.nnlóglco 

correspondo también un tipo do delincuencia mñs avanzado 

y tocnific.:ado. cuyos mCtodos empleados en la P. iAr•Jción 

del d~ lito estiln acordes con el proqroso scfialndo. Se ha 

dosplazado los medios anticuados por los delincuentes. pa 

ra sustiLuirlos. por sistemas técnicos muy elaborados. 

La situación anterior pone de manifiesto la necesi 

dad de contar con sistemas o métodos capaces de centrares 

tar tales hechos; si en la ejecución de los delitos se 

emplean medios técnicos y cientif icos. también debe ser 

t;écnico y cien ti fico el procedimiento para combdtirlos. 

de tal manera que la actuación pal iciacü no se: sustcntt:: 

en bases endebles como el empirismo o la lnluición, como 

algunas vec~s ocurro. sino en la preparación que esta ma 

teria requiere para lograr mejores t·esul tados en el descm 

peno de Lnn lmporlunte función. 

li!l auge y aumento de Ja criminalidad on estos úl tJ 

mes tiempos no sólo en nuestro Estado sino en la Repúbli 

ca en qencral. pone de manifiesto la necesidad do estruc 



Pena] debe ser ndaptativil, dinfunica y funcional. No debo 

permanecer al margen dt-) los c.:imblos experimentados en to 

dos los ordenes que en últimas fochas se han datlo il la 

sociedad, asi el problomtt delicucncial, tombtAn ha sufri 

do cambios, Y a mayor ndt:lanto cientifico v t.~r.nntógico 

corresponde también un tipo de dcllncucncla mhs avanzado 

y tt)cnificndo, cuyos métodos empleados en la MiAr•1ci.6n 

del delito estiln acordes con el proqrcso senalado. Se ha 

dosplazodo los medios antJcuados por los delincuentes, pn 

ra sus ti t..uirlos, por sistemas tócnicos muy elaborados. 

La situación anterior pone de manifiesto la necesi 

dad de contar con sistemas o métodos capaces de centrares 

tar tales hechos; si en la ejecución de los delitos se 

emplean medios técnicos y cicntificos, también debe ser 

t;écnico y cientlfico el procedimiento parn cumbdtirlos,. 

de tal mnnera que la actunción policlacd no se: sustente 

en bases endebles como el empirismo o ln inLuiclón, como 

algunas veces ocurre, stno en la preparación que esta mn 

teria requiere para lograr mejores t·esul tados en el descm 

pena de Lnn importante función. 

1-:l auge y aumento de J.:i criminalidad en estos últi 

mas tiempos no sólo en nuestro Estado sino en la Repúbli 

ca en qcncral, pone de manifiesto la necesidad do estruc 



turar un cuerpo policiaco; do sólida consistencia y pro 

paración té~nica y cient1fica; y para ello es necesario 

contar con verdaderos invcstiqadores; desterrando asi la 

improvisación, puesto que através del método cJentlfico 

y técnica poi icial se l leguria a reducir la delincuencia; 

toda vez que ésta ha sobrepasado los J imites do la nor 

malidad. 

Haciéndose notar que la policia judicial encuentra 

su Justificación en la necesidad do impedir y en su caso 

reprimir rápidamente cuuntos actos tiendan a perturbar el 

orden social en cualquiera do sus aspectos y manifcsta 

clones; de donde resulta obvio que exige unn organización 

capaz e inteligente y asimismo una escrupulosa selección 

de sus elementos que lo califique para el descmpcf'\o de 

sus funciones y la especialización de sus servicios. 

Es de vitnl importanclµ el sonalar que es do relo· 

vantc importancia destacar la relación del ciudadano co 

mún con las autoridades esencialmente el contacto dlrec 

to que tiene éste con la policia judicial, asi como nece 

sario reconocer cuales son las atribuciones do la poli 

cia; cuill es el valor de sus reglamentos y establecer has 

ta donde llegan las faclJ l tados arbl trales o la potestad 

de la policia. 



La libertad individual para pensar y hacor es cues 

tión de cada quien. No corresponde al Estado tutelar la 

moralidad pctsonal que la inspira. Pero si tiene la obli 

gación ineludible do prevenir y sancionar la inmornlidad 

socié1L la corrupción. Puesto que afecta los derechn-::; de 

ot..ros, du la sociedad y los intereses nacionales y en 

nuestro pais, ln soclcdad exige con u1·gencia una renova 

ci6n moral de sus funcionarios que ataque de raiz los da 

nos de la corrupción en el bicne8tar de su convivencia 

social. 

La obligación de servir con legalidad, honradez, 

lealtad, imparcialidad, y eficacia a los intereses del pue 

blo es la misma para todo servidor público, .indepcndien 

te de su jorarquia, rango o función que descmpona. 



e o N e L u s I o N E s . 

PRIMERA.- En primera instancia es importante resaltar 

que nuestro objeto de estudio, la Policía Judicial, perte-­

nece y pertenecerá al Estado, ya que es una potestad jur{-­

dica y es imposible delegar en organismos extraños al mismo 

quienes la ejerzan son parte del engranaje estatal. 

SEGUNDA. Cabe destacar que la técnica y perfecciona-­

miento de la Policía Judicial, en su función como agente -­

investigador debe ser meta preferente de atención a juris-­

tas y legisladores para crear un reglamento acorde a las -­

necesidades de mantener el equilibrio y seguridad social, -

ya que el que existe en vigencia, 'resulta obsoleto y por -­

tanto no responde a tas necesidades actuales. 

TERCERA. Para cumplir con eficiencia su funci6n in-­

vestigadora, la Policía Judicial no debe permanecer al mar­

gen de los adelantos científicos y técnicos de esta época, 

proponiendo para tal efecto, la impartición de estudios --­

académicos (dos veces al año}, de donde egresen elementos -

capacitados tanto en práctica como en especialización, dan-­

do esto como resultado, el destierro total de prácticas em­

píricas, así como de la tortura e improvisación. 

CUARTA. De igual manera es importante la dignificaci6n 

de dicha institución policiaca, lo que significa crear un -

Instituto-Tecno-Cientifico, de donde se formen verdaderos­

profesionales en el campo de la investigación que conozca -

el Derecho Penal y la aplicación de la Técnica Policial. 



QUINTA._ Emergiendo del estudio realizado, es necesa­

rio aumentar el número de investigadores de la policía ju­

dicial, para una mejor eficiencia en et ejercicio de sus -

funciones. 

SEXTA.- Resulta necesario, una remuneración de mejor 

salario y prestaciones, que les permita elevar su nivel de 

vida y evitar con ello las dádivas y delitos en que incu-­

rren dichos servidores públicos. 

SEPTIMA.- Surge la necesidad de proporcionar equipo -

suficiente y adecuado a los agentes de la policía judicial 

para el desarrollo favorable de sus funciones. 

OCTAVA. Por otra parte y por lo que se refiere a la­

autoridad inmediata de dicho cuerpo policiaco, es menester 

señalar, la importancia de una mejor capacitación para los 

aspirantes a ocupar el puesto de Agentes del ·Ministerio­

Público, ya· que de ello emana y de alguna forma garantiza 

la eficiencia de su función como titular de la policía ju­

dicial y por ende la administración de justicia. 

NOVENA.- Es relevante hacer la exacta observancia y 

los lineamientos a seguir en et ejercicio de su función de 

la policía judicial den~ro del Código de Procedimientos­

para el Estado de México, debiendo para tal efecto refor­

marlo, en el sentido, de crear un capítulo específico para 

dicho fin. 

DECIMA.- Crear la obligatoriedad de la Defensoría de 

Oficio dentro de las instalaciones de las Agencias del Mi­

nisterio Público Investigador. 



BIBLIOGRAF A. 



BIBLIOGRAFIA 

ACERO JULIO. Procedimiento Penal. Editorial Cajica Jr.-
6a. Edición. México 1968. 
ARILLA BAS FERNANDO. El Procedimiento Penal en México -
Editorial Cajica Jr. Puebla 1969. 
Código de Procedimientos Penales para el Estado de Mé __ 
xico.Editorial Cajica. Puebla 1986. 
Código de Procedimientos Penales para el Estado de Hi-­
dalgo. Editorial cajica Jr. Puebla 1991. 
COLIN SANCHEZ GUILLERMO. Derecho Mexicano de Procedi--­
mientos Penales. Editorial Porrúa. 2a. edición • 1970. 
Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos.­
Editorial trillas. México 1987. 
DE LA BARRERA LUIS. Ley Federal de Prevención y Erra­
dicación de la Tortura. Editorial Porrúa 2a. Edición . 
DE PINA RAFAEL. Diccionario de Derecho. Editorial Po-­
rrúa. México 1985. 
DIAZ DE LEON MARCO ANTONIO. Teoría de la Acción Penal. -
Editorial Porróa. México 1974. 
FRANCO SODI CARLOS. El Procedimiento Penal Mexicano. -­
Editorial Porrúa. 3a. edición . México 1957. 
GARCIA RAMIREZ SERGIO. Curso de Derecho Procesal Penal­
Edi torial Porróa. México 1974. 
GARCIA RAMIREZ SERGIO. Justicia Social. Editorial Po--­
rrúa. México 1982. 
GARDUÑO GARMENDIA JORGE. El Ministerio Público en la 
Investigación de los delitos. la edición. ~ditorial Li­
musa. México 1988. 
GONZALEZ BUSTAMANTE JUAN JOSE. Principios de Derecho -­
Procesal Penal. Editorial Porrúa, México 1988. 
Ley Organica de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de México. Editorial Cajica Jr. México 1986. 
PALLARES EDUARDO. Prontuario de procedimiento Penal. -­
Editorial Porrúa. México 1961. 

PEREZ PALMA RAFAEL. Guia de Derecho Procesal Penal. --­
Cárdenas editores y Distribuidor • la. edición. México 
1975. 
PINA Y PALACIOS JAVIER. Derecho Procesal Mexicano • 

• -. Reglamento de la Policía Judicial en el Estado de Méxi­
co. Copilación de Leyes y reglamento Tomo III Gob. Edo 
México. 
RIVERA SILVA MANUEL. El Procedimiento Penal. editorial 
Porrúa. México 1986. 
VELA TREVIÑO SERGIO. La Prescripcion en materia penal. 
Editorial Trillas. México 1988. 
OSORIO Y NIETO, CESAR AGUSTO. La Averiguación Previa. -
Editorial Porrúa. México 1989. 


	Portada
	Prólogo
	Índice
	Capítulo I. Generalidades de la Acción Penal
	Capítulo II. La Averiguación Previa y Funcionamiento del Ministerio Público
	Capítulo III. Legislación Comparada
	Capítulo IV. La Policía Judicial en el Estado de México
	Conclusiones
	Bibliografía



